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III. POLÍTICAS COMERCIALES, POR MEDIDAS

1) Visión General

1. Desde su anterior Examen en 1996, Colombia ha continuado tomando iniciativas para modernizar su régimen comercial, por ejemplo a través de la simplificación e informatización de los procedimientos aduaneros.  También se han dado pasos para continuar la liberalización del régimen comercial, tales como la reducción del uso de licencias de importación.

2. Los aranceles son el principal instrumento de protección en frontera y todos los derechos arancelarios son ad valorem.  Entre 1996 y 2006 la media aritmética de los tipos arancelarios NMF aplicados aumentó ligeramente del 11,5 por ciento al 12 por ciento.  Los productos agropecuarios (definición OMC) tienen un promedio más alto de protección arancelaria (16,5 por ciento) que los demás productos (11,3 por ciento).  Al amparo del Sistema Andino de Franjas de Precios, Colombia aplica a las importaciones de varios productos agropecuarios derechos de importación que aumentan o disminuyen en función de la variación de los precios internacionales.  El arancel da muestras de progresividad.  Colombia ha consolidado su universo arancelario completo dándole así mayor previsibilidad a su régimen comercial que, sin embargo, se ve algo disminuida por la brecha considerable entre los aranceles aplicados y los consolidados.

3. Colombia concede trato en franquicia arancelaria a todas las importaciones procedentes de Bolivia, Ecuador, Perú y Venezuela, siempre que cumplan con los criterios de origen.  Colombia también concede preferencias arancelarias a las importaciones procedentes de otros países en el marco de la ALADI.

4. Además de los aranceles, las importaciones están sujetas al pago del impuesto al valor agregado (IVA) y del impuesto al consumo.  Las importaciones reciben trato nacional en la aplicación de los impuestos internos con la excepción de ciertos vehículos automotores, motocicletas, aeroplanos y barcos importados a los cuales se imponen tasas del IVA más altas.  En el caso del impuesto al consumo, la base gravable sobre los vinos, licores, aperitivos, cigarrillos y tabaco es el valor en aduana del bien más un margen de comercialización, lo cual resulta en una carga impositiva más elevada sobre las importaciones que sobre los bienes nacionales.

5. Desde 2000 Colombia aplica el Acuerdo sobre Valoración Aduanera.  Se utilizan precios de referencia, que en el caso del calzado y textiles varían en función del origen.  Algunos productos provenientes de ciertos territorios deben ingresar por puertos de entrada específicos o requieren información adicional para ser nacionalizados.

6. Durante el período bajo examen estuvieron en vigor 25 medidas antidumping (AD), adoptadas mayoritariamente sobre importaciones de insumos.  La mayor parte de las investigaciones iniciadas resultaron en derechos definitivos.  Varios de los productos sujetos a procedimientos AD constituían una parte importante del consumo colombiano.  Desde 1996 Colombia ha notificado a la OMC nueve investigaciones de salvaguardias, cuatro de las cuales resultaron en medidas definitivas.  La aplicación de medidas de salvaguardias se ha concentrado sobre bienes del sector textil, particularmente de China.  Colombia no aplicó ninguna medida compensatoria entre enero de 1996 y mayo de 2006.

7. Colombia ha mantenido un activo programa de implementación de medidas sanitarias y fitosanitarias (MSF) y de reglamentos técnicos.  Entre enero de 1995 y junio de 2006, Colombia presentó 120 notificaciones a la OMC relacionadas con el Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio, la mayoría correspondientes a productos finales, productos químicos y alimentos procesados.  También llevó a cabo un amplio proceso de racionalización de ciertas normas.  Del 18 de abril de 1997 al 16 de agosto 2006 Colombia presentó 151 notificaciones sobre MSF, en su mayor parte adoptadas en relación a productos de origen animal.  De todas las MSF adoptadas, la mayoría fueron implementadas en relación a brotes de enfermedades en animales.

8. Colombia prohíbe la importación de bienes usados tales como vehículos y sus partes.  Impone licencias no automáticas a 133 líneas arancelarias, en pocos casos para proteger la industria doméstica.  También aplica registros y autorizaciones automáticos.  Sería importante velar por que dichos requisitos no se convirtieran en obstáculos injustificados al comercio.
9. Colombia ha buscado promover sus exportaciones a través de varios esquemas.  Notificó como programas de subvención a las exportaciones las disposiciones relativas a los regímenes de Zonas Francas y de los Sistemas Especiales de Importación-Exportación para Bienes de Capital.  El Comité SMC concedió a Colombia prórrogas para la eliminación de dichas subvenciones, y Colombia emitió subsecuentemente disposiciones con este propósito.  Los beneficios que se otorgan en el marco del régimen de comercialización internacional siguen condicionados a la exportación de bienes de origen colombiano, mientras que los concedidos bajo el programa Usuario Altamente Exportador y bajo el régimen de Zonas Económicas Especiales de Exportación están asociados a requisitos mínimos de exportación.  En 2002 Colombia notificó la eliminación de la subvención a las exportaciones relacionadas con el Certificado de Reembolso Tributario.  

10. La exportación de productos como el café, las esmeraldas, las piedras preciosas y algunos combustibles está sujeta al pago de contribuciones a fondos de desarrollo.  Durante el período bajo examen Colombia también ha aplicado prohibiciones temporales a la exportación de cuero y chatarra para garantizar suficiente oferta doméstica.

11. Colombia notificó a la OMC como medidas en materia de inversiones relacionadas con el comercio el convenio de complementación del sector automotor establecido con Ecuador y Venezuela así como la política de absorción de la producción agropecuaria.  Los requerimientos mínimos de material originario del programa del sector automotor han sido eliminados.  Colombia eliminó las licencias de importación no automáticas que implementaban la política de absorción de la producción agropecuaria.
12. Las reformas realizadas en años recientes han hecho posible que el número de trámites y el costo relativos a la creación de nuevas empresas en Colombia se sitúen por debajo de la media de los países de América Latina y el Caribe.  Aunque Colombia cuenta con un marco jurídico en materia de competencia relativamente bien desarrollado parecería deseable redefinir las responsabilidades de los organismos de control y vigilancia en esta área.  En la práctica los precios no están sujetos a controles oficiales, con varias excepciones.

13. Colombia notificó a la OMC 14 empresas comerciales del Estado, que tienen el monopolio sobre la producción, importación, exportación, distribución y venta de licores.  Colombia ha llevada a cabo un ambicioso programa de privatización aunque la participación del Estado en la economía sigue siendo considerable, especialmente en los sectores de electricidad y petróleo.

14. Colombia otorga una variedad de ayudas gubernamentales, algunas orientadas a actividades específicas y otras de tipo horizontal dirigidas, por ejemplo, a apoyar el acceso a fuentes de financiamiento y a mercados.  El Consejo Nacional de Política Económica y Social señaló que esta gran variedad de programas ha introducido una falta de unidad en los criterios de aplicación, asignación y evaluación de instrumentos de apoyo.  La evaluación de los costos y beneficios globales de dichos programas y su posible racionalización podrían por lo tanto contribuir a optimizar el uso de los recursos fiscales y el impacto de las ayudas otorgadas.
15. Colombia no es miembro, pero mantiene estatus de observador, en el Acuerdo Plurilateral sobre Contratación Pública de la OMC.  El Estatuto de Contratación Estatal permite que participen oferentes nacionales y extranjeros en igualdad de condiciones en las compras públicas.  Asimismo, existe una ley de apoyo a la industria nacional que otorga un puntaje adicional a las ofertas de bienes o servicios colombianos y a las ofertas de bienes o servicios extranjeros que incorporen valor agregado nacional.  Sería deseable mantener un análisis que muestre el costo/beneficio de las preferencias otorgadas a los bienes nacionales.
16. En 2001, el Consejo de los ADPIC de la OMC examinó la legislación relativa a los derechos de propiedad intelectual de Colombia.  El régimen de protección de dichos derechos está constituido por leyes y reglamentos nacionales y la normativa de la Comunidad Andina.  Colombia permite las importaciones paralelas de productos patentados. 
2) Medidas que Afectan a las Importaciones

i) Documentación y procedimientos aduaneros

17. La legislación de aduanas vigente esta contenida en el Decreto N° 2685 de 1999 y reglamentada por la Resolución N° 4240 de 2000.  En términos institucionales, el Decreto N° 1071 de 1999 introdujo una nueva estructura a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN) como organismo autónomo de administración aduanera.
  Otras leyes relevantes emitidas en años recientes incluyen la Ley N° 962 de 2005 sobre racionalización de trámites administrativos;  la Ley N° 0863 de 2003 sobre normas tributarias, aduaneras y fiscales;  la Ley N° 0646 de 2001 que aprueba el Convenio Internacional del Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías y el Protocolo de Enmienda;  y la Ley N° 383 de 1997 contra la evasión y el contrabando.   
18. En años recientes se han introducido importantes iniciativas para simplificar y reducir los trámites al comercio exterior logrando avances en áreas tales como la Ventanilla Única de Comercio Exterior (VUCE)
, el formulario único de comercio exterior, la implementación de los sistemas informáticos aduaneros de importación y exportación y la reducción o eliminación de algunos requisitos previos a la importación.  Según las autoridades, en el período anual entre el primer semestre de 2004 y 2005, con los cambios adoptados, se redujeron en un 60 por ciento los trámites de registros de importación. 
19. A principios de 2006 las importaciones se realizaban bajo dos modalidades generales:  "libre importación", que en la práctica pueden involucrar importaciones con o sin registro;  y licencia previa (no automáticas) (véase vii) infra).  
20. La importación de cualquier producto a Colombia requiere la presentación de la Declaración de Importación.  El artículo 121 del Decreto N° 2685 de 1999 define los siguientes documentos de soporte de la declaración de importación que deben conservarse por un período de cinco años:  registro o licencia de importación cuando proceda;  factura comercial;  documento de transporte;  certificado de origen, cuando se requiera;  certificado de sanidad y otros documentos exigidos por normas especiales, cuando hubiere lugar;  lista de empaque;  mandato, cuando no exista endoso aduanero y la declaración de importación se presente a través de una SIA o apoderado;  y la Declaración andina del valor cuando haya lugar a ello.  La Resolución N° 10118 de 2005 requiere adicionalmente que la factura comercial de importaciones de bienes procedentes de la Zona Libre de Colón de Panamá, además de haber sido expedida por el vendedor, debe contener el nombre o razón social, número de identificación tributaria y dirección del comprador en Colombia (véase ii) infra).

21. Los usuarios aduaneros deben estar inscritos en el Registro Único Tributario.  Los declarantes son usualmente Sociedades de Intermediación Aduanera (SIA) quienes deben representar a las personas naturales o jurídicas que realicen operaciones de comercio exterior cuando el valor f.o.b. de la importación supera los 1.000 dólares EE.UU.
  Cuando se mantenga un registro como Usuario Aduanero Permanente o como Usuario Altamente Exportador, no es necesario utilizar las SIA.  El uso de las SIA es un requisito orientado a facilitar el cumplimiento de las normas legales de importación, exportación, tránsito aduanero y cualquier operación o procedimiento aduanero.  

22. El registro de importación autoriza la importación de mercancías sometidas al régimen libre.  Desde 1997 se han introducido varios cambios en los reglamentos sobre registros, y según las autoridades, éstos han reducido en un 40 por ciento el total de partidas sometidas a dicho requisito.
  El registro es obligatorio según el Decreto N° 2680 para la importación de bienes sometidos a licencias y otros requerimientos (véase vii) infra).  
23. Después de presentada y aceptada la Declaración de Importación, se realiza el pago de tributos aduaneros ante bancos o entidades financieras autorizados.  Subsecuentemente se pueden presentar las siguientes situaciones:  (i) levante automático de la mercancía;  (ii) inspección documental, o (iii) inspección física de la mercancía.  El Comité de Selectividad (Resolución N° 2118 de 1999) determina los criterios de selectividad y perfiles de riesgo, aplicables a los diferentes regímenes aduaneros, así como a las diversas etapas del proceso de dirección y administración de la gestión aduanera.
24. Los procedimientos de importación se pueden realizar utilizando sistemas informáticos de procesamiento electrónico de datos.  Según estimaciones oficiales, el 80 por ciento de los trámites de importación se realizan en alrededor de 15 minutos, que es el tiempo promedio de digitar la declaración.  Los mayores tiempos, en promedio 14 horas, ocurren cuando los bienes son objeto de inspección.  En 2004, el 20 por ciento de las importaciones fueron objeto de una verificación física o control documental.  

25. Las autoridades aduaneras pueden expedir actos administrativos relacionados con situaciones tales como aprehensión, decomiso, abandono legal, inscripción, habilitación, autorización o renovación de usuarios aduaneros o auxiliares de la función aduanera, sanciones, efectividad de las garantías y liquidaciones oficiales de valor o de revisión.  Se pueden interponer los siguientes recursos:  reposición, dentro de los cinco días siguientes a la expedición del acto administrativo;  reconsideración, dentro de los 15 días siguientes a la expedición;  y apelación y queja dentro de los cinco días siguientes a la notificación del acto administrativo.

26. Según cálculos de las autoridades
, en 2004, cinco de cada diez importaciones estuvieron afectadas por algún grado de irregularidad causadas por problemas tales como:  el contrabando técnico, la sobrefacturación, la subfacturación, el cambio de procedencia y el contrabando abierto.  El contrabando técnico, la subfacturación y el contrabando abierto afectaron al 34,4 por ciento de las importaciones totales de bienes.  Como resultado de mayor control aduanero y con la adopción de la Ley N° 383 de 1997, el contrabando parece haber disminuido en años recientes.
  Sin embargo, persisten factores que en su conjunto pueden llegar a crear incentivos al contrabando, como por ejemplo los costos que pueden conllevar los tramites aduaneros y los niveles de derechos arancelarios e IVA.  El contrabando se menciona también como una forma de lavar activos provenientes de actividades ilícitas.

27. La inspección previa a la expedición se eliminó con el Decreto N° 2654 de 1999.  

ii) Valoración en aduana

28. Por el Decreto N° 2685 de 1999 Colombia aprobó la legislación para implementar el Acuerdo de Valoración en Aduanas (AVA) de la OMC y la Resolución N° 4240 (Título VI) de 2000 introdujo su marco reglamentario.  En el marco de la Comunidad Andina, la Decisión N° 571 de 2003 y la Resolución N° 846 de 2004 hacen referencia igualmente al AVA.  
29. Colombia notificó a la OMC cambios a su legislación de valoración aduanera
 y presentó respuestas a las preguntas sobre la administración del Acuerdo sobre Valoración en Aduana.
 
30. Colombia se acogió
 a la reserva para determinar el valor en aduana de importaciones de textiles, calzado y vehículos, a través de valores mínimos oficialmente establecidos.  
31. Para ciertos productos agrícolas e industriales
, Colombia mantuvo el derecho de utilizar precios mínimos hasta abril de 2002 y para otros productos del Sistema Andina de Franja de Precios
 hasta abril de 2003.  En dicho contexto, el artículo 253 del Decreto N° 2685 de 1999 otorgaba al Director de Aduanas la potestad de determinar los precios oficiales.  El Memorando 00338 de 30 de abril de 2003 de la DIAN establece que a partir del 1° de mayo de 2003 no se aplican precios mínimos oficiales para la valoración en aduanas de productos sujetos al Sistema Andino de Franjas de Precios (ver también IV 2)).  En mayo de 2003 Colombia notificó a la OMC la eliminación del uso de dichos precios mínimos.
  

32. El gravamen arancelario se determina sobre el valor en aduana de las mercancías establecido a través de los métodos previstos en el AVA.  En la aplicación de la Decisión N° 571 de la CAN, Colombia determina la base gravable como el valor c.i.f. de transacción.  La inversión de los artículos 5 y 6 del AVA procede siempre que lo solicite  el importador y lo acepte la administración aduanera.  La base gravable, expresada en dólares EE.UU., se convierte a pesos colombianos con la tasa de cambio representativa de mercado que informa la Superintendencia Financiera, para el último día hábil de la semana anterior a la cual se presenta y acepta la Declaración de Importación.

33. El control a la subfacturación ha sido señalado por las autoridades como uno de los grandes desafíos de la administración aduanera en Colombia.  Las autoridades notaron que una medida adoptada para ejercer dicho control consiste en restringir el ingreso de la mercancía al territorio colombiano a sitios en donde la DIAN cuenta con los recursos para cumplir eficientemente el control durante el despacho aduanero.  En 2005 se determinó
 que, entre el 7 de julio de 2005 y el 30 de junio de 2006, las importaciones de textiles y calzado originarias y/o provenientes de Panamá y China debían ingresar por el Aeropuerto El Dorado y la Administración Especial de Aduanas de Bogotá, si se transportaban por vía aérea, y por Barranquilla si arribaban por vía marítima.
  La Resolución N° 06691 de 2006 extendió dichas medidas hasta el 31 de diciembre de 2006.

34. La subvaloración se trata de detectar a través de precios de referencia.  Los precios de referencia son establecidos con información obtenida de los importadores y proveedores.  En algunos casos, se parte del costo promedio internacional de las mercancías.  Definidos los precios de referencia, éstos son registrados en un proyecto de acto administrativo que es sometido a consideración de los importadores y del público en general.

35. Las autoridades subrayaron que los precios de referencia son de carácter indicativo.  El precio de referencia es uno de los aspectos a considerar para la determinación el valor en aduana.  Cuando en el control posterior no es posible valorar por los métodos 1 a 5 del AVA, en aplicación del Método del Último Recurso y después de considerar con flexibilidad los requisitos, son utilizados los precios de referencia para valorar mercancías idénticas o similares.  
36. La Resolución N° 10118 de 2005, adicionó el artículo 188 de la Resolución N° 4240 de 2000 y exigió la presentación de la factura comercial de las mercancías procedentes de la Zona Libre de Colón de Panamá.  Las autoridades notaron que dichas medidas fueron adoptadas para tratar situaciones donde los precios f.o.b. son más bajos que los precios de los países productores de los bienes o cuando se detectan irregularidades en las facturas emitidas por el proveedor en Panamá.
37. Las Resoluciones N° 04952 y 04953 de 2006 establecieron precios indicativos sobre los juguetes originarios y/o procedentes de ciertos paises
;  se establecieron también precios estimados sobre juguetes originarios y/o procedentes de otros países.
  Las Resoluciones N° 10953 y N° 10954 de 2005 establecieron precios indicativos para las importaciones procedentes de Corea del Sur, China, y Panamá y precios estimados para las importaciones diferentes de Corea del Sur, China, y Panamá para mantas respectivamente.  Se requiere establecer una garantía en los casos en que los precios de referencia sean inferiores a los precios indicativos o a los precios estimados.  Según las autoridades, el control posterior determina de manera definitiva el valor en aduana que corresponda utilizando el método del AVA que corresponda.  Si en el control posterior se concluye que los precios declarados son correctos, se cancela la garantía o se devuelven los tributos pagados en exceso.  
38. En abril y mayo de 2006 se presentaron ante el Comité de Valoración en Aduana y ante el Consejo de Bienes de la OMC
 preocupaciones por la forma como Colombia aplica precios referenciales para ciertos productos que incluyen calzado y textiles.
39. La instancia para resolver disputas relacionadas con la valoración y clasificación de mercancías, en el control posterior, es la División de Fiscalización Aduanera, cuyos actos de proposición se trasladan a la División de Liquidación quien decide de fondo a través de liquidaciones oficiales.  Estas pueden ser recurridas por el importador, siendo la División Jurídica quien resuelve los recursos interpuestos.  Si el importador no está de acuerdo con dicha decisión, puede acudir ante las autoridades de lo Contencioso Administrativo, órgano independiente de la autoridad aduanera.  Según datos de las autoridades, en 2005 se presentaron un total de 6.052 controversias relacionadas con la valoración de bienes importados.  La Administración de Buenaventura es donde más se reportaron dichas controversias.
iii) Normas de origen

40. Colombia no cuenta con un esquema de reglas de origen no preferenciales.  

41. Colombia notificó a la OMC sus normas de origen preferenciales establecidas en los acuerdos con la Comunidad Andina y la ALADI.
  El artículo 121 del Decreto N° 2685 de 1999 define la información de origen a ser incluida en la Declaración de Importación.  El Grupo de Origen de la Subdirección Técnica Aduanera de la DIAN verifica el origen de bienes que se acogen a preferencias arancelarias.  La División de Normativa y Doctrina Aduanera, en coordinación con la Subdirección Técnica Aduanera, considera los aspectos de política y pronunciamientos técnicos en la aplicación de las normas de origen a las importaciones.  El Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, a través del Grupo de Calificación de Origen y Producción Nacional, otorga los certificados de origen a productos colombianos de exportación.  
42. Las Decisiones N° 416 (normas especiales y condiciones para la calificación y certificación del origen) y N° 417 (procedimientos de declaración y certificación) establecen el marco legal del régimen de origen de la CAN.
  El régimen de la CAN establece las siguientes categorías para calificar el origen:  (i) íntegramente producidas;  (ii) totalmente elaboradas con materiales originarios;  (iii) elaboradas con materiales no originarios pero transformados por un cambio de partida arancelaria, de no cumplir con este cambio, el valor c.i.f. de los materiales no originarios no debe exceder el 50 por ciento del valor f.o.b. de la mercancía final;  (iv) para mercancías de ensamblaje con materiales originarios la exigencia anterior es la misma;  (v) Requisitos Específicos de Origen (REOS) determinados por la Secretaría General
 cuando las normas de origen no se consideran suficientes o adecuadas.  Los REOS prevalecen sobre cualquier otro criterio y actualmente se utilizan para autos, químicos y oleaginosas.  

43. Dentro del régimen andino de origen se reconoce el origen acumulativo.  La Decisión N° 416 reglamenta los procedimientos de declaración y certificación.

44. Colombia ha desarrollado Acuerdos con varios países de la ALADI de manera bilateral o multilateral en los que prima la acumulación entre los países signatarios.  Dentro de los acuerdos más importantes están el del TLC-G3 suscrito con México y Venezuela en el que se desarrolló una normativa de origen específica que permite la acumulación entre las partes.  Se aplica a algunos productos del universo arancelario el criterio de valor de transacción para calcular el valor de contenido regional. 
45. En los acuerdos bajo el Régimen General de ALADI se enumeran los productos que califican como totalmente originarios.  Los bienes elaborados con materiales no originarios califican para preferencias si tuvieron transformación sustancial o suficiente según se define en el acuerdo de que se trate.  Para Colombia, el Régimen General de la ALADI otorga origen de acuerdo al criterio de valor agregado cuando el valor c.i.f. de los materiales (no originarios) importados no excede el 50 por ciento del valor f.o.b. de exportación del producto terminado;  los porcentajes varían en los acuerdos que aplican un régimen propio.  Este criterio también se aplica en algunos acuerdos sectoriales (autos, textiles, bienes de capital) y de productos específicos.  
46. Colombia suscribió el Acuerdo de Alcance Parcial N° 24 con Chile apoyado en la normativa de la ALADI en el que se permite la acumulación entre las partes.  En este acuerdo tal y como lo consagra la Resolución N° 252 de la ALADI, el valor de contenido regional es calculado valorando el peso de los materiales no originarios c.i.f. en el valor final del bien f.o.b.
47. El Acuerdo de Complementación Económica N° 59 de 2005 entre países andinos y el MERCOSUR introdujo cambios a las normas de origen que existían con dichos países bajo acuerdos precedentes.  El Decreto N° 141 de 2005
 de Colombia contiene dicho Acuerdo y el Anexo IV presenta el régimen de origen modificado que en lo general se basa sobre el Régimen General de la ALADI.  Dentro de este acuerdo se permite la acumulación no sólo entre las partes sino adicionalmente con Perú y Bolivia como Miembros de la Comunidad Andina.  Cuando se utiliza el criterio de Valor de Contenido Regional de materiales no originarios, el porcentaje de integración de insumos originarios pasa del 50 al 55 por ciento en siete años considerando la importancia de los materiales no originarios c.i.f. en el valor final del bien a exportar.  El Acuerdo incluye requisitos específicos para oleaginosas, calzado, confecciones, siderurgia, bienes de capital, bienes electrónicos y telecomunicaciones.  Adicionalmente, se desarrolló un capítulo específico para los requisitos de origen del sector automotor.  Se introdujo así un número importante de normas de origen específicas por productos que totalizan 1.738 y que cubren 51 capítulos del Sistema Armonizado.
  

48. En los acuerdos bilaterales y multilaterales que se apoyan en la normativa de la ALADI, el certificado de origen debe ser emitido en la misma fecha de la factura comercial o dentro de los 60 días siguientes y es válido por 180 días. 

iv) Aranceles

a) Estructura y niveles de los aranceles NMF

49. Colombia otorga como mínimo el trato NMF a todos sus socios comerciales.  

50. Durante el período 2001-05, los recaudos por aranceles representaron en promedio el 7,4 por ciento de todos los ingresos tributarios equivalente al 1 por ciento del PIB.

51. El Consejo Superior de Comercio Exterior efectúa las recomendaciones sobre la política arancelaria al Gobierno Nacional, mientras que el Comité de Asuntos Aduaneros, Arancelarios y de Comercio Exterior recomienda al Gobierno Nacional las modificaciones de las tasas arancelarias, según la Ley N° 7 de 1991.  

52. Desde 1990 Colombia utiliza el texto único de la Nomenclatura Arancelaria Común de los países Andinos (NANDINA).  A principios de 2006, la nomenclatura arancelaria de Colombia consistía en 6.993 fracciones de 10 dígitos (cuadro III.1).  Todos los derechos arancelarios a la importación son ad valorem (cuadro III.2).  Al amparo del Sistema Andino de Franjas de Precios, Colombia aplica a las importaciones de varios productos agrícolas derechos de importación que aumentan o disminuyen en función de los precios internacionales (véase IV 2)).  Colombia no aplica aranceles estacionales.  

Cuadro III.1

Análisis recapitulativo del arancel NMF, enero de 2006
	Designación de los productos
	NMF
	Arancel consolidado
Promedioa 
(%)

	
	N° de líneas
	Promedio (%)
	Intervalo (%)
	Coeficiente de variación
	

	Total
	6.993
	12,0
	0 - 80
	0,6
	43,1

	SA 01-24
	989
	17,5
	5 - 80
	0,6
	86,3

	SA 25-97
	6.004
	11,0
	0 - 35
	0,6
	36,0

	Por categorías de la OMC
	
	
	
	
	

	Productos agropecuarios
	940
	16,5
	5 - 80
	0,7
	92,7

	Animales y productos de origen animal
	106
	23,6
	5 - 80
	0,9
	94,6

	Productos lácteos
	34
	21,3
	15 - 50
	0,3
	139,6

	Café y té, cacao, azúcar, etc.
	171
	17,2
	5 - 20
	0,2
	88,1

	Flores cortadas, plantas
	53
	8,4
	5 - 15
	0,4
	72,6

	Frutas, legumbres y hortalizas
	213
	17,7
	5 - 60
	0,5
	76,5

	Cereales
	36
	20,8
	5 - 80
	1,1
	134,8

	Semillas oleaginosas, grasas y aceites y sus productos
	98
	15,3
	5 - 20
	0,3
	128,0

	Bebidas y líquidos alcohólicos
	52
	18,8
	5 - 20
	0,2
	97,1

	Tabaco
	12
	16,7
	10 - 20
	0,3
	70,0

	Los demás productos agropecuarios n.e.p.
	165
	10,1
	5 - 70
	0,9
	84,1

	Productos no agropecuarios (incluido el petróleo)
	6.053
	11,3
	0 - 35
	0,6
	35,4

	Productos no agropecuarios (excluido el petróleo)
	6.024
	11,3
	0 - 35
	0,6
	35,4

	Pescado y productos de pescado
	141
	18,5
	5 - 20
	0,2
	40,2

	Productos minerales, piedras preciosas y metales preciosos
	374
	10,0
	5 - 20
	0,5
	35,0

	Metales
	706
	10,0
	0 - 20
	0,5
	35,0

	Productos químicos y productos fotográficos
	1.422
	7,4
	0 - 20
	0,7
	35,0

	Cuero, caucho, calzado y artículos de viaje
	211
	13,1
	0 - 20
	0,4
	34,8

	Madera, pasta de madera, papel y muebles
	325
	12,9
	0 - 20
	0,4
	35,0

	Textiles y vestido
	942
	18,3
	0 - 20
	0,2
	36,8

	Equipo de transporte
	193
	14,2
	0 - 35
	0,7
	35,4

	Maquinaria no eléctrica
	759
	9,1
	0 - 20
	0,6
	35,0

	Maquinaria eléctrica
	406
	10,2
	0 - 20
	0,5
	35,0

	Productos no agropecuarios n.e.p.
	545
	10,9
	0 - 20
	0,6
	35,0

	Petróleo
	29
	10,0
	5 - 15
	0,3
	35,0

	Por sectores de la CIIUb
	
	
	
	
	

	Agricultura y pesca
	400
	11,9
	5 - 80
	0,5
	74,9

	Explotación de minas
	113
	5,3
	5 - 15
	0,3
	35,0

	Industrias manufactureras
	6.479
	12,1
	0 - 80
	0,6
	41,3

	Por capítulos del SA
	
	
	
	
	

	01
Animales vivos y productos del reino animal
	268
	20,7
	5 - 80
	0,7
	74,8

	02
Productos del reino vegetal
	378
	14,6
	5 - 80
	0,8
	90,7

	03
Grasas y aceites
	62
	17,3
	5 - 20
	0,2
	123,4

	04
Preparaciones alimenticias, etc.
	281
	18,4
	5 - 20
	0,2
	83,2

	05
Productos minerales
	194
	6,2
	0 - 15
	0,4
	35,0

	06 
Productos de las ind. químicas y de las ind. conexas
	1.340
	6,6
	0 - 20
	0,6
	36,9

	07 
Plástico y caucho
	298
	13,2
	0 - 20
	0,4
	34,8

	08 
Pieles y cueros
	80
	12,1
	5 - 20
	0,5
	40,3

	09 
Madera y manufacturas de madera
	98
	12,3
	5 - 20
	0,4
	35,0

	10 
Pasta de madera, papel, etc.
	204
	12,6
	0 - 20
	0,5
	35,0

	11 
Materias textiles y sus manufacturas
	930
	18,1
	0 - 20
	0,2
	38,0

	12 
Calzado, sombreros y demás tocados
	58
	18,8
	15 - 20
	0,1
	36,1

	13 
Manufacturas de piedra
	163
	13,8
	5 - 20
	0,3
	35,0

	14 
Piedras preciosas, etc.
	57
	11,1
	5 - 20
	0,5
	35,0

	15 
Metales comunes y sus manufacturas
	690
	10,4
	0 - 20
	0,5
	35,0
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	16 
Máquinas y aparatos
	1.199
	9,4
	0 - 20
	0,6
	35,0

	17 
Material de transporte
	205
	14,1
	0 - 35
	0,7
	35,4

	18 
Instrumentos de precisión
	303
	6,9
	0 - 20
	0,6
	35,0

	19 
Armas y municiones
	28
	18,2
	10 - 20
	0,2
	35,0

	20 
Manufacturas diversas
	150
	17,9
	5 - 20
	0,2
	35,1

	21 
Objetos de arte, etc.
	7
	20,0
	20 - 20
	0,0
	35,0

	Por etapas de elaboración
	
	
	
	
	

	Primera etapa de elaboración
	811
	11,6
	0 - 80
	0,8
	62,1

	Productos semielaborados
	2.346
	10,0
	0 - 20
	0,6
	37,1

	Productos totalmente elaborados
	3.836
	13,2
	0 - 80
	0,6
	42,8


a
Las consolidaciones se proporcionan en la clasificación SA96 y los tipos aplicados en SA2002;  por consiguiente pueden existir 
diferencias entre el número de líneas que se incluyen en el análisis.
b
CIIU (Rev.2), con exclusión de la electricidad (una línea).
Fuente:
Estimaciones de la Secretaría de la OMC, basadas en datos facilitados por las autoridades.

Cuadro III.2

Estructura de los aranceles NMF, 2006
	
	
	2006

	1.
	Total del número de líneas
	6.993

	2.
	Aranceles no ad valorem (% de las líneas arancelarias)
	0,0

	3.
	Aranceles no ad valorem sin equivalentes ad valorem (% de las líneas arancelarias)
	0,0

	4.
	Contingentes arancelarios (% de las líneas arancelarias)
	0,3

	5.
	Líneas arancelarias exentas de derechos (% de las líneas arancelarias)
	3,0

	6.
	Promedio de las líneas mayores a cero (%)
	12,3

	7.
	"Crestas" arancelarias nacionales (% de las líneas arancelarias)a
	0,4

	8.
	"Crestas" arancelarias internacionales (% de las líneas arancelarias)b
	24,7

	9.
	Líneas arancelarias consolidadas (% de las líneas arancelarias)
	100,0


a
Las crestas arancelarias nacionales se definen como los tipos que superan tres veces el promedio simple global de los tipos aplicados.

b
Las crestas arancelarias internacionales se definen como los tipos superiores al 15 por ciento.

Fuente:
Estimaciones de la Secretaría de la OMC en base a datos proporcionados por las autoridades colombianas.
53. La media aritmética de los tipos arancelarios NMF aplicados en 2006 es del 12 por ciento, superior a su valor del 11,5 por ciento en 1996.  Las autoridades mencionaron que entre 2001-04 se hicieron 423 desdoblamientos de partidas arancelarias (Decretos N° 2800 de 2001 y N° 4341 de 2004).  Los productos agropecuarios, entendidos según la definición de la OMC, tienen los niveles más altos de protección arancelaria, con una media de los tipos arancelarios NMF aplicados del 16,5 por ciento.  La media correspondiente a los productos no agrícolas es del 11,3 por ciento.  Los grupos de productos con tasas arancelarias relativamente altas en 2006 son lácteos, productos de origen animal y cereales (cuadro III.1).

54. El tipo arancelario más frecuente es el 5 por ciento aplicado al 33,8 por ciento de las fracciones arancelarias.  Alrededor del 3 por ciento de las fracciones gozan de franquicia arancelaria.  Los tipos arancelarios están distribuidos en 38 grupos que van desde 0 hasta el 80 por ciento.  Un poco más del 14 por ciento de los tipos arancelarias eran inferiores al 10 por ciento (excluyendo aranceles del 0 por ciento), cerca del 25 por ciento mantenían tasas mayores de 15 por ciento.  15 tipos de productos estaban sujetos a la tasa del 80 por ciento (carnes y arroz).  

55. El arancel muestra progresividad arancelaria positiva entre las materias primas, los productos semielaborados y los productos totalmente elaborados (cuadro III.1).

56. El arancel aplicado por Colombia está basado en la estructura arancelaria andina (Decisión N° 370) que establece cuatro niveles del 5 por ciento, 10 por ciento, 15 por ciento y 20 por ciento dentro de los cuales los aranceles aumentan según el grado de elaboración del bien.  Los aranceles sobre autos constituyen una excepción a dicha estructura con un arancel aplicado del 35 por ciento.  Otras excepciones se establecen sobre ciertas materias primas, insumos y bienes de capital que no se producen en la subregión andina.  La aplicación de la Decisión N° 535 de la CAN que persigue abarcar el 62 por ciento del universo arancelario con el Arancel Externo Común (AEC) se ha postergado en repetidas ocasiones.  En febrero de 2006 los países andinos informaron que postergarian nuevamente por un año la implementación del AEC.

b) Contingentes arancelarios

57. Colombia cuenta con el derecho a administrar contingentes arancelarios en el marco del compromiso de oportunidades de acceso mínimo contenido en el Acuerdo de la OMC sobre la Agricultura.  Colombia notificó a la OMC que en 2005 administró contingentes arancelarios para maíz (amarillo y blanco), arroz (con cáscara, descascarillado, semiblanqueado o blanqueado, partido), sorgo, habas de soya, algodón, carne bovina (fresca, congelada, despojos comestibles) y trozos de aves.
  Colombia mantiene igualmente contingentes arancelarios para productos agrícolas en el acuerdo preferencial firmado con el MERCOSUR (véase IV 2)).

c) Consolidaciones arancelarias

58. Las consolidaciones de concesiones colombianas están en la Lista LXXVI anexa al Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994.  La lista sigue la estructura del SA 96.  A mediados de 2006 se encontraba en proceso de adecuación y de certificación la lista en el SA 2002.

59. Colombia consolidó la totalidad de su universo arancelario en la OMC.  En dichas consolidaciones los tipos arancelarios oscilan entre el 15 y el 227 por ciento.  Las medias de los tipos consolidados finales fueron:  43,1 por ciento para todos los productos, 92,7 por ciento para productos agrícolas y 35,4 por ciento para productos no agrícolas (cuadro III.1).

60. Con ciertas excepciones, los aranceles sobre productos noagrícolas están consolidados en el 35 por ciento.  Para vehículos, ciertos textiles y confecciones, cueros y calzados se mantiene un arancel consolidado del 40 por ciento.  Veintidós subpartidas del grupo de químicos, plásticos y cauchos mantienen un arancel consolidado del 30 por ciento.

61. De las fracciones arancelarias estrictamente comparables con el SA 2002 contenidas en la lista de concesiones, no se identificó ninguna fracción de diez dígitos cuyos tipos aplicados a principios de 2006 pudieran encontrarse por encima de los respectivos tipos consolidados.

d) Concesiones arancelarias

62. Además de los esquemas orientados a la promoción de las exportaciones (Sistemas Especiales de Importación-Exportación, Zonas Francas y Zonas Económicas Especiales de Exportación (véase la sección 3) infra), Colombia mantiene varios regímenes aduaneros especiales que ofrecen concesiones arancelarias a los importadores (cuadro III.3).  Bajo estos regímenes se permite suspender el pago de los derechos arancelarios y demás impuestos que resultan de la importación de mercancías bajo ciertas condiciones.  Por el Decreto N° 4271 de 2005 la administración y control de estos regímenes son competencia de la Unidad Administrativa Especial de la DIAN.  En virtud del Decreto N° 210 de 2004 el Comité de importaciones del MCIT mantiene la función de autorizar las exenciones arancelarias.   
Cuadro III.3

Concesiones arancelarias otorgadas en el marco de regímenes aduaneros especiales, julio de 2006

	Régimen
	Características
	Plazo 
	Base legal

	Reimportación en el mismo estado
	Bienes exportados en forma temporal o definitivamente que se encuentren en libre disposición, siempre que no hayan sufrido modificación en el extranjero
	Hasta tres años
	Artículo 140 del Decreto N° 2685 de 1999

	Importación temporal para reexportación en el mismo estado
	Importación de determinadas mercancías destinadas a la reexportación en un plazo señalado, sin haber experimentado modificación alguna, con excepción de la depreciación normal.  No se puede importar bajo esta modalidad mercancías fungibles, ni aquellas que no puedan ser plenamente identificadas.  La DIAN determina mediante resolución las mercancías que pueden ser objeto de importación temporal a largo o corto plazo
	a) De corto plazo, plazo máximo de la importación de seis meses contados a partir del levante de la mercancía, prorrogables por tres meses más;  o b) de largo plazo, cuando se trate de bienes de capital, sus piezas y accesorios necesarios para su normal funcionamiento, que vengan en el mismo embarque, plazo máximo de esta importación de cinco años contados a partir del levante de la mercancía.  La DIAN, en casos especiales, puede conceder un plazo mayor a los máximos
	Artículos 142 a 161 del Decreto N° 2685 de 1999

	Importación temporal para perfeccionamiento activo de bienes de capital 
	Importación temporal de bienes de capital, así como de sus partes y repuestos destinados a ser reexportados, después de haber sido sometidos a reparación o acondicionamiento.  La DIAN determina mediante resolución las mercancías que pueden ser objeto de esta modalidad
	Plazo no superior a seis meses.  En casos debidamente justificados, la DIAN puede autorizar plazos superiores hasta por un término igual al otorgado inicialmente.
	Artículos 163 a 167 del Decreto N° 2685 de 1999

	Importación temporal para perfeccionamiento activo en desarrollo de los sistemas especiales de importación –exportación
	Importación temporal de materias primas e insumos para ser reexportados, total o parcialmente, después de haber sufrido transformación, elaboración o reparación 
	Plazo no superior a seis meses.  En casos debidamente justificados, la DIAN puede autorizar plazos superiores hasta por un término igual al otorgado inicialmente
	Artículos 168 a 183 del Decreto N° 2685 de 1999 

	Importación temporal para procesamiento industrial    
	Importación temporal de materias primas e insumos para ser reexportados después de haber sido transformadas, procesadas o manufacturadas, por parte de industrias reconocidas como Usuarios Altamente Exportadores y autorizadas como tal por la DIAN 
	Plazo no superior a seis meses.  En casos debidamente justificados, la DIAN puede autorizar plazos superiores hasta por un término igual al otorgado inicialmente
	Artículos 184 a 188 del Decreto N° 2685 de 1999 

	Importación para transformación o ensamble 
	Importación de mercancías que van a ser sometidas a procesos de transformación o ensamble, por parte de industrias reconocidas como tales por la DIAN 
	El tiempo que autorice la DIAN para el desarrollo del proceso de transformación 
	Artículos 189 a 191 del Decreto N° 2685 de 1999 

	Almacenes libres y especiales
	Las mercancías de procedencia extranjera que permanezcan en los depósitos francos están exentas del pago de tributos aduaneros y del impuesto al consumo y se considerarán importadas temporalmente para reexportar en el mismo estado
	Ninguno
	Artículos 63 y 64 del Decreto N° 2685 de 1999 

	Industria de hidrocarburos y de minería
	Beneficio de carácter transitorio hasta el 19 de octubre de 2010 para la industria de hidrocarburos y de minería de exenciones arancelarias que se aplican a las importaciones de maquinaria, equipos, repuestos destinados a la explotación, beneficio, transformación y transporte de la actividad minera y a la explotación, transporte por ductos y refinación de hidrocarburos
	Ninguno
	Decreto N° 4743 de 2005
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	Agotamiento de los medios de abastecimiento subregional
	La CAN autorizó a Colombia el otorgamiento de franquicias arancelarias previa constatación del agotamiento de los medios de abastecimiento subregional por cinco años  
	Ninguno
	Resolución de la CAN N° 880 de 2004

	Bienes para actividades extractivas
	La Resolución N° 969 de 2005 autorizó franquicias arancelarias para bienes para actividades extractivas, minera y petrolera, afectadas por razones de orden público
	Ninguno
	Resolución de la CAN N° 969 de 2005

	Régimen suspensivo de derechos de importación, Convenio del sector automotor (Colombia, Ecuador, Venezuela)
	La tasa arancelaria para la importacion de piezas y partes es del 0 por ciento
	Ninguno
	El Artículo 7 del Convenio de Complementación en el Sector Automotor de 1999 (Colombia, Ecuador, Venezuela);  Resolución N° 0701 de 2002


Fuente:
Elaborado por la Secretaría de la OMC en base al Decreto N° 2685 e información proporcionada por las 
autoridades.

e) Preferencias arancelarias

63. Colombia concede trato en franquicia arancelaria a todas las importaciones procedentes de Bolivia, Ecuador, Perú y Venezuela, siempre que cumplan los criterios de origen de la Comunidad Andina.
  Colombia también concede trato preferencial a las importaciones procedentes de países con los que ha suscrito acuerdos en el marco de la ALADI (véase II 5)).  
64. Los promedios arancelarios de acuerdos preferenciales se presentan en el cuadro AIII.1. Los promedios de aranceles preferenciales aplicados varían del 0 por ciento para socios andinos, al 0,6 por ciento para Chile, al 1,2 por ciento para México y al 9,5 por ciento para países de la CARICOM.  Los aranceles aplicados sobre productos agrícolas son sustancialmente mayores que los aplicados sobre productos no agrícolas con la relativa excepción de la CARICOM.  Para productos agrícolas, los márgenes de preferencia son alrededor del 16 por ciento para paises andinos y del 12 por ciento para Chile.  Se observan tasas arancelarias elevadas en pescados, textiles y equipo de transporte y un escalonamiento arancelario entre productos primarios y los de mayor valor agregado.

v) Otras cargas

a) Cargas a las importaciones

65. La Ley N° 633 de 2000 en su artículo 56 establecía una tasa especial por los servicios aduaneros
 la cual fue declarada inexequible por la Corte Constitucional
 en 2001. 

b) Impuesto al valor agregado

66. El Decreto N° 624 de 1989 y sus modificaciones contiene las disposiciones del Estatuto Tributario de los impuestos administrados por la DIAN.
  Aparte de los aranceles, las únicas cargas aplicadas a las importaciones son el impuesto al valor agregado (IVA) y el impuesto al consumo aplicado sobre ciertos tipos de bienes.  El IVA
 (también referido como impuesto sobre las ventas) se grava sobre ventas e importación de bienes muebles y la prestación de servicios en el territorio nacional.
  En el caso de las importaciones, el cargo del IVA se hace sobre el valor c.i.f. más los aranceles y se paga al mismo tiempo que los aranceles. 

67. En 2006, la tasa general del IVA era del 16 por ciento, otras tasas de entre el 2 y el 38 por ciento se aplican a ciertos productos (ver cuadro AIII.2).

68. Durante el período bajo examen, Colombia mantuvo tasas del IVA que se aplicaban a niveles diferentes sobre importaciones y sobre productos nacionales.  A mediados de 2006, de acuerdo a la información del Estatuto Tributario vigente en su artículo 471
, se mantenían tasas diferenciales en los siguientes casos:  (i) motocicletas y motos (35 por ciento sobre importaciones y 25 por ciento sobre productos nacionales);  (ii) vehículos camperos con valor mayor a 30.000 dólares EE.UU. (35 por ciento sobre vehículos importados y 25 por ciento sobre domésticos);  (iii) barcos de recreo y de deporte de la partida 89.03 (35 por ciento sobre importaciones y 25 por ciento sobre productos nacionales;  (iv) aerodinos (35 por ciento sobre importaciones y 16 por ciento sobre domésticos).

69. Las autoridades notaron que en julio de 2006 se presentó al Congreso un Proyecto de Ley de Reforma Tributaria, el cual en su artículo 78 pretende subsanar las diferencias en las tarifas del IVA aplicadas a productos nacionales e importados, en particular para vehículos automotores.
70. Colombia mantiene numerosas excepciones al pago del IVA.
  En ciertos casos, se conceden excepciones en función del destino de los bienes.  Entre otros, los siguientes bienes y servicios están también exentos del IVA:  bienes muebles de exportación;  cuadernos escolares;  alcohol de mezcla con gasolina para automotores;  servicios dados en Colombia para contratos a ser utilizados en el exterior por extranjeros siempre que el extranjero no tenga negocios o actividades en Colombia
;  y servicios turísticos de residentes en el exterior a ser utilizados en Colombia.  Cuando no se produce en Colombia, no se aplica el IVA a la importación temporal de maquinaria pesada de industrias básicas
 y a maquinaria o equipo para reciclar.

71. Los exportadores están exentos del IVA, y pueden por lo tanto reclamar a la DIAN la devolución del IVA pagado en la adquisición de los insumos (incluyendo servicios) utilizados en la producción de bienes de exportación. 

72. El artículo 428 del Estatuto Tributario en sus secciones b) y g)
 define los requerimientos de exportación para no gravar el IVA en las importaciones de:  (i) materias que van a ser transformadas en desarrollo del plan importación - exportación;  y (ii) maquinaria industrial que no se produzca en Colombia, destinada a la transformación de materias primas, por parte de los usuarios altamente exportadores
 (véase 3) iv) infra).

73. El valor pagado por concepto del IVA se puede descontar del impuesto de renta en los siguientes casos
:  (i) compra y nacionalización de bienes de capital y equipo de computación en el caso de personas jurídicas;  (ii) compra de bienes de capital adquiridos a través de leasing bajo la opción de compra irrevocable (el descuento puede ser tomado por la compañía de leasing o cedido al usuario);  y (iii) compra de maquinaria pesada para industrias básicas.
74. En 2005, la recaudación del IVA interno representó el 28 por ciento dentro del total de las recaudaciones de impuestos.  Según datos proporcionados por la DIAN, la recaudación por concepto del IVA vinculada exclusivamente a las importaciones representó el 14,4 por ciento de la recaudación total de impuestos. 

c) Otros impuestos y contribuciones

75. Existe un impuesto al consumo
 que se grava sobre el consumo de:  (a) cervezas, sifones, refajos y mezclas de bebidas fermentadas con bebidas no alcohólicas;  (b) licores, vinos, aperitivos y similares (en la jurisdicción de los departamentos)
;  y (c) cigarrillos y tabaco elaborado (en la jurisdicción de los departamentos).  

76. Ciertos productos importados pagan un impuesto al consumo más elevado que los productos domésticos.  Ello se debe a que para productos importados la base gravable sobre cervezas, sifones, refajos, vinos, licores, aperitivos, cigarrillos y tabaco es el valor en aduana del bien, incluyendo aranceles, adicionado con un margen de comercialización del 30 por ciento.
  

77. Existe un impuesto global al consumo de gasolina corriente, gasolina extra, el aceite combustible para motor (ACPM) o cualquier otro combustible derivado del petróleo para uso como combustible automotor.  A junio de 2006 dicho impuesto global ascendía a Col$651,97 por galón para gasolina regular, Col$749,77 por galón para gasolina extra y Col$432,11 para el ACPM.
  Los combustibles automotores están gravados, adicionalmente con un impuesto de sobretasa al consumo que se destina principalmente a los municipios donde se realiza la venta.  A junio de 2006, el impuesto de sobretasa era de Col$1.110,29 por galón para gasolina regular, Col$1.517,58 por galón para gasolina extra y Col$228,63 para el ACPM.
vi) Prohibiciones

78. Colombia prohíbe la importación de ciertos bienes, para proteger la salud y la vida de las personas y de los animales y preservar los vegetales, así como para proteger la moral pública, el medio ambiente o los intereses esenciales de su seguridad.  Entre ellas están la prohibición de importar armas químicas, biológicas y nucleares, así como residuos nucleares y desechos tóxicos (Artículo 81 de la Constitución Política);  juguetes bélicos (Ley N° 18 de 1990);  y material pornográfico en el que participen menores de edad (artículo 218 de la Ley N° 599 de 2000).

79. Por razones de protección del medio ambiente, se prohíbe la producción e importación de sustancias agotadoras de la capa de ozono (Protocolo de Montreal de 1987) y se regula el comercio  de especies de la fauna y flora silvestre (Convención Internacional sobre Comercio de Especies amenazadas de Fauna y Flora Silvestres de 2002).  Igualmente, se establecen prohibiciones temporales que buscan eliminar los riesgos debido a circunstancias que puedan afectar la salud humana y animal (véase x) infra).

80. Asimismo, a través del régimen de licencia previa (licencia no automática), se restringen algunas importaciones por razones de seguridad o para dar cumplimiento a acuerdos internacionales adoptados en el ámbito del control de drogas psicotrópicas, del comercio de drogas ilegales, armas y municiones, sustancias precursoras de estupefacientes y sustancias químicas utilizadas en la producción de medicamentos.  Por razones de seguridad, de protección de la salud humana o protección del empleo, se restringe la importación de bienes usados, saldos e imperfectos.  Dichas restricciones incluyen los bienes usados del sector automotor (véase IV 5)). 

vii) Licencias, registro y otros requisitos 

81. Colombia ha notificado a la OMC los procedimientos relacionados a las licencias de importación
 y ha presentado respuestas al cuestionario
 sobre trámites de licencias de importación. 
82. Algunos de los principales cambios reglamentarios en años recientes relacionados con licencias de importación están estipulados en el Decreto N° 4406 de 2004, modificado por el Decreto N° 1846 de 2005, que definen las importaciones sujetas al trámite obligatorio de registro de importación y la obligatoriedad de trámite de licencia no automática para las importaciones temporales que se concreticen como importación ordinaria (modificación al Estatuto Aduanero Decreto N° 2685 de 1999, por el Decreto N° 4136 de 2004).  Otras disposiciones en materia de licencias de importación se encuentran en la Resolución N° 17 de 1996 de licencias anuales para el sector petrolero y minero;  el Convenio del Sector Automotor de 1999 (importaciones de vehículos);  el Acta 003 de 2001 (importaciones de repuestos usados);  y el Decreto N° 1573 de 2002 (licencias anuales militares).  

83. Colombia mantiene dos tipos de licencias de importación, a saber, licencias previas (licencias no automáticas en el marco de la OMC), y registros de importación (licencias automáticas en el marco de la OMC).

84. Según datos de las autoridades, del total de subpartidas que comprenden el arancel, alrededor del 98 por ciento pertenecen al llamado régimen de libre importación de las cuales cerca del 38 por ciento requieren registro de importación.  Asimismo, aproximadamente un 2 por ciento de las líneas arancelarias (133 partidas) se encuentran bajo el régimen de licencia previa de importación.  De tal manera, un poco menos del 60 por ciento del universo arancelario no está sujeto ni a registro ni a licencias previas. 

b) Licencias previas no automáticas 

85. Las licencias previas no automáticas se utilizan sobre diferentes grupos de productos sujetos a restricciones por razones tales como el control de la producción de drogas ilícitas, la defensa nacional, salud, medio ambiente, y control de la oferta de bienes usados por razones de defensa de los consumidores.  El cuadro III.4 presenta el tipo de productos cubiertos.

86. La lista de bienes que requieren licencia previa determinada por el Gobierno Nacional, y que en 2006 comprendían a 133 productos, es definida por el Consejo Superior de Comercio Exterior.
  El MCIT es responsable de expedir las licencias previas.  Dichas licencias se aplican de igual forma a las importaciones de todos los países, salvo cuando una determinada medida haga una exclusión o se establezcan otras excepciones.
Cuadro III.4

Régimen de licencias de importación previa

	Régimen de licencia previa
	Entidad autorizada
	Tipo de productos cubiertos
	Número de subpartidas
	Justificación
	Medida legal

	Productos incluidos en la lista determinada por el Gobierno Nacional 
	Consejo Superior de Comercio Externo
	Varios
	133
	Seguridad nacional;  protección salud;  absorción de producción
	Anexo 1, Circular Externa N° 077 de 2002

	Sustancias precursoras  de estupefacientes
	Dirección Nacional de Estupefacientes
	Sustancias precursoras de estupefacientes definidos entre la partida 2806100000 y la 3814000000)
	25
	Seguridad nacional;  protección salud
	Anexo 2

	Bienes del régimen libre que sean no reembolsables
	MCIT
	Por ejemplo muestras sin valor, donaciones
	..
	..
	..

	Importaciones con exención arancelaria
	
	
	..
	..
	..

	Cuadro III.4 (continuación)

	Bienes usados
	
	Bienes, imperfectos, usados, reconstruidos, saldos, desechos, desperdicios y sobrantes
	..
	..
	..

	Importaciones bajo licencias anuales para las fuerzas militares y para la industria minera y petrolera
	..
	..
	..
	Seguridad nacional
	Decreto N° 1573 de 2002

	Importaciones de entes publicos, excepto gasolina y urea
	..
	..
	..
	..
	..

	Bienes a importarse por el Fondo Nacional de Estupefacientes
	Fondo Nacional de Estupefacientes
	Mayoritariamente entre la partida 2913000000 y la 2939999000
	102
	Seguridad
	Anexo 3 

	Importaciones a través de INDUMIL
	INDUMIL
	Insumos de la industria militar en los capítulos 28, 29, 31, 35, 36, 38, 39, 76, 90;
bienes finales y partes del capítulo 93 (armas)
	107
	Seguridad
	Anexo 4

	Bienes sujetos a medidas de defensa comercial
	..
	Importaciones sujetas a medidas antidumping, compensatorias y salvaguardias
	Variable
	Defensa comercial contra prácticas desleales 
	Anexo 6

	Bienes incluidos en la finalización del régimen de importaciones temporales a definitivas
	..
	..
	..
	..
	..


..
No disponible.

Fuente:
Elaborado por la Secretaría de la OMC en base al Decreto N° 4406 de 2004 modificado por el Decreto N° 1846 
de 2005 y de la Circular Externa N° 077 de 2002.  Las referencias a Anexos en este cuadro son en relación con los 
Anexos de la Circular Externa 077 de 2002.

87. El artículo 77 del Decreto-Ley N° 444 de 1967
, establece los criterios que se toman en cuenta en la evaluación de las solicitudes de licencias previas no automáticas.  Entre dichos criterios se pueden mencionar:  (i) la satisfacción de las necesidades de consumo y el mantenimiento e incremento del nivel de empleo que generen los bienes a que se refiere la solicitud;  (ii) su contribución al fomento y diversificación de las exportaciones;  (iii) si hay producción nacional que esté abasteciendo la demanda en la región a donde esté destinada la mercancía respectiva y la necesidad de lograr una justa competencia en materia de precios y calidad.

88. Las licencias previas son validas por seis meses (12 meses para bienes de capital);  pueden prorrogarse una vez por tres meses y tener prórrogas sucesivas en casos específicos, si se justifica y si se solicita antes del vencimiento.  Se puede negar una licencia previa por incumplimiento de los requisitos o por falta de veracidad en los datos.  A los solicitantes se les comunica el motivo de la negativa, contra la cual se puede utilizar un recurso de reposición, de acuerdo con lo establecido por el Código Contencioso Administrativo.
89. Según las autoridades, el porcentaje de aprobación de las solicitudes de licencias previas de importación en promedio es de alrededor del 80 por ciento anualmente.

90. Las importaciones de trozos de aves (partidas 02.07 y 16.02) están bajo licencia previa según las Resoluciones N° 12 de 1993 y N° 4 de 1998 del Consejo Superior de Comercio Exterior. 
91. El Decreto N° 4665 de 2005 creó un mecanismo de autorización para importar materias textiles y sus manufacturas y calzado y sus partes.  Los importadores sólo están autorizados a importar este tipo de mercancías hasta por un valor f.o.b. anual equivalente al 200 por ciento del patrimonio (financiero) líquido declarado por los importadores en la solicitud de autorización de importación.  Para realizar importaciones que sobrepasen dicho límite, se requiere una autorización previa que se solicita a la DIAN.  Mediante el Decreto N° 1299 de 2006
, se introdujeron cambios en dicho mecanismo que excluyen las importaciones de bienes originarios de países miembros de la Comunidad Andina y países con los cuales Colombia mantenga acuerdos de libre comercio vigentes.

c) Licencias de importación automáticas

92. Ciertos bienes están sujetos a autorizaciones, registros o vistos buenos
 de importación.  El Decreto N° 4406 de 2004 suprimió el registro de importación para bienes importados sobre los que se exigían descripciones mínimas y el Decreto N° 4553 de 2005 suprimió el registro para importaciones que se realizaban bajo el programa especial de importación-exportación.
93. El trámite de una licencia automática se realiza ante la Dirección de Comercio Exterior del MCIT como prerequisito a la presentación de la declaración aduanera de importación.  La Circular 077 de 2002 y sus Anexos definen los productos sujetos a registro o licencias automáticas, que incluyen sobre todo bienes en los sectores de medicamentos, equipos médicos y productos agropecuarios (cuadro III.5).

Cuadro III.5

Requerimientos para otorgar licencias de importación

	Tipo de requerimiento
	Entidad que autoriza
	Ejemplo de tipo de productos
	Número de subpartidas
	Justificación
	Medida legal

	Inscribirse como importador y homologar los productos 
	Ministerio de Transporte
	Sector automotor, subpartidas 87.01.20.00.00 a 87.16.40.00.00
	54
	Seguridad de pasajeros y transeúntes, y control del transito
	Anexo 7 

	Visto bueno u oficio de autorización 
	Instituto Colombiano de Geología y Minería
	Material radioactivo de las partidas 28.44, 28.45 y 28.46. Equipos que utilizan fuentes radioactivas de poder
	53
	Protección del medio ambiente, eliminación de riesgos a la salud humana
	Anexo 10

	Resolución de autorización y visto bueno 
	Instituto Colombiano de Desarrollo Rural - INCODER
	Recursos pesqueros de los capítulos 03, 16 y 23
	139
	Sanitario y de control de las especies
	Anexo 11

	Permisos fitosanitarios;  permisos zoosanitarios;  licencias de venta; conceptos de insumos;  constancia de autorización de importación de materia prima;  licencia de venta en la importación de materia prima para productos que contengan dicha materia prima
	Instituto Colombiano Agropecuario
ICA
	Animales y vegetales, y sus productos;  insumos agrícolas y pecuarios; 
productos procesados

	1.131
	Protección sanitaria y fitosanitaria
	Anexo 12

	Cuadro III.5 (continuación)

	Visto bueno para materias primas y equipo médico, y/o registro sanitario para productos terminadosa 
	Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos
INVIMA
	Medicamentos, alimentos, cosméticos y equipos médicos, sustancias en vivo para diagnóstico en medicina humana;  productos de aseo y plaguicidas de uso doméstico;
bebidas alcohólicas;  materias primas para uso o consumo humano;  aparatos médicos y odontológicos
	1.772
	Protección salud humana
	Anexo 18

	Autorización 
	Décimo Tercera Brigada de las Fuerzas Militares 
	Vehículos blindados de uso particular;  prendas y textiles de uso privativo militar y de la Policía Nacional
	..
	Seguridad nacional
	Anexo 16

	Registro sanitario y visto bueno
	Ministerio de Protección Social
	Insecticidas, productos de la partida 38.08.10.11.00 y la 38.08.90.90.00
	19
	Protección de la salud y el medio ambiente
	Anexo 13

	Certificado del cumplimiento del reglamento técnico colombiano
	Superintendencia de Industria y Comercio
	Vidrios de seguridad para vehículos, gasodomésticos, elementos para instalaciones eléctricas, ollas a presión, calentadores de agua
	138
	Seguridad, protección sanitaria o fitosanitaria, protección del medio ambiente
	Anexos 19.1 y 19.2

	Visto bueno (el importador debe acreditar calidad de combustibles de seguridad para su almacenamiento)
	Ministerio de Minas y Energía
	Combustibles líquidos y gaseosos de las partidas 27.10 y 27.13 
	31
	Seguridad, protección del consumidor
	Anexo 14

	Visto bueno
	Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada
	Productos en los capítulos 85, 90, 93 (circuitos cerrados de TV, productos utilizados para espionaje, etc.)
	48
	Seguridad y control
	Anexo 17

	Autorización CITES 
- Visto bueno
- Certificados de emisión 
  de prueba dinámica
	Ministerio del Medio Ambiente
	Especies definidas en la Convención Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres Fuentes
- Sustancias agotadoras de 
  la capa de ozono
- Refrigeradores domésticos
- Vehículos automóviles
	





40
10
37
	Protección del medio ambiente
	Leyes N° 17 de 1981, N° 573 de 1997


..
No disponible.

a
En 2003 se eliminó el visto bueno del INVIMA para la importación de materias primas de cosméticos (Circular Externa N° 01 
de 2003).

Fuente:
Elaborado por la Secretaría de la OMC en base a la Circular Externa N° 077 de 2002 y sus modificaciones;  
Decreto N° 4406 de 2004 y N° 1846 de 2005 e información proporcionada por las autoridades.  Las referencias 
a Anexos en este cuadro son en relación con los Anexos de la Circular Externa N° 077 de 2002.
viii) Medidas antidumping, compensatorias y de salvaguardia

a) Disposiciones generales

94. Las principales disposiciones en materia de medidas de defensa comercial son:  (i) el Decreto N° 991 de 1998 sobre medidas antidumping (AD);  (ii) los Decretos N° 152 de 1998
 y N° 1480 de 2005 sobre salvaguardias multilaterales;  y (iii) el Decreto N° 299 de 1995 sobre medidas compensatorias contra subsidios. 
95. En el marco de la Comunidad Andina, las principales disposiciones en materia de defensa comercial son:  (i) para dumping y subsidios en terceros países, la Decisiones N° 283 de 1991, y a nivel de la CAN la Decisión N° 456 de 1999;  (ii) para subvenciones intracomunitarias, Decisión N° 457 de 1999;  (iii) para salvaguardias intracomunitarias, Capítulo XI del Acuerdo de Cartagena y Decisión N° 563 de 2003.  Para salvaguardias en terceros países la Decisión N° 452 de 1999.
96. La autoridad colombiana competente para investigar casos de dumping, subsidios y salvaguardias es la Dirección de Comercio Exterior del MCIT a través de la Subdirección de Prácticas Comerciales.
  
97. Las solicitudes de investigación por dumping, subsidios y salvaguardias de productos originarios de los países andinos son atendidas por la Secretaría General de la CAN de acuerdo a las Decisiones N° 283 de 1991, N° 452 de 1999, N° 456 de 1999, N° 457 de 1999 y N° 563 de 2003.  Respeto de productos originarios de países no Miembros de la Comunidad Andina aplican las Decisiones N° 283 de 1991 y N° 452 de 1999.  Tanto los productores nacionales como los gobiernos de los países de la CAN pueden presentar solicitudes.

b) Medidas compensatorias

98. Durante el período 1996-06, Colombia no ha adoptado derechos compensatorios ni ha iniciado investigaciones de subsidios.
 
99. Según las autoridades, en el contexto andino, la Secretaría General de la CAN ha considerado cuatro investigaciones sobre subvenciones pero ninguna involucró a Colombia.
c) Medidas antidumping

100. Colombia notificó su legislación sobre medidas antidumping en 1995.
  Como se notó en el examen anterior, Colombia contestó a preguntas formuladas con respecto a diversos aspectos de su legislación.  Entre algunos de los temas señalados se encuentran por ejemplo medidas antielusión, compromisos relativos a los precios, revisión judicial de las medidas, aplicación de derechos provisionales, conversiones de monedas, comparación del valor normal, determinación definitiva de la cantidad que deba satisfacerse y de la devolución, metodología de comparación, y ventas a precio inferior al de costo.

101. El Decreto N° 0991 de 1998 rige la aplicación de derechos AD con el objetivo de regular la protección a la producción nacional contra prácticas desleales.  De acuerdo a la legislación vigente, las investigaciones se hacen en interés general y la imposición de derechos AD en interés público y se aplican de modo general para cualquier importador de los bienes sobre los que esos derechos recaen.  
102. El MCIT determina los derechos AD definitivos o provisionales, el monto es expresado como un porcentaje ad valorem o mediante el establecimiento de un precio base.  Los derechos provisionales se aplican si se llega a la conclusión preliminar que existe dumping en las importaciones y que estas causan daño a la rama de producción nacional.  Dicha actuación es realizada mediante resolución la cual sólo es susceptible de revocación directa y después de que la parte investigada ejerza su derecho de defensa.  Ningún producto importado puede ser objeto simultáneamente de derechos AD y compensatorios. 
103. El MCIT puede iniciar procedimientos de oficio o por petición escrita.  La legislación vigente permite hacer compromisos de revisar los precios de exportación o de poner fin a las exportaciones a precios de dumping, estas manifestaciones de intención sólo pueden ser presentadas durante los dos meses siguientes a la fecha de la publicación de la resolución de la determinación preliminar.  El MCIT puede sugerir manifestaciones de intención, pero no se obliga a ningún exportador a aceptarlas.  Sin embargo, las autoridades tienen la libertad de determinar si una amenaza de daño puede materializarse.  
104. Las decisiones pueden ser objeto de acción ante el MCIT para solicitar que se revoque el acto administrativo que ha iniciado una investigación o que ha impuesto un derecho antidumping o compensatorio provisional o definitivo.  Hasta mediados de 2006, se habían presentado acciones contra el inicio de la investigación en el caso del acero laminado en frío proveniente de Rusia y derechos antidumping provisionales impuestos a las importaciones de filamentos de poliéster provenientes de China.
105. Desde 1996, Colombia ha hecho uso de procedimientos contra prácticas de dumping tanto en el marco de la OMC como en el de la Comunidad Andina.  En ambos casos se utilizaron derechos provisionales y definitivos (cuadro III.6).  Hasta diciembre de 2005, Colombia mantenía medidas AD vigentes contra importaciones de vajillas (China).  Asimismo mediante la Resolución N° 0388 de 2006, el MCIT impuso derechos antidumping definitivos contra las importaciones de balones y pelotas de PVC originarios de China.  A nivel Andino, a través de la Resolución N° 1761 de 2005, Colombia impuso derechos antidumping provisionales a las importaciones de tableros crudos, originarias de Venezuela, de conformidad con la Resolución N° 939 de la Secretaría General de la Comunidad Andina.  Mediante la Resolución N° 1700 del 1° de agosto de 2006, se dejo sin efecto los derechos antidumping provisionales impuestos a las importaciones de tableros crudos, de conformidad con lo dispuesto por la Resolución N° 1036 de la Secretaría General de la Comunidad Andina. 
Cuadro III.6

Procedimientos antidumping, 1996 a marzo de 2006

	Tipo de producto
	Producto
	Origen de las importaciones
	Inicio de la investigación
	Derechos provisionales
	Derechos definitivos
	Período de uso del derecho

	Metal-mecánico
	Lámina cromada
	EE.UU.
	03/05/1994
	No
	Si
	03/05/1995 – 03/05/2000

	
	Acero laminado en frío
	Rusia, Ucrania, Kazajstán
	04/09/1998
	Sí
	Si
	24/03/1999 – 24/03/2004

	
	Alambrón de hiero o acero
	Rusia
	12/03/1999
	Si
	Si
	10/11/1999 – 10/11/2004

	
	Hojalata
	Países Bajos
	14/05/1999
	No
	Si
	03/12/1999 – 03/12/2004

	
	Acero laminado en caliente
	Rusia, Ucrania, Kazajstán
	22/03/2000
	No
	Si
	23/11/2000 – 23/11/2005

	
	Alambrón de bajo carbono
	Trinidad y Tabago
	29/11/2002
	Si
	Si
	26/12/1997 – 26/12/2002

	Químico
	Ácido ortofosfórico
	Bélgica
	09/05/1991
	Si
	Si
	13/05/1992 – 26/01/1998

	Cuadro III.6 (continuación)

	
	Ácido ortofosfórico
	EE.UU.
	14/08/1991
	Si
	Si
	14/08/1992 – 14/08/1997

	
	Fertilizante grado cafetero
	Bélgica
	04/02/1993
	Si
	Si
	30/11/1993 – 30/11/1998

	
	Polipropileno homopolímero
	EE.UU.
	18/06/1993
	Si
	Si
	18/03/1994 – 18/03/1999

	
	Acetato de etilo
	EE.UU.
	04/10/1993
	Si
	Si
	01/07/1994 – 01/07/1999

	
	Ácido ortofosfórico
	China
	16/04/1996
	No
	Si
	21/10/1996 – 21/10/2001

	
	Ácido ortofosfóricoa
	Bélgica y EE.UU.
	26/01/1998
	n.a.
	Si
	13/07/1998 – 13/07/2003

	
	Fertilizante grado cafeteroa
	Bélgica
	11/11/1998
	n.a.
	Si
	06/10/1999 – 06/10/2004

	
	Polipropilenoa homopolímero
	EE.UU.
	25/02/1999
	n.a.
	Si
	27/12/1999 – 27/12/2004

	
	Resinas de PVC
	EE.UU.
	26/08/1998
	No
	
	05/03/1999 – 05/03/2004

	
	Polipropilenoa homopolímero
	EE.UU.
	25/10/2002
	n.a.
	Si
	27/10/2003 – 27/12/2004

	
	Ácido ortofosfóricoa
	Bélgica y EE.UU.
	01/10/2002
	n.a.
	No
	n.a.

	
	Resinas de PVCa
	EE.UU.
	04/02/2004
	n.a.
	No
	n.a.

	Textiles
	Fibras de poliéster
	Corea del Sur e Indonesia
	11/10/2001
	No
	No
	n.a.

	
	Filamento texturizado
	Malasia;  Taipei, Chino;  Indonesia y Tailandia
	30/10/2001
	Si
	No
	10/01/2002 – 24/06/2002

	Bienes finales
	Llantas convencionales
	Corea del Sur
	09/10/1998
	No
	No
	n.a.

	
	Vajillas y piezas sueltas de porcelana
	China
	09/02/2004
	No
	No
	n.a.

	
	Vajillas y piezas sueltas de loza
	China
	09/02/2004
	No
	Si
	17/12/2004 – 17/12/2009

	
	Pelotas
	China
	25/05/2005
	No
	Si
	06/03/2006 – 06/03/2011

	Total
	
	
	25
	8
	18
	


n.a.
No aplicable.

a
Revisión de la investigación que se inició antes de 1996. 

Nota:
Los derechos provisionales o definitivos marcados con (Si) son calculados como la diferencia entre el precio base estipulado por el Gobierno y el precio f.o.b. declarado por el importador.

Fuente:
Elaborado por la Secretaría de la OMC en base a información proporcionada por las autoridades (MCIT) y a 
notificaciones a la OMC.
106. Las medidas AD adoptadas por Colombia desde 1996 se caracterizan por:  haber sido adoptadas mayoritariamente sobre importaciones de insumos;  el origen de las importaciones es variado pero se refiere sobre todo a países industrializados;  y la mayor parte de las investigaciones resultaron en derechos definitivos (cuadro III.6).  Igualmente, varios productos importados sujetos a procedimientos AD constituyen una parte importante del consumo doméstico colombiano de dichos bienes (cuadro III.7). 

Cuadro III.7

Relación de las medidas antidumping con consumo interno de los productos afectados
	Producto
	Exportador
	Porcentaje del consumo interno colombiano

	Vajillas de porcelana 
	China 
	87 por ciento en 2005 (segundo semestre) y 90 por ciento en 2004 (32,5 por ciento para vajillas de loza)

	Fibras de poliéster 
	Corea del Sur 
	32,6 por ciento en 2001 (primer semestre)

	Filamentos de poliéster texturizado
	Indonesia, Malasia, Tailandia y Taipei Chino
	Cada uno de los cuatro territorios listados suministró un 23 por ciento del mercado en 2000

	Acero laminado en caliente 
	Ucrania 
	14,5 por ciento en 2000 (segundo semestre)

	Hojalata 
	Países Bajos 
	20 por ciento en 1998

	Acero laminado en frío 
	Kazajstán, Rusia y Ucrania 
	Rusia y Ucrania suministraron un 42 por ciento del mercado en el primer semestre de 1999 y Kazajstán suministró el mismo porcentaje en 1998


Fuente:
Secretaría de la OMC basado en notificaciones de Colombia.

107. Como lo muestra el cuadro III.6, desde 1996 Colombia inició 25 medidas AD.  De dichos casos, siete investigaciones comenzaron antes de 1996 y su período de aplicación se extiende después de 1996.  A partir de enero de 1996, se iniciaron 18 nuevas investigaciones y en ocho casos se impusieron derechos provisionales y en 18 derechos definitivos.  Del total de medidas adoptadas de enero de 1996 a marzo de 2006, 21 medidas (84 por ciento) fueron contra importaciones de insumos no agrícolas y cuatro (16 por ciento) contra productos finales;  desde 2000, de un total de diez nuevas investigaciones, dos casos se relacionaron a productos textiles.
108. Los derechos AD (ad valorem) aplicados oscilaban entre el 52 y el 64 por ciento o se establecieron otros derechos calculados a partir de la diferencia de precios entre el precio base estipulado por el Gobierno y el precio f.o.b. declarado por el importador.  
109. En el contexto regional andino, desde 1996 la Secretaría General de la Comunidad Andina inició 15 investigaciones en materia de dumping de las cuales Colombia adoptó cuatro medidas AD sobre importaciones de:  tableros de madera provenientes de Venezuela (2005);  importaciones andinas de película de polipropileno (2002);  fregaderos de acero inoxidable provenientes de Venezuela y derechos provisionales sobre envases sanitarios de hojalata provenientes de Ecuador (1999).
  En el 2003, la Secretaría General de la CAN determinó la imposición de un derecho de 70 dólares EE.UU. por tonelada de sorbitol importado de la Unión Europea (Francia) sobre la base de una solicitud presentada por un productor de sorbitol de Ecuador que provee al mercado de Colombia y a los otros países andinos.

d) Medidas de salvaguardia

110. El Decreto N° 152 de 1998 autoriza la aplicación de medidas de salvaguardia cuando las importaciones de cierto producto han aumentado de forma importante y se realizan en condiciones que causan o amenazan causar un daño grave a la rama de producción nacional que produce productos similares o directamente competidores.  Las medidas se aplican a la totalidad de las importaciones del producto investigado independientemente de su origen.  

111. En el marco de la Comunidad Andina, existe un régimen de salvaguardias especial que aplica para las mercancías originarias de la CAN.  Para los acuerdos preferenciales que Colombia mantiene bajo el G-3 y con el MERCOSUR se mantienen los derechos y obligaciones del Artículo XIX del GATT de 1994.

112. La aplicación de una medida de salvaguardia general consiste preferentemente en imponer un gravamen arancelario que no puede exceder cuatro años incluido el período de la medida provisional, cuando se prorrogue, la aplicación total no puede exceder ocho años.  Cuando se adopta una medida por un período inicial mayor de tres años, a mitad del período de aplicación se realiza un examen para decidir si es necesario mantener la medida.  Igualmente, existe un requisito de hacer una evaluación del programa de ajuste.

113. Desde 1996, Colombia notificó a la OMC nueve investigaciones de salvaguardias en el marco del Acuerdo sobre Salvaguardias y de la Sección 16 del Protocolo de Adhesión de China a la OMC.  Cuatro de dichas investigaciones resultaron en medidas provisionales y una definitiva (cuadro III.8).  La aplicación de medidas de salvaguardias se ha concentrado sobre bienes de consumo final en el sector textil.  El origen de las importaciones es variado pero concentrado en particular sobre importaciones de China.  
114. En el marco del protocolo de adhesión de China a la OMC, en noviembre de 2005 se inició una investigación sobre importaciones de confecciones de China
 y en enero de 2006 se inició otra investigación sobre importaciones de otros productos del sector confecciones provenientes de China.  En marzo de 2006 Colombia acordó con China suspender las salvaguardias temporales sobre productos del sector textil y calcetería.  Las autoridades informaron que Colombia adoptó en su lugar contingentes de importación (por 90 días calendario) mientras se reúnen las pruebas para iniciar una investigación por dumping.
Cuadro III.8

Investigaciones en materia de salvaguardias (excluyendo salvaguardias especiales de agricultura) notificadas a la OMC, 1996-06

	Tipo de producto
	Producto
	Inicio/solicitante
	Origen de las importaciones 
	Decisión
	Notificaciones relevantes a la OMC

	Textil
	Confecciones 
61.07.11.00.00, 61.07.12.00.00 y 61.07.19.00.00
61.08.21.00.00
61.08.22.00.00
61.08.29.00.00
62.12.10.00.00
62.12.30.00.00
61.10.11.00.00
61.10.12.00.00
61.10.19.00.00
61.10.20.00.00
61.10.30.10.00
61.10.30.90.00
61.10.90.00.00
	28.11.05
Productores colombianos
	China
	Investigación en curso y salvaguardia provisional del 95% en tres productos del grupo 61.07.  Por Resolución N° 0097 de 2 de mayo de 2006, se determinó el cierre de la investigación respecto de los demás productos 
	G/SG/N/16/COL/3, 23.02.2006

G/SG/N/16/COL/4/
Rev.1, 07.07.2006

G/SG/N/16/COL/4, 26.06.2006

	Textil
	Confecciones
61.09.10.00.00,  61.09.90.10.00 y 61.09.90.90.00
	02.01.2006
Productores colombianos
	China
	Investigación en curso
	..

	Cuadro III.8 (continuación)

	Textil 
	Calcetería
61.15.11.00.00, 61.15.12.00.00, 61.15.19.00.00, 61.15.20.20.00, 61.15.20.90.00, 61.15.91.00.00, 61.15.92.00.00, 61.15.93.90.00 y 61.15.99.00.00
	16/08/2005
	China
	Se aplicó salvaguardia provisional del 88% a productos de las posiciones arancelarias 61.15.92.00, 61.15.93.20, 61.15.93.90 y 61159900.  Mediante Resolución N° 0074 de 24 de marzo de 2006, se ordenó el cierre de la investigación 
	G/SG/N/16/COL/2/
Suppl.1, 28.04.2006




	Textil
	Textiles clasificados en 16 grupos
	01.08.2005
Protela y Lafayette, Coltejer, Fabricato, Crystal S.A., Vestimundo, Calcetería Nacional
	China
	Se determinó aplicar medidas provisionales a las importaciones de 72 subpartidas arancelarias. 
A través de la Resolución N° 0046 de 6 de marzo de 2006, se ordenó el cierre de la investigación 
	G/SG/N/16/COL/1 y
G/SG/N/16/COL/2, 03.10.2005

G/SG/N/16/COL/1/
Suppl.1,
21.03.2006

	Eléctrico 
	Licuadoras eléctricas 85.09.40.10.00
	26.01.2004
Groupe SEB Colombia S.A.
	Todos los países miembros de la OMC
	Investigación terminada sin la imposición de medidas
	G/SG/N/6/COL/3, 10.05.2005 y G/SG/N/9/COL/3, 10.05.2005

	Eléctrico
	Planchas eléctricas 85.16.40.00.00
	26.01.2004
Groupe SEB Colombia S.A.
	Todos los países miembros de la OMC
	Investigación terminada sin la imposición de medidas
	G/SG/N/6/COL/2, 02.03.2004 y
G/SG/N/9/COL/2, 10.05.2005

	Automotores
	Taxis 87.03.22.00, 87.03.23.00, 87.03.31.00, 87.03.32.00
	28.06.1999
Sofasa S.A.
	Todos los países miembros de la OMC
	Investigación terminada sin la imposición de medidas
	G/SG/N/1/COL/2, 25.05.1998
G/SG/N/6/COL/1
6.08.1999
G/SG/N/9/COL/1, 24.10.2000

	Textil
	Hilados filamento liso y texturizado 54.02.33.00.00 y 54.02.43.00.00
	06.05.1998
Enka de Colombia S.A. y Polímeros Colombianos S.A.
	Corea del Sur, EE.UU., Tailandia, Malasia y Japón
	Salvaguardia a importaciones de 54.02.43.00.00 de Corea del Sur y Tailandia
	..

	Tejidos 
	Denim 
	17.07.1998
	India y Brasil
	..
	..

	Textil
	Textiles y confecciones
	28.06.1996
Ministerio de Hacienda y Ministerio de Comercio Exterior
	Taipei Chino, Corea del Norte, China y Panamá
	Medida provisional del 80% a 168 subpartidas y del 85% a 11 subpartidas originarias del Taipei Chino;  del 80% a 50 subpartidas y del 85% a 8 subpartidas originarias de Corea del Norte;  del 80% a 43 subpartidas 
	..

	Textil
	Textiles de algodón clasificados en 17 grupos
	09.06.1996
Coltejer, Fabricato, Tejicondor y Coltejer-CI
	Panamá, China, Taipei Chino, Corea del Norte, Corea del Sur, Indonesia, Hong Kong, Malasia, Filipinas, Singapur, India, Pakistán, Turquía, Tailandia, Egipto, Bangladesh, Sri Lanka
	Se determinó aplicar medidas a las importaciones de cuatro grupos
	..


..
No disponible.

Fuente:
Elaborado por la Secretaría de la OMC en base a información proporcionado por las autoridades (MCIT) y a 
notificaciones a la OMC.
115. A nivel de la Comunidad Andina, desde 1997 se han aplicado 34 medidas de salvaguardia de las cuales las siguientes fueron aplicadas por Colombia sobre importaciones de:  arroz proveniente de Perú y Venezuela (2005);  azúcar originario de los países andinos (2003-04);  arroz proveniente de los países andinos y aceites vegetales refinados (2002-03);  arroz y alcohol extraneutro originarios de países andinos (2000-01);  arroz proveniente de Ecuador y todas las importaciones provenientes de Ecuador (1999).
  

116. De las nueve medidas aplicadas por Colombia, la Secretaría General de la CAN dictaminó que ninguna de ellas podía ser sostenida.  Los principales argumentos de las decisiones de la CAN fueron que:  (i) no se había demostrado perturbación a la producción nacional de azúcar, aceites vegetales, arroz y alcohol;  y (ii) la salvaguardia para contrarrestar la devaluación de Ecuador no era una medida adecuada para atender problemas sectoriales y la evidencia no aportaba argumentos a favor de la medida dado que en su mayoría los problemas no estaban vinculados a procesos relacionados directamente con la devaluación.

117. Colombia notificó a la OMC su normativa en materia de salvaguardias en 1998
 y recibió preguntas de dos Miembros
;  Colombia respondió
 a las preguntas de un miembro.  Las preguntas cubrieron los siguientes aspectos de la legislación de Colombia:  investigación, aplicación, duración y examen de las medidas;  plazos para presentar opiniones, celebrar audiencias y formular conclusiones preliminares y/o definitivas;  publicación de informes;  definición y uso de producto idéntico, similar o directamente competidor;  consideración del requisito de "facilitar el reajuste";  uso de medidas que abarquen más de tres años;  definición y utilización del criterio de "amenaza de perjuicio grave". 

118. Colombia mantiene la reserva de poder aplicar, pero no la ha usado
, la salvaguardia especial del Acuerdo sobre la Agricultura de la OMC para 57 fracciones arancelarias a cuatro dígitos.
    

119. Colombia se reservó el derecho de acogerse al mecanismo de salvaguardia de transición previsto en el Acuerdo sobre los Textiles y el Vestido de la OMC.  En 1999 el Órgano de Supervisión de los Textiles (OST) de la OMC presentó un informe sobre la salvaguardia aplicada por Colombia a importaciones de filamento liso de poliéster originarias de Tailandia y Corea del Sur.
  El informe notó que existían preocupaciones en relación a la definición del producto, la representatividad y la metodología de presentación de información para la determinación de perjuicio grave en estos casos.

120. Igualmente, en relación a la salvaguardia adoptada por Colombia en 1998 sobre las importaciones de tejidos de mezclilla "denim" procedentes de India y de Brasil, en su sesión N° 47 el OST encontró que Colombia no había demostrado que su industria había sufrido un daño grave.  Colombia se acogió a la recomendación y derogó dicha medida.

121. Colombia notificó en 1997
 un acuerdo bilateral con los Estados Unidos sobre los textiles y prendas de vestir concertado para aplicar las restricciones notificadas al OST de conformidad con el párrafo 1 del artículo 2 del Acuerdo sobre los Textiles y el Vestido.

122. Colombia notificó que a partir del 1° de enero de 2005, quedaron integrados en el GATT de 1994 todos los productos textiles y de vestido abarcados por el Acuerdo sobre los Textiles y el Vestido que no fueron incorporados durante las tres primeras etapas de integración.

ix) Normas y reglamentos técnicos 

123. La política en materia de normas y reglamentos técnicos está definida en la Ley N° 170 de 1994, y en los Decretos N° 2269 de 1993, N° 300 de 1995, N° 1112 de 1996 y N° 2360 de 2001.  Entre las principales disposiciones recientes en materia de normas y reglamentos técnicos se pueden mencionar los Decretos N° 219 y N° 2522 de 2000 y N° 210 de 2003 y las Resoluciones N° 3742 y N° 8728 de 2001
 que incluyen criterios para expedir reglamentos técnicos.  
124. El Decreto N° 300 de 1995 estableció la obligación de presentar el certificado de conformidad como requisito para la aprobación del registro de importación de productos sujetos al cumplimiento de los reglamentos técnicos.  El mismo Decreto establece que la Superintendencia de Industria y Comercio (SIC) define los procedimientos de reconocimiento de certificaciones, reglamentado por la Resolución N° 6050 de 1999 y sus modificaciones y ampliaciones incluidas en el Título IV de la Circular Única de la SIC.  La Resolución N° 25391 de 2002
 estableció el registro obligatorio de productos controlados, es decir aquellos sujetos al cumplimiento de lo que fueron las normas técnicas colombianas oficiales obligatorias y de reglamentos técnicos bajo la responsabilidad de la SIC.  El certificado de conformidad, que puede ser de sello, tipo o lote, es el requisito para la comercialización de productos y para su importación, según el Decreto N° 300 de 1995.

125. Durante el período bajo examen, se utilizaron cuatro conceptos
 en materia de normas y reglamentos técnicos:  la Norma Técnica (NT), la Norma Técnica Colombiana (NTC), los Reglamentos Técnicos (RT) y la Norma Técnica Colombiana Oficial Obligatoria (NTCOO).  Las NT son de carácter voluntario, establecidas por consenso y aprobadas por un organismo autorizado.  Las NTC son también de aplicación voluntaria y aprobadas por un organismo nacional de normalización.  Los RT
 son de cumplimiento obligatorio y expedidos por la autoridad competente.  
126. Las NTCOO eran de cumplimiento obligatorio y declaradas como tales por el Consejo Nacional de Normas y Calidades.  Las NTCOO cumplían en la práctica, la función de los reglamentos técnicos definidos como tales en el Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio (OTC).  Bajo las NTCOO se mantuvieron regulados una cantidad y variedad importante de productos.  Las autoridades informaron que los Decretos N° 2522 de 2000 y N° 2360 de 2001 permitieron una revisión de las NTCOO para eliminar su obligatoriedad.  Como resultado, Colombia notificó a la OMC la eliminación de numerosas NTCOO.
  Según las autoridades, dicho proceso de revisión condujo a la eliminación de la totalidad de las NTCOO a partir del 28 de febrero de 2003 mediante la Resolución N° 283 de 2003.

127. El MCIT es la autoridad que define las políticas de calidad y normalización.  Bajo dicho mandato, el MCIT dirige el Sistema Nacional de Normalización, Acreditación, Certificación y Metrología (SNNCM).  La SIC
, adscrita al MCIT, se encarga de:  organizar y coordinar el sistema nacional de certificación;  administrar los programas nacionales de control industrial de calidad, pesas, medidas y metrología;  organizar los laboratorios primarios de control de calidad y metrología;  y autorizar actividades y velar por el buen funcionamiento de las entidades de certificación. 

128. En el SNNCM participan:  (i) el MCIT;  (ii) las entidades facultadas para expedir los RT;  (iii) el Instituto Colombiano de Normas Técnicas (ICONTEC) responsable de coordinar las actividades de elaboración y divulgación de las NTC;  (iv) las Unidades Sectoriales de Normalización;  (v) la SIC;  (vi) el Consejo Técnico Asesor para la Acreditación;  (vii) los Comités Técnicos Sectoriales;  (viii) los Organismos de Certificación e Inspección acreditados;  (ix) los Laboratorios de Ensayos y de Calibración acreditados;  y (x) otras entidades que tienen funciones de acreditación y control, tales como el Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (INVIMA) y el Instituto Colombiano Agropecuario (ICA).

129. El ICONTEC es el organismo nacional de normalización que dirige su trabajo través de un Consejo Directivo y un Consejo Técnico. Paralelamente existen Unidades Sectoriales de Normalización que formulan normas sectoriales.  El MCIT mantiene un rol de supervisión en el ICONTEC para asegurar transparencia y participación y para aprobar el Programa Anual de Normalización Voluntaria.  Para preparar las NTC, el ICONTEC cuenta con 205 Comités Técnicos de los cuales 153 funcionan como comités activos en 2006.  Las autoridades notaron que a mediados de 2006 existían 5.350 NTC vigentes en la base de datos del ICONTEC, de ellas, 1.102 NTC estaban basadas en forma idéntica en normas de ISO, la IEC, CODEX, la OIML y la ITU.
130. Colombia notificó
 que el MCIT es responsable de aplicar el Acuerdo sobre OTC y de administrar el punto de contacto de normalización, obstáculos técnicos al comercio, medidas sanitarias y fitosanitarias y procedimientos de evaluación de conformidad.  Se notificó que el ICONTEC aceptó el Código de Buena Conducta para la elaboración, adopción y aplicación de normas.

131. Los requisitos generales de los RT se definen en el Decreto N° 2360 de 2001, con base en la Resolución N° 3742 de 2001 de la SIC.  La preparación de los RT está organizada en dos instancias:  (i) el ICONTEC, del cual emanan las NTC que sirven de base para preparar los RT;  y (ii) los ministerios, comisiones de regulación y organismos descentralizados que emiten los RT.  La adopción de los RT pasa por cinco etapas:  (i) anuncio del proyecto;  (ii) elaboración del proyecto;  (iii) formulación de comentarios en un plazo no inferior a 10 días;  (iv) notificación del proyecto definitivo a la OMC y otras instancias;  y (v) la adopción legal y su notificación a la OMC y otras instancias.  El carácter legal de un RT se proclama a través de decretos y resoluciones, y en casos excepcionales a través de leyes.

132. El MCIT informó que a principios de 2006 existían más de 140 leyes y actos administrativos identificados como reglamentos técnicos.  Los Ministerios de Protección Social, Transporte y Minas y Energía son los principales entes responsables de dichos RT.  
133. Durante el período bajo examen, de acuerdo a la información presentada por Colombia en las notificaciones de sus RT, los dos criterios más utilizados en la preparación de los RT fueron la protección de la vida y salud humana y la protección de los consumidores a través de la prevención de prácticas que pueden inducir a error.  Los sectores donde más se elaboraron proyectos fueron:  productos finales, productos químicos y alimentos procesados.  Las autoridades indicaron que los RT notificados desde 1996, cubren el 21,4 por ciento de los RT que se han elaborado y que de ellos, el 23,3 por ciento están basados en normas internacionales. 
134. Los métodos para la evaluación y la demostración de la conformidad pueden estar contenidos en el mismo RT y dependen del nivel de riesgo que se trate.  Dentro de esos métodos se encuentran la certificación, la inspección y el ensayo, realizados por organismos acreditados o designados por el ente regulador.  En el caso de que en el RT no se establezcan mecanismos para la demostración de la conformidad, se aplican los criterios del Título IV de la Circular Única de la SIC.
135. La SIC coordina la Comisión de Acreditación y el Consejo Técnico Asesor para la Acreditación donde participan consumidores, gobierno, empresarios y organismos acreditados.  La SIC acredita a los diferentes organismos evaluadores de la conformidad que soliciten ser parte del SNNCM.  Las reglas y procedimientos para acreditación están dados por la Resolución N° 8728 de 2001.  Los cuatro tipos de organismos que se acreditan son:  (i) organismos de certificación;  (ii) organismos de inspección;  (iii) laboratorios de ensayos;  y (iv) laboratorios de calibraciones.

136. En el período 1998-04 el número de organismos acreditados pasó de 4 a 8 en certificación gestión-productos, de 1 a 10 en inspección, de 35 a 66 los laboratorios y de 13 a 49 los laboratorios de calibración.  
137. Existen otros organismos, como por ejemplo el Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales (IDEAM)
, el Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (INVIMA)
, que mantienen responsabilidades como organismos de acreditación dentro de los regímenes bajo su vigilancia y controles específicos.
138. Los organismos de certificación acreditados subcontratan los servicios de los laboratorios acreditados para evaluar la conformidad de un producto.  Cuando no hay laboratorios acreditados en Colombia, el organismo de certificación debe evaluar la competencia técnica de un laboratorio no acreditado de acuerdo con la norma NTC – ISO/IEC 17025.  

139. La certificación de un bien extranjero que ha sido realizada por organismos acreditados en el extranjero es aceptada en Colombia siempre que dicho país mantenga un acuerdo de reconocimiento mutuo con Colombia, o que sea un país de la Comunidad Andina y que el organismo certificador esté registrado en la Secretaría General de la CAN.
140. La SIC es responsable de verificar el cumplimiento con requerimientos de etiquetado de productos tanto nacionales como importados solamente cuando los requerimientos de etiquetado forman parte de reglamentos técnicos cuyo control ha sido asignado a la SIC.  El ICONTEC ha desarrollado normas colombianas sobre etiquetado que son de carácter voluntario.  Mediante la Resolución Nº 05109 de 2005, Colombia derogó las Resoluciones N° 485 y N° 1633 de 2005 que imponían requisitos de etiquetado para alimentos envasados y materias primas de alimentos para consumo humano.
  

141. Dada la existencia de diferentes organismos que pueden acreditar, en algunas situaciones puede no quedar claro quién tiene la responsabilidad de acreditar y de qué manera coexisten las acreditaciones otorgadas por diferentes organismos, por ejemplo, acreditaciones otorgadas a laboratorios por el INVIMA, el IDEAM y la SIC.
  Al respecto la SIC concluyó que el IDEAM, el INVIMA y la SIC, son organismos de acreditación, no obstante, la SIC es el único organismo que acredita dentro del SNNCM.  Los otros organismos, evalúan la capacidad y la idoneidad de quienes aspiran a pertenecer a los sistemas o regímenes bajo la vigilancia y control de cada uno de ellos. 

142. Entre enero de 1995 y junio de 2006, Colombia presentó 120 notificaciones a la OMC relacionadas al Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio.
  En 2001 Colombia introdujo el plazo recomendado de 60 días o más para realizar observaciones a las notificaciones.

143. A nivel de la OMC, se ha expresado en una ocasión preocupaciones sobre los reglamentos técnicos de Colombia en materia de etiquetado de calzado.
  Se hizo referencia a los requerimientos que dichos reglamentos exigen de información sobre materiales de producción utilizados para las piezas e información de registros del fabricante y/o el importador.  Las autoridades mencionaron que se ha publicado en la página Internet del MCIT un proyecto de modificación de dicho RT.
 
144. A nivel regional Andino, la Decisión N° 562 de 2003 establece directrices para la elaboración, adopción y aplicación de los RT en los países miembros y a nivel comunitario.  Bajo dicha  decisión, la Comunidad Andina no ha producido ningún Reglamento Técnico.  La CAN mantiene un procedimiento de notificación y contranotificación para conocer y hacer comentarios a los proyectos y facilitar el proceso de armonización.  Igualmente, con base a la Decisión N° 615 se creó el Sistema de Información de Notificación y Reglamentación Técnica de la CAN que opera un sistema de alerta al exportador para informar sobre los requisitos técnicos obligatorios.  

145. Como resultado del trabajo realizado en la CAN, se acordó que el plazo entre la publicación de un proyecto de RT y su entrada en vigor no sea inferior a seis meses (salvo cuando no sea factible).  Adicionalmente se realiza un trabajo de identificación de buenas prácticas reglamentarias con el fin de preparar un instructivo.
  Existe una norma Andina basada en la Decisión N° 506 de 2001 que cubre los acuerdos bilaterales de reconocimiento que Colombia mantiene con Venezuela y Ecuador.

x) Medidas sanitarias y fitosanitarias

146. La aplicación de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias (MSF) en Colombia se organiza a cuatro niveles:  (i) en la formulación de la política general participan los Ministerios de Protección Social;  Agricultura;  Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial (MAVDT) y el Ministerio de Comercio Industria y Turismo (MCIT);  (ii) la coordinación técnica central la ejecutan el Instituto Colombiano Agropecuario (ICA), el Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (INVIMA), la Superintendencia de Industria y Comercio (SIC) y el Instituto Nacional de Salud (INS);  (iii) el trabajo operativo se hace a nivel local principalmente a través de las Direcciones Seccionales y las Oficinas Locales del ICA (sanidad pecuaria y agrícola), las Corporaciones Autónomas Regionales (materia ambiental) y las Entidades Territoriales de Salud Departamentales, Distritales y Municipales, y el INVIMA (salud pública);  y (iv) actividades de apoyo a través de centros de investigación, universidades y la Corporación Colombiana de Investigación Agropecuaria (CORPOICA). 
147. La política de sanidad agropecuaria e inocuidad de alimentos se define en términos de mejorar el estatus sanitario de la producción agroalimentaria;  proteger la salud y vida de las personas, los animales y las plantas;  preservar la calidad del medio ambiente;  y mejorar la competitividad para obtener la admisibilidad sanitaria en mercados internacionales.  El sistema de MSF opera sobre el principio de armonizar políticas de los diferentes sectores, en particular de agricultura, salud pública, medio ambiente, comercio, entes territoriales y el sector privado.

148. El MCIT tiene la responsabilidad de notificar las MSF a la OMC.  Del 18 de abril de 1997 al 16 de agosto 2006 Colombia presentó 151 notificaciones en relación a las MSF. 
149. El ICA está encargado de realizar el análisis de evaluación de riesgo y tiene la responsabilidad de regular, prevenir, detectar, controlar y erradicar problemas fito y zoosanitarios.  El ICA mantiene sitios de control sobre importaciones y exportaciones en 128 oficinas locales que incluyen 25 centros de diagnóstico animal, 17 centros de diagnóstico vegetal y 10 laboratorios de semillas.  
150. El INVIMA, adscrito al Ministerio de Protección Social, en coordinación con las Entidades Territoriales de salud, es el responsable de la certificación para aptitud para el consumo humano de productos de interés en salud pública.  La Subdirección de Alimentos y Bebidas Alcohólicas del INVIMA realiza actividades de evaluación de riesgo y vigilancia epidemiológica en coordinación con el Instituto Nacional de Salud y las Entidades Territoriales de Salud.
151. Según la Ley N° 715 de 2001, la autoridad sanitaria en los sitios de ingreso y salida de alimentos del país es ejercida por las Entidades Territoriales de Salud, actividades que son apoyadas y supervisadas por el INVIMA.  Las Entidades Territoriales de Salud cuentan con 32 laboratorios oficiales que apoyan las acciones de inspección, vigilancia y control.  Dicha labor es complementada con el Sistema Nacional de vigilancia en Salud Pública que coordina el Instituto Nacional de Salud (INS).
152. La decisión sobre la adopción de una MSF se define como técnica y la toma el organismo encargado de la evaluación de riesgo.  Las autoridades notaron que existe típicamente una evaluación del impacto comercial y económico de la adopción de una medida que se realiza caso por caso.  Las autoridades mencionaron que dicho trabajo ha sido identificado como un tema para fortalecer el proceso de toma de decisiones sobre las MSF. 
153. En 2005 se anunció un programa 2006-2011 para ordenar la normatividad, control y vigilancia fito y zoosanitaria con una inversión de Col$248.000 millones de pesos (alrededor de 106,9 millones de dólares EE.UU.) para todo el sistema sanitario.  Durante 2006, se dio inicio a la implementación de la Política Nacional de Sanidad Agropecuaria e Inocuidad de Alimentos.  Dentro de los avances en la ejecución de esta política, las autoridades notaron la propuesta de creación de la Comisión Nacional de MSF;  el fortalecimiento institucional del INVIMA y del ICA; el mejoramiento del sistema de información MSF;  el diseño de un Plan de  racionalización y mejoramiento de plantas de beneficio animal; y el desarrollo de ocho proyectos de cooperación para apoyar el mejoramiento, la capacidad  científica, tecnológica y operativa del sistema.
154. Las leyes de base de aplicación de las MSF son la Constitución Política (Artículo 65:  protección a la producción nacional), la Ley N° 101 de 1993 (desarrollo agropecuario y pesquero), y los Decretos N° 1840 de 1994 y N° 2141 de 1991 (funciones del ICA).  Para el caso de la sanidad animal y vegetal y la  producción primaria de alimentos, la Ley N° 9 de 1979 y sus Decretos Reglamentarios, la Ley N° 100 de 1993 por la cual se crea el INVIMA y los Decretos N° 1290 de 1994 y N° 211 de 2004 por los que se determina su estructura y función.
155. Entre las principales disposiciones sobre las MSF emitidas en años recientes se pueden notar el Decreto N° 2833 de 2006 por el cual se crea la Comisión Intersectorial de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias;  el Decreto N° 4003 de 2004, por el cual se establece el procedimiento administrativo para la elaboración, adopción y aplicación de reglamentos técnicos, medidas sanitarias y fitosanitarias en el ámbito agroalimentario;  la Resolución N° 1277 de 2004 sobre el análisis de riesgos de plagas y enfermedades;  y el Decreto N° 3075 de 1997 sobre inspección, vigilancia y control de alimentos.  Otras disposiciones que mantienen una reglamentación directa sobre las importaciones y exportaciones son:  las Resoluciones N° 1008 y N° 1381 de 1999 que determinan los lugares para importar y exportar;  la Resolución N° 0179 de 2002 que crea los Comités de Evaluación de Importaciones;  la Resolución N° 1120 de 2002 sobre el documento fitosanitario y zoosanitario obligatorio de importación;  la Resolución N° 03336 de 2004 sobre medidas sanitarias para importaciones y exportaciones de animales y sus productos;  y la Resolución N° 004 de 2005 sobre la inscripción ante el ICA de establecimientos extranjeros que deseen exportar a Colombia animales terrestres y acuáticos vivos y sus productos.  En inocuidad de alimentos, se pueden mencionar los Decretos N° 2278 de 1982 y N° 2162 de 1991 sobre carne bovina y derivados cárnicos, el Decreto N° 616 de 2006 sobre requisitos de la leche para consumo humano, y el Decreto N° 2106 de 1983 sobre aditivos.  
156. Existen también otras disposiciones para tratar enfermedades específicas.

157. Dada la importancia de la producción agropecuaria colombiana, con el marco reglamentario mencionado, se mantiene un amplio sistema de requisitos fito y zoosanitarios que se aplican a productos nacionales e importados para prevenir riesgos y para resolver problemas ya existentes.  En materia de sanidad animal, el ICA impone requisitos de certificados zoosanitarios de exportación, inspección sanitaria en el punto de salida o entrada, inscripción de centros productores de material genético, registro de importación o exportación de insumos, internamiento temporal de equinos y comercio intrasubregional de animales y sus productos.  En materia de inocuidad de alimentos procesados, el INVIMA exige un registro sanitario de comercialización con vigencia de diez años.  Cada lote de producto que llega a un puerto colombiano durante la vigencia del registro sanitario es inspeccionado físicamente por la autoridad de salud;  el análisis de laboratorio es obligatorio sobre los alimentos que se determinan como de mayor riesgo a la salud pública.

158. El ICA, a través de la Resolución N° 2950 de 2001, estableció una unidad de análisis de riesgos que tiene la responsabilidad de analizar los riesgos biológicos y químicos que puedan afectar las especies animales y vegetales debido al comercio internacional y nacional de bienes agropecuarios, al turismo y a los medios de transporte.  La Resolución N° 1277 de 2004 define las situaciones frente a las cuales se requiere realizar análisis de riesgo.  Según las autoridades, el Grupo de Análisis de Riesgos y Asuntos Internacionales realiza anualmente alrededor de 30 estudios. 
159. En materia fitosanitaria, la Resolución N° 240 de 1999 de la Comunidad Andina define el documento de importación y de inspección de productos.  La Resolución N° 239 de 1999 de la CAN requiere un certificado fitosanitario de exportación que debe ser emitido, previa inspección, en el caso de Colombia por el ICA en el puerto de salida.  Algunos ejemplos de estos requerimientos incluyen una licencia especial fitosanitaria para la exportación de papa;  un registro como exportador e importador de plantas ornamentales, que cubre las exportaciones de flores y de material de propagación de frutales;  y un registro y tratamiento fitosanitario de embalajes de madera sólida.
  

160. En materia de semillas, la Resolución N° 00148 de 2005 requiere una certificación y registro ante el Registro Nacional de Cultivares para importar o comercializar semillas de siembra.  Las importaciones de semillas que se realizan con fines de comercialización deben cumplir con los estándares de calidad establecidos para cada especie de semillas y con las normas de empaques y etiquetas que exigen que las semillas importadas sean comercializadas en los envases y etiquetas originales. 

161. El ICA tiene la autoridad de prohibir la producción o importación de un cultivar por razones fitosanitarias o de bioseguridad.  Las semillas deben cumplir con los requisitos de información en relación a Organismos Modificados Genéticamente (OMG).  El Acuerdo 00013 de 1998 creó el Consejo Técnico Nacional para asistir al ICA en materia de OMG de uso agrícola.  La Resolución N° 946 de 2006 establece el procedimiento para tramitar, ante el ICA, las solicitudes de organismos vivos modificados (OVM).  Las autoridades señalaron que, hasta mediados de 2006, no se ha prohibido la importación de semillas por razones de bioseguridad.
162. Según las autoridades, la evaluación de bioseguridad se hace caso por caso, siguiendo los protocolos establecidos por la OECD y la FAO.  En este contexto, se ha permitido la importación con fines comerciales de dos semillas para siembra en Colombia: algodón con tecnología Bollgard y algodón con tecnología Roundup. 
163. La Ley N° 740 de 2002 regula la transferencia, manipulación y utilización de los OVM que puedan tener efectos adversos para la conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica, teniendo en cuenta los riesgos para la salud humana.  El Decreto Reglamentario N° 4525 de 2005 establece las condiciones para el movimiento transfronterizo, tránsito, manipulación y utilización de los OVM y separa las competencias de las autoridades.  En dicho Decreto se crean los comités técnicos nacionales de bioseguridad, quienes tendrán a su cargo, entre otras, la evaluación de riesgos de los OMG.
164. Existen procedimientos para la comercialización de productos pecuarios que contengan OMG.  Dicha comercialización se autoriza solamente una vez que se haya aprobado la evaluación de bioseguridad (Resolución N° 02935 de 2001).  Los importadores deben cumplir además con los requisitos zoosanitarios establecidos sobre las importaciones.  
165. La Resolución N° 00074 de 2002 define los requerimientos de certificación, etiquetado y sello para productos agropecuarios ecológicos.
  Dicha Resolución establece que los productos importados con la denominación de producto agropecuario ecológico deben provenir de países con los que se tenga acuerdos de reciprocidad.  A mediados de 2006, Colombia no había establecido acuerdos con ningún país debido a la falta de equivalencia con las leyes de otros países.  Por tal motivo,  la Resolución N° 00074 estaba en proceso de revisión.  

166. La Resolución N° 00329 de 2001 establece que los laboratorios que realicen análisis de insumos agrícolas y análisis de residuos de plaguicidas deben registrarse ante el ICA.  El registro de laboratorios extranjeros se hace mediante la presentación de las certificaciones realizadas por un organismo internacional reconocido.  Las autoridades informaron que, hasta mediados de 2006 se encontraban registrados 1.477 plaguicidas de uso agrícola en Colombia.  Colombia hizo modificaciones (Resolución N° 00026 de 2005) a los requerimientos de registro y control de los plaguicidas químicos de uso agrícola dado que la Secretaría General de la CAN emitió en 2004
 un dictamen de incumplimiento con la normativa andina
 en la materia.  El registro nacional de un plaguicida requiere una evaluación del riesgo y de gestión ambiental y certificados de análisis de laboratorio.   

167. Según datos de las autoridades, en 2006 se encontraban autorizados 48 laboratorios nacionales de análisis de insumos agrícolas y 22 laboratorios extranjeros de un total de 70 laboratorios autorizados.  Para el análisis de residuos de plaguicidas se encontraba autorizado sólo un laboratorio.  Según datos de las autoridades, en el período comprendido entre 1997-2005 se llevaron a cabo 1.390 análisis de residuos de plaguicidas y 13.355 análisis de insumos agrícolas.
168. La Resolución N° 0150 de 2003, en su capítulo IV, establece las disposiciones del registro de importación de productos terminados o materias primas para fabricar fertilizantes.  Existen igualmente requisitos de visto bueno y registro para la importación de fertilizantes para experimentación y se requiere una certificación para ser importador, exportador o comercializador de fertilizantes. 

169. Todos los alimentos transformados que se venden como productos para consumo humano, incluyendo los importados, deben ser registrados ante el INVIMA quien autoriza su comercialización en el territorio colombiano, a través del otorgamiento de un Registro Sanitario.  Dicho registro se otorga de manera automática, no obstante se realiza un control posterior documental, que eventualmente podría llevar a la suspensión del registro.  Para los productos sin transformación, se requiere solicitar permisos sanitarios y de importación del ICA antes de solicitar la licencia de importación al MCIT.  El permiso sanitario de importación del ICA se transmite del importador al exportador en el país de origen del producto de donde se requiere un certificado sanitario de exportación en respuesta a los requerimientos del certificado de importación del ICA.
170. Existe adicionalmente un registro sanitario ante el INVIMA, previo a la importación, para medicamentos, cosméticos, alimentos transformados, insecticidas de uso doméstico y productos conexos.  El procedimiento de registro usualmente toma de tres a seis meses.  Existe un visto bueno que otorga el INVIMA para algunos productos que no requieren registro sanitario previo a la importación.  

171. Durante el período 1997-06, la mayor parte de las MSF que fueron notificadas a la OMC fueron adoptadas en relación a productos de origen animal (49 por ciento) seguidas de productos de origen vegetal (26 por ciento) y alimentos (21 por ciento).  Colombia no notificó a la OMC ninguna medida en materia de pesticidas.  En los casos de medidas sanitarias relacionados con animales (fiebre aftosa, EEB, enfermedades aviares) y medidas en relación a la inocuidad de los alimentos (bromato de potasio) se decidió suspender directamente las importaciones.  
172. De todas las medidas adoptadas que fueron notificadas, alrededor del 40 por ciento fueron adoptadas con carácter urgente y estaban relacionadas en su mayoría a brotes de enfermedades de animales.  Igualmente, cerca del 56 por ciento de las medidas adoptadas estuvieron basadas en normas, directrices o recomendaciones internacionales.  Las MSF que afectaron productos importados cubrieron importaciones de una gran variedad de países y en algunos casos incluyeron en forma general importaciones de todos los países.  
173. En el contexto de la lucha contra la fiebre aftosa y otras enfermedades, Colombia ha propuesto que en la evaluación y reconocimiento de las zonas libres de plagas y enfermedades se consideren tanto aspectos administrativos como técnicos y científicos dentro de plazos específicos.

174. En relación a preocupaciones expresadas por otros países sobre las MSF adoptadas por Colombia en años recientes, se señalaron
 y resolvieron temas sobre restricciones colombianas en materia de fiebre aftosa.  Por otra parte, Colombia ha señalado en el Comité de MSF de la OMC que sus exportaciones enfrentan problemas en relación a las MSF aplicadas por otros países en temas relativos a inocuidad de alimentos y los largos períodos que otros países toman para reconocer las zonas libres de plagas y enfermedades de Colombia.
  En el contexto de su participación en el Comité de MSF, Colombia ha identificado también sus necesidades de asistencia técnica.

175. Las MSF regionales andinas se basan en la Decisión N° 515 de la CAN de 2002.  Colombia ha participado con los otros países de la CAN en esfuerzos para:  armonizar normas fitosanitarias y procedimientos de MSF en el comercio intrarregional andino y con terceros países;  adoptar procedimientos para declarar un país/región libre de plaga o enfermedad;  y crear sistemas de información y vigilancia epidemiológica animal y fitosanitaria.  

176. A nivel regional andino, se adoptó igualmente un manual sobre plaguicidas químicos de uso agrícola (Resolución N° 630) y procedimientos para expedir permisos y certificados fito y zoosanitarios.  Por otra parte se elaboró el Catálogo Básico de Plagas y Enfermedades de Animales que se utiliza para decidir sobre la prohibición de importar de terceros países animales, vegetales y cualquier producto que pueda propagar plagas y enfermedades.  Se adoptó también el Programa Subregional Andino de Erradicación de la Fiebre Aftosa 2002-09 y la Decisión N° 483 de normas para el registro, control, comercialización y uso de productos veterinarios.  El comercio de productos cosméticos en la CAN esta regulada por la Decisión N° 516 de 2002.  A principios de 2006 la CAN había iniciado trabajos relativos a la actualización de normas sanitarias para el comercio de bovinos, categorías de riesgo fitosanitario y la evaluación del riesgo de la introducción de EEB por carne deshuesada procedente de EE.UU.

3) Medidas que Afectan a las Exportaciones

i) Registro, documentación y licencias de exportación

177. La norma vigente que rige los trámites de exportación es el Decreto N° 2.685 de 1999 (arts. 260 a 352) y la Resolución N° 4240 (Título VII) de 2000 es su marco reglamentario.  El Decreto DIAN N° 2788 de 2004 estableció un Registro Único Tributario (RUT) que sustituye el Registro Nacional de Exportadores de Bienes y Servicios y el Registro de los usuarios aduaneros.  Los exportadores tienen la obligación de inscribirse en el RUT.
  Adicionalmente existe una inscripción anual de exportador de café según las Resoluciones MINCOMEX N° 0355, N° 0518 de 2002 y la Circular Externa N° 32 de 2002.

178. Las exportaciones con un valor superior a los 1.000 dólares EE.UU. deben tramitarse a través de una Sociedad de Intermediación Aduanera (SIA).  Los Usuarios Aduaneros Permanentes y los Usuarios Altamente Exportadores pueden actuar directamente como declarantes exportadores sin necesidad de utilizar una SIA.
   

179. El requisito central de exportación consiste en la presentación de una solicitud de autorización de embarque en el sistema informático de la DIAN.  El cuadro III.9 indica los tipos de productos para los cuales existen diferentes autorizaciones, permisos, certificaciones o vistos buenos.  Una vez completados los documentos y procedimientos, el sistema informático convierte la declaración de autorización de embarque en declaración de exportación definitiva.  
Cuadro III.9

Autorizaciones previas para exportar

	Producto
	Entidad autorizadora
	Requisitos
	Justificación
	Medida legal

	Animales vivos;  frutas, flores y hortalizas frescas; tubérculos y aromáticas (si el país importador exige);  productos de origen animal o vegetal sin procesar; productos farmacéuticos de uso veterinario
	ICA
	Certificados zoosanitarios y fitosanitarios,
licencia de venta
	Sanidad sanitaria y fitosanitaria
	Resolución N° 1238 de 1992; Resolución N° 583 de 2000; Resolución N° 3336 de 2004;
Acuerdo N° 0004 de 2004

	Peces y moluscos, vivos y muertos
	INCODER
	Permiso de comercialización
	Actividad pesquera y acuícola
	Decreto N° 2256 de 1991;  Acuerdo N° 009 de 2003

	Sustancias de control especial (materias primas y medicamentos)
	Fondo Nacional de Estupefacientes
	Inscripción, certificado de exportación
	Control, seguimiento y vigilancia a sustancias de control especial
	Resolución N° 01478 de 2006

	Esmeraldas y piedras preciosas oro, plata y platino
	INGEOMINAS
	Autorización; visto bueno; certificado pago de impuestos y regalías
	Control a exportación de piedras preciosas y semipreciosas
	Ley N° 488 de 1988;   Decreto N° 2477 de 1984; Acuerdo N° 023 de 2000

	Cuadro III.9 (continuación)

	Bienes comprendidos en la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres
	Ministerio Medio Ambiente
	Certificado CITES
	Medio ambiente
	Resolución N° 573 de 1999;  Decreto N° 309 de 2000
Decreto N° 1791 de 1996;  Resolución N° 1.367 de 2000

	Sustancias Agotadoras de la Capa de Ozono -SAO-
	Ministerio de Medio Ambiente
	Visto bueno
	Medio ambiente
	Resolución N° 2188 de 2005

	Azúcar y panela a EEUU;
otros productos con preferencias arancelarias
	MCIT
	Certificado de Elegibilidad
Certificado de Origen
	Administrar acceso preferencial y contingentes arancelarios
	Acuerdos comerciales 

	Bienes patrimonio cultural de la nación (cuadros, esculturas, pinturas, piezas precolombinas)
	Ministerio de Cultura
	Autorización salida bienes muebles de interés cultural
	Bienes culturales
	Ley N° 397 de 1997;  Decreto N° 833 de 2002;  Resolución N° 0787 de 1988; Decreto N° 2685 de 1999;  Decreto N° 1746 de 2003;  Resolución N° 395 de 2006

	Armas, municiones, explosivos, elementos químicos, armas químicas
	INDUMIL
	Visto bueno
	Control a armas, municiones, elementos químicos y armas químicas
	Decreto N° 2535 de 1993;  Decreto Reglamentario N° 1809 de 1994;  Decreto N° 334 de 2002;  Ley N° 525 de 1999;  Resolución N° 00383 de 2003;  Resolución N° 302 de 2003


Fuente:
Elaborado por la Secretaría en base a información proporcionada por las autoridades.

180. Según la DIAN, el tiempo promedio estimado para completar los trámites es de un día.  Las autoridades también indicaron que en 2005 se tramitaron 378.103 declaraciones de exportación.  El valor promedio por declaración de exportación fue de 56.333 dólares EE.UU.  Clasificando los exportadores por tipo de usuario aduanero, los Usuarios Aduaneros Permanentes (UAP) presentaron 93.890 declaraciones, los Usuarios Aduaneros Altamente Exportadores (ALTEX) 5.096 documentos y el resto de las declaraciones fueron tramitadas por otros exportadores.
181. La DIAN, mediante métodos de análisis de riesgo o de manera aleatoria, puede hacer una inspección documental o física de bienes en trámite de exportación.  Si después de dicha inspección se determinan diferencias con respecto de la declaración de exportación, las medidas que adopta la DIAN varían según el producto y la diferencia encontrada (artículo 276, Decreto N° 2685 de 1999).  El Comité de Selectividad de la DIAN se reúne mensualmente y decide que porcentaje de las exportaciones estarán sujetas a inspección de acuerdo a criterios de selectividad.  El Decreto N° 4149 de 2004 y la Ley N° 962 de 2005 establecieron un mecanismo de inspección simultánea, con equipos de inspección no intrusiva, a las mercancías que han sido seleccionadas para inspección física.  La Federación Nacional de Cafeteros hace inspecciones de embarques de exportación para recaudar la contribución cafetera y para controlar la calidad y peso.

182. El MCIT realiza y emite la calificación y los certificados de origen para exportaciones que persiguen beneficiarse de preferencias arancelarias y certificados de elegibilidad para la exportación de azúcar a los EE.UU.

ii) Otras cargas sobre exportaciones y precios mínimos

183. Existen contribuciones de carácter parafiscal que se aplican a la exportación de determinados productos como el café, las esmeraldas, las piedras preciosas y a algunos combustibles.
184. La contribución cafetera
 se carga sobre el café exportado y es equivalente al 5 por ciento del precio del café suave exportado (ver capítulo IV 2) i)).  La contribución de la esmeralda (Decreto N° 2407 de 2000) es pagada por el exportador y equivale al 1 por ciento, en moneda extranjera, del valor exportado de esmeraldas sin engastar (ver capítulo IV 3)).  

iii) Restricciones a las exportaciones

185. Tanto el Consejo Superior de Comercio Exterior como el Comité de Asuntos Aduaneros, Arancelarios y de Comercio Exterior mantienen dentro de sus funciones la de examinar y recomendar al Gobierno colombiano la adopción de medidas restrictivas al comercio internacional.
  Dichas restricciones se adoptan usualmente en referencia al Artículo XI del GATT.  De tal manera Colombia ha introducido diferentes medidas de restricción temporal a las exportaciones, el cuadro III.10 presenta las medidas adoptadas de enero de 2000 a abril de 2006.
Cuadro III.10

Restricciones temporales de exportación, 2000-abril 2006

	Producto
	Subpartida arancelaria
	Fecha de la restricción
	Duración de la restricción
	Restricción (toneladas)
	Justificación
	Decreto

	Cuero crudo y húmedo en azul
	41.01.10.00.00
41.01.21.00.00
41.01.29.00.00
41.01.30.00.00
41.04.22.00.00
	29.12.2000
	4 meses
	Prohibidas, excepto Plan Vallejo (PV) 5.000
	Escasez de la materia prima básica
	Decreto N° 2794, de 29 de diciembre de 2000

	Cuero rudo y húmedo en azul
	41.01.10.00.00
41.01.21.00.00
41.01.29.00.00
41.01.30.00.00
41.04.22.00.00
	16.04.2001
	4 meses
	Prohibidas, excepto PV 5.000
	Escasez de la materia prima básica
	Decreto N° 636, de abril 16 de 2001

	Cuero crudo
	41.01.10.00.00
41.01.21.00.00
41.01.29.00.00
41.01.30.00.00
	22.10.2001
	6 meses
	Prohibidas excepto PV, Bancoldex y contratos previos
	Escasez de la materia prima básica
	Decreto N° 2261, de 22 de octubre de 2001

	Chatarra 
	72.04.21.00.00
72.04.10.00.00
72.04.49.00.00
72.04.29.00.00
72.04.30.00.00
74.04.00.00.00
76.02.00.00.00
78.02.00.00.00
	02.06.2004
	6 meses
	Contingente de exportación semestrales de 4.700 toneladas para 72.04.21.00.00, 72.04.10.00.00, 72.04.49.00.00,  72.04.29.00.00, 72.04.30.00.00, 72.04.41.00.00, 72.04.50.00.00
Contingente de exportación semestrales de 15.200 toneladas para 74.04.00.00.00, 76.02.00.00.00, 78.02.00.00.00
	Escasez de la materia prima básica
	Decreto N° 1771, de 2 de junio de 2004

	Chatarra 
no ferrosa
	74.04.00.00.00
76.02.00.00.00
78.02.00.00.00
	02.08.2004
	6 meses
	Modificó el contingente de exportación de 15.200 toneladas a 12.445 toneladas
	Escasez de la materia prima básica
	Decreto N° 2419 de 2 de agosto de 2004 


Fuente:
Elaborado por la Secretaría en base a información proporcionada por las autoridades.  

186. Colombia mantiene compromisos de aplicar restricciones a las exportaciones de ciertos productos según la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres, el Convenio de Basilea sobre el Control de los Movimientos Transfronterizos de los Desechos Peligrosos y su Eliminación y el Protocolo de Montreal Relativo a las Sustancias que Agotan la Capa de Ozono.  Están también restringidas las exportaciones de bienes que forman parte del patrimonio cultural, artístico, arqueológico e histórico de Colombia.  
187. Se aplican prohibiciones de exportación del café cuando no se cumplen las normas de calidad establecidas por el Comité Nacional de Cafeteros.
  Adicionalmente, se puede exigir una retención cafetera, en especie parcial o totalmente
, cuando el Comité Nacional de Cafeteros juzgue que la acumulación de existencias no puede ser atendida por compras de la Federación Nacional de Cafeteros o cuando así lo impongan obligaciones de Colombia ante convenios internacionales de café. 
iv) Subvenciones y otros beneficios fiscales asociados a la exportación
a) Subvenciones

188. En diciembre de 2001, Colombia presentó una solicitud
, bajo el artículo 27 del Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias (ASMC), de una prórroga del período de transición para continuar con la aplicación de los programas de subvenciones a la exportación con respecto de los programas de las zonas francas, los Sistemas Especiales de Importación-Exportación (SIEX) de Bienes de Capital y Repuestos y el Mecanismo de Compensación del Transporte.  La solicitud fue hecha en virtud de lo establecido en el numeral 10.6 de la Decisión Ministerial sobre las Cuestiones y Preocupaciones Relativas a la Aplicación (WT/MIN(01/17) del 14 de noviembre de 2001.
  

189. Con respecto a los programas de zonas francas y de SIEX de Bienes de Capital y Repuestos, el Comité de Subvenciones y Medidas Compensatorias determinó
 que el período de transición para la eliminación de las subvenciones a la exportación no se prorrogaría más allá del 31 de diciembre de 2006, incluido el plazo final de dos años, según lo establece el artículo 27.4 del ASMC.

190. Con respecto al programa CERT, el Decreto Presidencial N° 033 de 2001 y el Decreto N° 1989 de 2002 redujeron las tasas del CERT a cero, eliminando de dicha forma el componente de subsidio que se otorgaba bajo dicho programa.

191. Según las autoridades, en el marco del Acuerdo sobre la Agricultura de la OMC, Colombia ha mantenido sus compromisos de reducción progresiva de sus desembolsos presupuestarios destinados a subvenciones a la exportación bajo el SIEX y el CERT (ver también IV 2)).  

b) Régimen de zonas francas

192. El cuadro III.11 presenta los diferentes tipos de incentivos que conforman el sistema original de zonas francas.  Los incentivos para los usuarios
 de las zonas francas incluyen exenciones sobre el impuesto a la renta (ver también sección 4) i) infra).  El régimen de zonas francas no incluye exenciones a impuestos tales como impuestos a los combustibles. 

Cuadro III.11
Incentivos que han existido para los usuarios de las zonas francas

	Tipo de incentivo
	Incentivo

	Exención de impuestos sobre la renta
	Exención del pago de impuesto de renta (38,5 por ciento en 2006) y de remesas (7 por ciento) sobre:  ingresos por ventas a mercados externos (terceros países, contratos de importación-exportación Plan Vallejo, a otras zonas francas, licitaciones internacionales);  pagos al exterior de intereses y servicios técnicos;  ingresos por actividades autorizadas dentro de la zona franca; remesas de utilidades de empresas extranjeras.
El artículo 5, de la Ley N° 1004 de 2005 establece como impuestos sobre la renta:  (i) el 15 por ciento a partir del 1° de enero de 2007 para usuarios de las zonas francas;  (ii) la tarifa general vigente para los usuarios comerciales de la zona franca.

	Exención de arancel, IVA 
	Exención de pago de:  derechos arancelarios;  IVA o impuesto a las ventas.  Para los bienes exportados desde Colombia a la zona franca, la exención del IVA la recibe el exportador colombiano.

	Facilidades de crédito
	Facilidades de crédito para usuarios industriales de las zonas francas:  líneas especiales del Bancoldex para financiar a empresas exportadoras;  Bancoldex se encarga de la línea de crédito del Instituto de Fomento Industrial (IFI-Banco Mundial) para activos fijos (relocalización en zonas francas). 

	Movilidad fuera de las zonas francas sin pago de arancel o IVA
	Se permiten operaciones de tránsito aduanero desde puertos y aeropuertos internacionales hacia zonas francas.

	Cambiario
	Libertad de posesión y negociación de divisas convertibles dentro de la zona franca;  posibilidad de mantener divisas en depósitos o cuentas corrientes en bancos colombianos o del exterior.  No se reintegran divisas al mercado cambiario.

	CERT
	El Decreto N° 727 de 1997 define como exportación la salida del territorio colombiano de bienes que se han transformado en una zona franca y otorga a los usuarios industriales el derecho a recibir un CERT en las mismas condiciones que para las demás exportaciones.  El CERT se liquida sobre el valor agregado en la zona franca sin incluir el valor de las materias primas aplicando el nivel fijado por el Gobierno a la subpartida arancelaria correspondiente.


Fuente:
Ley N° 1004 de 2005;  Estatuto Tributario;  MCIT
;  Decreto N° 727 de 1997;  Decreto N° 2233 de 1996.

193. El Decreto N° 4271 de 2005 transfirió la administración de las zonas francas del MCIT
 a la DIAN desde el 1° de diciembre de 2005.
  No existe ningún límite a las exportaciones de las zonas francas al territorio aduanero colombiano.  El ingreso de mercancías al territorio aduanero colombiano provenientes de las zonas francas se considera una importación (artículo 399 del Decreto N° 2685 de 1999).  Las ventas al exterior a partir de una zona franca no se cuantifican como exportaciones de Colombia.  La introducción de bienes del exterior a la zona franca no se considera importación, y no se incluye en las estimaciones oficiales de importaciones colombianas.  Según las autoridades, dentro de las operaciones permitidas entre los usuarios de zonas francas previstas en el artículo 408 del Decreto N° 2685 de 1999, no se contempla la exportación entre zonas francas.

194. Las principales actividades industriales en las zonas francas son manufactura, procesamiento de mercancías y ensamblaje y producción de textiles, ropa, calzado y electrónicos.  En 2003 operaban 437 empresas en 11 zonas francas
 que generaban 23.513 empleos directos y ventas totales por 787,4 millones de dólares EE.UU., de las cuales el 49,5 por ciento fueron exportaciones al resto del mundo y el 50,5 por ciento exportaciones al territorio aduanero de Colombia.  
195. El artículo 69 de la Ley N° 863 de 2003 deroga, a partir del 31 de diciembre de 2006, los siguientes tres artículos que conceden exenciones del impuesto de renta para los usuarios industriales de las zonas francas
:  (i) el artículo 213 del Estatuto Tributario ("Las personas jurídicas usuarias de las Zonas Francas Industriales estarán exentas del impuesto de renta y complementarios, correspondiente a los ingresos que obtengan en el desarrollo de las actividades industriales realizadas en la Zona");  (ii) el artículo 213, literal m) del artículo 322 del Estatuto Tributario para casos en los cuales no se aplica el impuesto de remesas a ingresos obtenidos en las actividades industriales de zonas francas industriales; (iii) el artículo 15 de la Ley N° 109 de 1985 relacionado con usuarios industriales de bienes de las zonas francas.

196. Las modificaciones legales más recientes adoptadas por Colombia a su programa de zonas francas están dadas en la Ley N° 1004 de 2005 que establecieron nuevos criterios para las zonas francas como instrumento para generar empleo, captar nuevas inversiones, actuar como polo de desarrollo regional, desarrollar procesos industriales productivos y simplificar procedimientos de comercio.  El objetivo anterior (Decreto N° 2233 de 1996) era promover el proceso de industrialización de bienes y la prestación de servicios, destinados primordialmente a mercados externos.  
197. La Ley N° 1004 de 2005 convirtió en contribuyentes del impuesto de la renta a los usuarios de zonas francas a partir del 1° de enero de 2007 con una tasa única del 15 por ciento, salvo para los usuarios comerciales cuya tasa es la general vigente (del 38,5 por ciento en 2006).
  

c) Sistemas Especiales de Importación y Exportación

198. El Sistema Especial de Importación y Exportación (SIEX) o Plan Vallejo, es un régimen que permite importar temporalmente insumos, materias primas, bienes intermedios o bienes de capital y repuestos, que se empleen en la producción de bienes de exportación o destinados a la prestación de servicios directamente vinculados a la producción o exportación de estos bienes.  Cambios en años recientes a este régimen
 incluyen la Resolución MINCOMEX N° 0011 de 2003 y el Decreto N° 1811 de 2004 sobre los límites de los beneficios del programa SIEX para bienes de capital y repuestos.  A través del Decreto N° 4271 de 2005 la DIAN asumió la administración de los SIEX y el Decreto N° 4553 de 2005 introdujo cambios adicionales y derogó la constitución de garantías.
199. Los incentivos a través del SIEX se otorgan como exención total de los derechos de aduanas que causen la importación de los bienes y el pago diferido del IVA en un plazo de cinco años al importar bienes de capital y repuestos que se destinen a la instalación, ensanche o reposición de unidades productivas para producir bienes de exportación.  Son elegibles las personas naturales o jurídicas que sean productores, exportadores, o comercializadores que estén inscritos en el Registro Único Tributario.  Por medio del programa SIEX no se otorgan reducciones sobre el impuesto a la renta.  El cuadro III.12 presenta la información relacionada a los incentivos otorgados en el programa SIEX.

Cuadro III.12

Datos estadísticos del impacto del programa SIEX 1998-05

(Millones de $EE.UU.)

	Año
	Importaciones de bienes de capital beneficiadas por 
el programa
	Exportaciones realizadas por empresas beneficiarias del 
programa notificado
	Valor del incentivo
(sacrificio fiscal)
	Exportaciones totales

	1998
	458,8
	4.139,1
	49,2
	10.865

	1999
	545,3
	5.494,1
	60,3
	11.617

	2000
	512,5
	6.340,4
	53,0
	13.114

	2001
	379,8
	5.630,2
	60,8c
	13.32

	2002
	228,3
	5.462,4
	34,9c
	12.902

	2003
	387,7
	6.350,0
	27,9d
	13.092

	2004
	243,3
	7.926,5
	27,8b
	16.729

	2005
	264,6a
	2.849,1b
	28,4c
	21.187,1


a
Aplicativo SIEX - Importaciones registradas, Mincomercio

b
DANE-DIAN.  Elaborado por OEE, Mincomercio.

c
Oficina de Sistemas de Información, Ministerio de Comercio, Industria y Turismo.

d
DIAN.

Fuente:
Datos de las autoridades notificados a la OMC en G/SCM/N/146/COL, 5 de septiembre de 2006.

200. Bajo el programa SIEX se ha cubierto en años recientes a más de la mitad de las exportaciones totales de Colombia.  Según datos de las autoridades, en 2004 la mayor parte de los beneficios del programa se concentraban sobre la importación de materias primas (70,4 por ciento), seguido de bienes de capital (18,4 por ciento) y en tercer lugar, otros, incluido repuestos (6,1 por ciento).
  Para 2005, los porcentajes correspondientes son: materias primas (84,2 por ciento), bienes de capital (12,3 por ciento) y otros incluidos los repuestos (3,5 por ciento).

201. El programa SIEX requiere que el valor de las exportaciones de empresas beneficiarias represente por lo menos el 70 por ciento de los aumentos de producción.  La importación de bienes de capital destinados a la prestación de servicios vinculados a la producción o exportación de bienes debe generar exportaciones equivalentes a 1,5 veces del valor f.o.b. (en dólares EE.UU.) de la importación autorizada.  Para materias primas, insumos, productos semimanufacturados y partes de maquinaria se requiere que se exporte en valor por lo menos 1,5 veces el valor importado.
202. Como se señaló en la subsección iv) supra, Colombia se comprometió a que el período de transición para la eliminación de las subvenciones a la exportación del SIEX de bienes de capital y repuestos no se prorrogaría más allá del 31 de diciembre de 2006, incluido el plazo final de dos años.  Igualmente, el pago diferido del IVA no se extendería más allá del 31 de diciembre de 2006.  

d) Régimen de Comercialización Internacional

203. El régimen de Comercialización Internacional (C.I.), creado por la Ley N° 67 de 1979
, se maneja como un instrumento de apoyo a las exportaciones con un beneficio tributario que permite comprar productos colombianos en el mercado interno con destino a la exportación, libres del IVA y por lo tanto sin haber retenido el IVA en la fuente.  Las empresas acogidas a este régimen expiden un Certificado al Proveedor el cual se utiliza como documento de exportación que permite de dicha forma no facturar el IVA ni realizar su retención en la fuente.  La responsabilidad de realizar la exportación recae en cada empresa comercializadora internacional.  Cualquier sociedad regida por el Código de Comercio puede solicitar ante la DIAN su inscripción en el Registro de Sociedades de Comercialización Internacional.

204. Los productos que se exportan por medio de una empresa comercializadora internacional deben ser de origen nacional.  En el caso de que un producto tenga componente extranjero, dicho componente necesariamente debe cumplir con las normas de origen exigidas, de tal forma que el producto final sea colombiano.  La oficina de origen del MCIT determina el origen del bien.

205. El total de las exportaciones a través de las C.I. en 2003 fue de 2.900 millones de dólares EE.UU., equivalente al 21 por ciento del total de exportaciones de Colombia.

e) Zonas Económicas Especiales de Exportación
206. La Ley N° 677 de 2001 reglamentó las Zonas Económicas Especiales de Exportación (ZEEE) y estableció las zonas especiales de Buenaventura, Cúcuta, Ipiales y Valledupar.  El Decreto N° 045 de 2003 extendió los beneficios de las ZEEE al municipio de  Tumaco.  El Decreto N° 1227 de 2002 reglamentó parcialmente la Ley N° 677 sobre tratamientos excepcionales para regímenes territoriales.  

207. Colombia listó la Ley N° 677 de 2001 de las ZEEE dentro de su notificación sobre subsidios a la exportación.
  Se notificó de esta manera que las ZEEE son un sistema adyacente de las Zonas Francas, en la medida que las normas aduaneras y tributarias de las Zonas Francas son aplicables a las ZEEE.

208. Las ZEEE persiguen atraer inversión para expandir exportaciones industriales.  Se estableció como requisito de admisibilidad al programa ZEEE que un 80 por ciento de las ventas deben ser destinadas a mercados externos.  Las exportaciones industriales que empleen materias primas agropecuarias requieren exportar la totalidad de los bienes obtenidos.  
209. En 2005, los beneficios disponibles para los proyectos de las ZEEE
 eran equivalentes a los otorgados a los usuarios industriales de las zonas francas, es decir (i) exención del impuesto sobre la renta y de remesas en relación a los pagos, abonos en cuenta y transferencias al exterior por concepto de intereses y servicios técnicos;  (ii) en materia aduanera, exención del pago de derechos arancelarios
;  y (iii) los proyectos de infraestructura elegibles están exentos del impuesto de renta y complementarios.  La Ley N° 1004 de 2005 derogó de la Ley N° 677 de 2001, el beneficio de la exención del impuesto sobre la renta la parte proporcional de los ingresos obtenidos por ventas a mercados externos.
210. Adicionalmente, el Artículo 15 de la Ley N° 677 de 2001 establece condiciones especiales en las ZEEE que permiten, entre otros, la reducción en un 50 por ciento de los aportes de la empresa al Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA), al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y a las cajas de compensación.
  

211. Las autoridades informaron que el régimen de las ZEEE nunca ha sido utilizado en la práctica.

f) El Certificado de Reembolso Tributario (CERT)

212. El CERT fue utilizado como instrumento de apoyo a las exportaciones cuando los exportadores reintegraban las divisas que habían obtenido fruto de sus exportaciones.  El programa comprendía el reembolso de la totalidad o de una proporción de los impuestos, tasas y contribuciones pagados por el exportador
, así como un elemento de subvención que se otorgaba si la porción de la devolución era superior al monto de los impuestos indirectos que pagaba el exportador.
  El CERT fue notificado
 a la OMC como un programa que mantenía subvenciones a las exportaciones (ver subsección iv) supra).  
213. En 1998 se otorgaron Certificados por un valor de 67,4 millones de dólares EE.UU., en 1999 el nivel otorgado subió a 74,6 millones de dólares EE.UU. y en 2000 fue de 54,4 millones de dólares EE.UU.  El nivel del incentivo para el mismo período fue de 14,4 millones, 12,3 millones y 10,6 millones de dólares EE.UU., respectivamente.
  La Ley N° 779 de 2002 aprobó Col$300.000 millones (alrededor de 1.200 millones de dólares EE.UU.) para el pago del derecho CERT en 2003 por exportaciones realizadas en 2002 y años anteriores, de los cuales se pagaron Col$170.000 millones.  
214. El CERT era principalmente un instrumento de promoción de las exportaciones no tradicionales.  Sin embargo, el uso del programa por un reducido grupo de bienes aumentó del 24 por ciento utilizado sobre 10 productos entre 1992-96 al 42 por ciento entre 1997-01.  En el período 1997-01, el 26 por ciento del programa se utilizaba solamente para dos productos (plátanos y pigmentos para la fabricación de pinturas).  De dicha manera, el CERT dejó de funcionar en la práctica como un instrumento general de promoción.
 

215. Como se ha indicado, el Decreto Presidencial N° 033 de 2001 y el Decreto N° 1989 de 2002 redujeron las tasas del CERT a cero eliminando así el componente de subsidio del CERT.  El último año para el cual se reconoce el incentivo en la devolución de impuestos en el CERT fue 2002.

216. Dado que existía un rezago en los reconocimientos de CERT previamente expedidos, el Decreto N° 2990 de 2005 modificó el reconocimiento del derecho al CERT fraccionado en cuatro certificados de igual valor los cuales pueden ser utilizados durante los años fiscales 2005, 2006, 2007 y 2008, con el propósito de armonizar los compromisos de reembolso.

g) Otros programas

217. El artículo 33 de la Ley N° 788 de 2002 introdujo beneficios tributarios para cualquier empresa clasificada como Usuario Altamente Exportador (ALTEX).  El Capítulo III, Título I, Decreto N° 2685 de 1999 requiere que para ser considerado como ALTEX se exporte el 30 por ciento de las ventas (2 millones de dólares EE.UU. o más) o se haya exportado anteriormente 21 millones de dólares EE.UU.
  Los beneficios otorgados consisten en exonerar del pago del IVA las importaciones de maquinaria industrial que no se produzca en el país y que sea destinada a la transformación de materias primas.
218. Según datos de las autoridades, en 2005, los Usuarios Aduaneros Altamente Exportadores presentaron 5.096 declaraciones de exportación por un valor f.o.b. de 349,6 millones de dólares EE.UU. 
219. Colombia notificó
 al Comité de SMC de la OMC en 1997 y en 2002 el Mecanismo de Compensación al Transporte (MCT)
 como un incentivo para exportar a países con los que no se cuenta con servicios de transporte directo.  A través del MCT se otorgaba un incentivo de compensación del 26 por ciento del valor total del flete hasta el país de destino durante los primeros tres años y del 13 por ciento para el cuarto y quinto año.  El mecanismo fue administrado por Proexport.
  Las autoridades informaron que el programa del MCT se mantuvo vigente para embarques que podían efectuarse hasta el 31 de diciembre de 2002.
  

220. Según datos oficiales sobre el uso del MCT, el número de países de destino de exportaciones sin servicio de transporte directo fue 50 en 2001 y 49 en 2002;  las exportaciones f.o.b. realizadas bajo el programa alcanzaron 15 millones de dólares EE.UU. en 2001 y 30,7 millones en 2002
;  el valor del incentivo alcanzó 433.000 dólares EE.UU. en 2001 y 813.000 dólares EE.UU.
 en 2002.
 
221. Colombia no cuenta con un sistema de devolución posterior de impuestos (draw back).

v) Financiación, seguro y garantías

222. La principal institución de financiación de exportaciones no agrícolas continúa siendo el Banco de Comercio Exterior de Colombia (Bancoldex), banco de economía mixta vinculado al MCIT que tiene al Gobierno como su mayor accionista.
  Bancoldex funciona como un banco de segundo piso estatal, no desembolsa directamente a los empresarios sino que presta mediante operaciones de redescuento a través de los intermediarios previamente autorizados (ver también 4) v) a) y IV) 7) ii)).  

223. Bancoldex atiende a todas las empresas de la cadena exportadora.  Entre los programas que mantiene se encuentran:  (i) línea de crédito postembarque proveedor con que se realiza la compra de títulos valores a los exportadores colombianos, generados en una operación de compraventa a plazo, garantizados por un intermediario financiero domiciliado dentro o fuera del país del importador extranjero;  (ii) línea de crédito comprador con la que se financia al comprador extranjero de bienes y servicios colombianos, a través de intermediarios financieros domiciliados dentro o fuera del país del importador;  (iii) operación bancaria internacional con la que Bancoldex ofrece como complemento al servicio de financiación la confirmación o aviso de cartas de crédito de exportación y la gestión y negociación de cobranzas documentarias.  El cuadro III.13 presenta los desembolsos efectuados bajo estos programas.

224. Para las Pymes exportadoras de bienes y servicios a los EE.UU., Bancoldex ofrece un cupo especial ATPDEA que busca financiar las inversiones en maquinaria y equipo exclusivamente.  Las condiciones de estos cupos de crédito se basan en una estructura de tasas que promueva, por parte de los intermediarios financieros, el otorgamiento de créditos a mediano y largo plazo para financiar las inversiones en activos fijos principalmente.  Según las autoridades, estos programas mantienen el costo de financiación dentro de los niveles de tasas de mercado. 

Cuadro III.13

Desembolsos de Bancoldex 1998-05:  Intermediarios del Exterior

(Millones de $EE.UU.)

	
	1998
	1999
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005

	Postembarque
	54,4
	48,8
	34,9
	53,6
	29,1
	26,6
	17,4
	13,0

	Comprador
	0
	0
	0
	2,6
	62,1
	62,10
	30,9
	66,4

	Corresponsal
	0
	0
	0
	0
	0
	15,8
	73,0
	27,9

	Total
	54,4
	48,8
	34,9
	56,2
	91,2
	104,5
	121,4
	107,3


Fuente:
Información suministrada por las autoridades.

225. Bajo el programa de Cupo Especial ATPDEA, a fines de 2002 Bancoldex puso a disposición de las Pymes exportadoras o potencialmente exportadoras Col$200.000 millones (alrededor de 71 millones de dólares EE.UU.) para atender las necesidades de capital de trabajo (Col$80.000 millones) y de modernización de maquinaria y equipo (Col$120.000 millones).
  En 2005, el total de la financiación de exportaciones de Bancoldex alcanzó 107,3 millones de dólares EE.UU. (cuadro III.13).  

226. Las autoridades mencionaron que Colombia no mantiene programas oficiales de seguros o garantías de las exportaciones.  El sector privado presta estos servicios en las condiciones prevalecientes en el mercado.  Sin embargo, Bancoldex es uno de los dos principales accionistas de Segurexpo que es una compañía aseguradora que mantiene un seguro de crédito a la exportación para cubrir riesgos comerciales, políticos y extraordinarios.

vi) Promoción de las exportaciones y ayuda a la comercialización

227. El Decreto N° 2553 de 1999 otorgó al Ministerio de Comercio, Industria y Turismo la responsabilidad de formular la política de promoción de exportaciones teniendo en cuenta las recomendaciones del Consejo Superior de Comercio Exterior, la Junta Asesora de Proexport y la Junta Directiva del Banco de Comercio Exterior.  Proexport es la organización  encargada de la promoción de las exportaciones no tradicionales, turismo y la inversión extranjera.  El Decreto N° 210 de 2003 establece que Proexport tiene un patrimonio autónomo administrado por Fiducoldex el cual está integrado con los recursos del Estado y de ingresos por cobro de servicios.  

228. A través de una red nacional e internacional de oficinas, Proexport brinda apoyo y asesoría a los empresarios para facilitar el diseño y ejecución de estrategias de exportación, inversión y turismo, lo cual incluye, la identificación de oportunidades de mercado, diseño de estrategias de penetración de mercados y planes de acción.  Adicionalmente Proexport ofrece una gama de servicios de preparación y adecuación de oferta exportable incluyendo servicios de información y asesoría.  Proexport también ofrece servicios comerciales de facilitación de negocios tales como asesoría comercial y acompañamiento de las partes para la promoción de las exportaciones y atracción de inversión.  Se ofrece de la misma forma servicios a empresarios extranjeros interesados en adquirir bienes y servicios colombianos o invertir en Colombia y se promueven alianzas con entidades nacionales e internacionales privadas y públicas.

229. Durante 2003-05 Proexport ejecutó, para sus diferentes programas, recursos por Col$118.948 millones (alrededor de 45,6 millones de dólares EE.UU.).

4) Medidas que Afectan a la Producción y el Comercio

i) Marco legal para la operación de las empresas 
230. Colombia ha realizado reformas amplias encaminadas a facilitar la apertura de empresas en años recientes.  Datos del Banco Mundial y de la Corporación Financiera Internacional muestran que el número de trámites necesarios para abrir una empresa cayó de 19 en 2003 a 12 en 2005, y el tiempo para completarlos se redujo de 60 a 43 días.
  En América Latina y el Caribe, la media en 2005 fue de 11 trámites y 63 días.  El costo derivado de la apertura de una empresa en Colombia asciende a una cuarta parte del ingreso per cápita (equivalente a unos 500 dólares EE.UU.), comparado con poco más de la mitad del ingreso per cápita en América Latina y el Caribe.

231. Las principales disposiciones legales relativas a la constitución de una empresa están contenidas en el Código de Comercio.
  Los inversionistas (nacionales y extranjeros) pueden elegir entre varias formas jurídicas para organizar su empresa, incluyendo la sociedad anónima y la sociedad de responsabilidad limitada.  Una sociedad anónima debe contar con al menos cinco accionistas y tres miembros de la junta directiva.
  Una sociedad de responsabilidad limitada puede tener como máximo 25 socios.
  No existen requisitos mínimos de capital para constituir una empresa.  Para las sociedades anónimas, al menos la mitad del capital autorizado debe suscribirse al constituirse la empresa y al menos la tercera parte del capital suscrito debe pagarse.  Para las sociedades de responsabilidad limitada, la totalidad del capital debe pagarse al constituirse la empresa.

232. Para constituir una sociedad en Colombia es necesario protocolizar la escritura pública de constitución ante un notario público en Colombia.  La firma de la escritura pública de constitución genera el pago de derechos notariales que oscilan entre el 0,27 y el 0,3 por ciento del capital asignado.  Además, la sociedad debe ser matriculada en el registro mercantil.
  Este trámite se realiza ante la Cámara de Comercio del domicilio de la sociedad.
  Las cámaras cuentan con un plazo de 15 días para completar este trámite.
  La matriculación de una sociedad está sujeta a los derechos que establece el Decreto N° 393 de 2002 y el impuesto de registro fijado por las asambleas departamentales;  este impuesto oscila entre el 0,3 y el 1 por ciento del capital de la empresa.  Las empresas deben renovar su matrícula cada año.  Existe un Centro de Atención Empresarial en Bogotá que proporciona información sobre los trámites para abrir una empresa y facilita los formularios correspondientes.  Se prevé la apertura de Centros de Atención Empresarial en Cali y Medellín.

233. Las empresas domiciliadas en el extranjero pueden establecerse en Colombia constituyendo una sociedad o abriendo una sucursal.  Sin embargo, existen sectores en los que no se permiten las sucursales de empresas extranjeras, incluyendo los servicios financieros y las telecomunicaciones (véase IV 7) i) y ii)).  Al igual que las sociedades, las sucursales de empresas extranjeras deben protocolizar su escritura pública de constitución ante un notario público en Colombia y matricularse en el Registro Mercantil.

234. La tasa del impuesto sobre la renta fue del 38,5 por ciento en 2005 y 2006.
  Colombia mantiene un impuesto sobre ganancias ocasionales.  La tasa de este impuesto es del 20 por ciento de los ingresos derivados de la venta de activos fijos y la liquidación de una compañía.  Las transferencias al exterior de las utilidades obtenidas en Colombia están sujetas al impuesto a las remesas, cuya tasa comúnmente es del 7 por ciento, aunque puede variar en función del origen de los recursos gravados.  Las sucursales de empresas extranjeras establecidas en Colombia pagan el impuesto a las remesas sobre todas sus utilidades.  Los contribuyentes con un patrimonio neto superior a Col$3.183 millones deben pagar un impuesto al patrimonio del 0,3 por ciento.  Los municipios gravan los ingresos brutos derivados de las actividades industriales, comerciales o de servicios en su territorio, excluyendo las exportaciones.  Las tasas varían dependiendo del municipio.

ii) Política de competencia

a) Marco general

235. Un informe de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo indica que Colombia tiene un nivel relativamente elevado de concentración de la actividad industrial.

236. Las disposiciones principales sobre prácticas comerciales restrictivas están contenidas en la Constitución, en la Ley N° 155 de 1959, y en los Decretos N° 1302 de 1964 y N° 2153 de 1992.  El Ministerio de Industria, Comercio y Turismo es la entidad encargada de formular la política de competencia.
  La Superintendencia de Industria y Comercio es la entidad responsable de "velar por la observancia de las disposiciones sobre promoción de la competencia y prácticas comerciales restrictivas ... sin perjuicio de las competencias señaladas en las normas vigentes a otras autoridades".
  Las autoridades responsables de controlar las prácticas anticompetitivas en áreas determinadas son:  la Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil (transporte aéreo), la Comisión Nacional de Televisión (televisión), la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios (acueducto, alcantarillado, aseo, energía eléctrica, telefonía pública básica conmutada y distribución de gas) y la Superintendencia Financiera.
  Varios estudios han señalado que la dispersión entre varias entidades de las funciones relativas a la aplicación de las normas sobre competencia es susceptible de dar lugar a un tratamiento asimétrico de conductas similares.
  También pudiera crear confusión entre los agentes económicos y entre las entidades de competencia, por ejemplo cuando una conducta anticompetitiva comprende empresas en distintos sectores.  En el contexto del presente Examen, las autoridades indicaron que están realizando esfuerzos encaminados a redefinir las responsabilidades de los organismos con responsabilidades en materia de competencia.

237. La Constitución reconoce el "derecho de todos" a la libre competencia.  Atribuye al Estado la obligación de impedir que "se obstruya o se restrinja la libertad económica" y de evitar "cualquier abuso que personas o empresas hagan de su posición de dominante en el mercado nacional".
  Las conductas anticompetitivas que prohíbe la legislación nacional abarcan los actos y los acuerdos previstos en los artículos 46-48 del Decreto N° 2153 de 1992.  El artículo 50 del mismo Decreto estipula que también existen disciplinas relativas al abuso de la posición dominante.

238. Existen algunas excepciones a la aplicación de las normas sobre competencia.  El artículo 1 de la Ley N° 155 de 1959 permite que el Gobierno autorice acuerdos que busquen "defender la estabilidad de un sector básico de la producción de bienes o servicios de interés para la economía general", aunque dichos acuerdos limiten la libre competencia.  Los sectores básicos son "todas aquellas actividades económicas que tengan o llegaren a tener ... importancia fundamental para estructurar racionalmente la economía del país y abastecerlo de bienes o servicios indispensables al bienestar general", incluyendo el vestido, la sanidad y la vivienda de la población colombiana;  la producción y distribución de combustibles;  y la prestación de los servicios bancarios, educativos, de transporte, energía eléctrica, acueducto, telecomunicaciones y seguros".
  Las autoridades colombianas indicaron que la Superintendencia de Industria y Comercio ha autorizado un acuerdo (en el sector textil) en el marco de esta disposición.  Asimismo, quedan excluidos de la aplicación de las normas sobre competencia:  los acuerdos que buscan fomentar la cooperación en investigaciones y desarrollo de nueva tecnología;  los acuerdos sobre normas, estándares y medidas que no sean obligatorias, siempre y cuando no limiten la entrada de competidores al mercado;  y los que se refieren al uso de facilidades comunes.

239. Las operaciones de integración entre empresas cuyos ingresos operacionales anuales en conjunto sean iguales o superiores a 100.000 salarios mínimos legales mensuales vigentes y cuyos activos totales en conjunto sean iguales o superiores a 100.00 salarios mínimos legales mensuales vigentes deben ser notificadas a la SIC para que ésta determine si "la operación genera una indebida restricción a la competencia".
  Las demás operaciones de integración no están sujetas a requisitos de notificación.  Las empresas que participen en operaciones sujetas al requisito de notificación deben proporcionar a la Superintendencia la información prevista en la Circular Única.
  La Superintendencia cuenta con 30 días a partir de la recepción de la información para pronunciarse sobre la operación.  Si no se pronuncia dentro de este plazo, la operación queda aprobada.  Corresponde a las empresas determinar si deben notificar a la Superintendencia.  Entre 2000 y 2005, la Superintendencia de Industria y Comercio recibió cerca de 590 notificaciones de fusiones y adquisiciones.  La Superintendencia presentó objeciones en cuatro ocasiones y fijó condiciones en otras 24.

240. La Superintendencia de Industria y Comercio puede iniciar investigaciones sobre presuntas infracciones a las normas de competencia de oficio o a solicitud de un tercero.  Durante el curso de una investigación, el Superintendente puede ordenar su clausura "cuando a su juicio el presunto infractor brinde garantías suficientes de que suspenderá o modificará la conducta por la que se le investiga".
  La sanción máxima que puede imponer la Superintendencia asciende a 2.000 salarios mínimos mensuales para las empresas y 300 salarios mínimos mensuales para las personas naturales.
  Las sanciones adoptadas por la Superintendencia como resultado de una investigación no requieren autorización judicial.  Entre 2002 y 2005, la Superintendencia recibió unas 250 denuncias de conductas que afectan la libre competencia y realizó 37 averiguaciones de oficio.  Durante el mismo período, abrió cerca de 61 investigaciones, aplicó sanciones en 19 ocasiones y aceptó garantías en otras 41.  Las autoridades colombianas indicaron que no disponen de información acerca de los sectores de la economía a los que corresponden estas investigaciones.

b) Disposiciones andinas

241. Las disposiciones andinas sobre competencia se aplican únicamente a las prácticas anticompetitivas cuando se originan en uno o más países miembros y cuyos efectos reales se produzcan en uno o más países miembros, excepto cuando el origen y el efecto se produzcan en un único país;  y cuando se originan en un país no miembro y cuyos efectos reales se produzcan en dos o más países miembros.  Para las demás situaciones, se aplica la legislación nacional.

242. La entrada en vigor de la Decisión N° 608 de la Comisión de la Comunidad Andina en abril de 2005 resultó en importantes reformas al régimen de competencia andino.  En el marco de la Decisión N° 608 no es necesaria la demostración de causalidad entre una práctica anticompetitiva y el perjuicio a la industria para que se pueda sancionar dicha práctica, como sucedía en el marco de la legislación anterior.
  El requisito de probar la causalidad entre la práctica anticompetitiva y el perjuicio constituía una de las principales debilidades del régimen anterior.
  Al igual que la norma precedente sobre competencia, la Decisión N° 608 no contiene disposiciones sobre las fusiones y adquisiciones.

243. Otro cambio fundamental que resultó de la entrada en vigor de la Decisión N° 608 es la facultad de la Secretaría General de la Comunidad Andina para imponer multas de hasta un 10 por ciento de los ingresos totales brutos del infractor en el año anterior a la fecha de su decisión.
  Anteriormente, la Secretaría General podía autorizar como medida correctiva la disminución del arancel aplicado por el país afectado.  La Decisión N° 608 contempla la creación de un Comité Andino de Defensa de la Libre Competencia integrado por un representante de la autoridad nacional de competencia de cada país miembro.  El Comité tiene un papel consultivo.

244. No se ha realizado ninguna investigación en el marco de la Decisión N° 608 (abril de 2006).  Cuatro de los cinco procedimientos iniciados en el marco del régimen de competencia anterior fueron en contra de empresas colombianas (cuadro III.14).  

245. Las autoridades señalaron que Colombia no ha suscrito acuerdos de cooperación en materia de competencia con otros países.

Cuadro III.14

Procedimientos andinos en materia de competencia que involucran a empresas colombianas, enero de 2006

	Solicitante
	Parte acusada
	Conducta
	Resultado
	Referenciaa

	Confederación Nacional de Palmicultores y Empresas de Palma Aceitera del Perú CONAPAL;  Industrias del Espino S.A.;  Industrial Alpamayo S.A.;  ALICORP S.A.A.;  y Ucisa S.A. (Perú)
	Palmicultores colombianos
	Fijación de los precios del aceite crudo de palma y derivados
	Investigación en curso;  el recurso interpuesto por los palmicultores colombianos fue desestimado
	Resolución N° 892 de la Secretaría General de la Comunidad Andina, 14 de enero de 2005

	Gobierno de Bolivia
	Del Llano, S.A. (Colombia)
	Intento por limitar la importación de oleaginosas de Bolivia
	Solicitud de investigación improcedente
	Resolución N° 389 de la Secretaría General de la Comunidad Andina, 8 de mayo de 2000

	Polipropileno Biorientado del Ecuador Cía. Ltda.
	Polipropileno del Caribe S.A. (Colombia) y Polipropileno de Venezuela S.A.
	Negativa de suministrar insumo
	Investigación negativa
	Resolución N° 011 de la Secretaría General de la Comunidad Andina, 9 de septiembre de 1997

	Sociedad Mercantil Importadora y Exportadora de Azúcar IMEZUCAR S.A. (Venezuela)
	Centrales azucareras venezolanas y colombianas
	Fijación de precios, imposición de destinos al producto vendido, limitación de exportaciones, limitación de la venta de azúcar a los empacadores y distribuidores en Venezuela;  abuso de posición de dominio
	Investigación negativa
	Resolución N° 420 de la Junta del Acuerdo de Cartagena, 1° de agosto de 1996

	Gobierno de Colombia (a nombre de la Asociación Colombiana de Industrias Plásticas)
	Petroquímica de Venezuela PEQUIVEN
	Negativa de suministrar ortoxileno a dos empresas colombianas
	Solicitud de investigación improcedente
	Resolución N° 326 de la Junta del Acuerdo de Cartagena, 15 de octubre de 1992


a
Únicamente se hace referencia al documento más reciente.

Fuente:
Secretaría de la OMC en base a información en línea de la Secretaría General de la Comunidad Andina.  
Consultado en:  http://www.comunidadandina.org.

iii) Control de precios

246. La Ley N° 81 de 1988 faculta al Gobierno para controlar los precios.  El Gobierno puede someter los precios a control directo en cualquiera de las etapas de producción o distribución de un producto, o definir los criterios que deben seguir los productores o distribuidores al fijar sus precios.
  La Superintendencia de Industria y Comercio y los alcaldes son los responsables de investigar y sancionar las contravenciones a las normas sobre control de precios.

247. En la práctica, el Gobierno no interviene en la fijación de los precios, excepto en relación con unos pocos productos, incluyendo la gasolina, algunos medicamentos, gas natural y gas licuado de petróleo, agua potable, saneamiento básico, y electricidad (véase IV 6)).

iv) Comercio de Estado, empresas públicas y privatización

248. En sus notificaciones a la OMC sobre las empresas comerciales del Estado Colombia ha incluido a empresas que producen y comercializan licores.
  Sobre dichas notificaciones Colombia recibió preguntas y ofreció respuestas
 relacionadas con el régimen de licores y con el Instituto de Mercadeo Agropecuario (IDEMA).  A través del IDEMA se mantenía un monopolio de importación de bienes agropecuarios lo cual fue suprimido con la Ley N° 7 de 1991;  el Decreto Nº 1.675 de 1997 liquidó el IDEMA.

249. En 2004 Colombia notificó
 14 empresas Departamentales con derechos exclusivos a la producción, importación, exportación y venta de licores destilados (se exceptúan los vinos, vinos espumosos, aperitivos y similares cuya producción y distribución son libres).
  Los comerciantes particulares pueden exportar e importar licores en base a contratos que establecen la cantidad y la participación porcentual del Departamento en el precio de venta.

250. La participación del Estado en la producción y el suministro de otros bienes y servicios ha sido tradicionalmente importante a través de numerosas empresas industriales y comerciales o sociedades de economía mixta.  A principios de 2006 existían 68 empresas descentralizadas
 que operaban en los sectores de defensa (4), desarrollo (3), energía (15), justicia (1), finanzas (20), minas (3), telecomunicaciones (6), seguridad social (14) y transporte (2).  La participación de empresas estatales en actividades de comercio se concentra en petróleo (véase IV) 4)).

251. En años recientes Colombia ha proseguido con la privatización de empresas estatales.  El marco legal para los procesos de enajenación (privatización) se toma del Artículo 60 de la Constitución y de la Ley N° 226 de 1995.  Esta Ley estableció que la venta de la participación estatal en una empresa debe realizarse en dos etapas, la primera destinada al sector solidario y la segunda, al público en general.  Durante la primera etapa se deben otorgar condiciones especiales de plazo y créditos al sector solidario.
  Las principales enajenaciones se han realizado en los sectores de electricidad
, minería e hidrocarburos
 y financiero
 (ver también el capítulo IV).  A partir de 2004, se creó el Comité de Aprovechamiento de Activos Públicos (CAAP) formado por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el Departamento Nacional de Planeación y el Fondo Financiero de Proyectos de Desarrollo (FONADE) que es una entidad especializada en administración de proyectos y banca de inversión, y que realiza las  labores de valorar, estructurar y vender los activos públicos de acuerdo con la estrategia aprobada por el Consejo Nacional de Política Económica y Social. 
v) Incentivos

252. Las políticas de incentivos y apoyo empresarial se definen de acuerdo a los lineamientos del Plan Nacional de Desarrollo (programas de apoyo a las Mipymes);  los CONPES 3280 y 3297 de 2004 (adecuación de los instrumentos para el desarrollo empresarial y la agenda interna);  y a las Leyes N° 590 de 2000 y N° 905 de 2004 que crean un marco jurídico y establecen incentivos al fomento y promoción de las empresas.  La orientación de los programas se dirige a apoyar la modernización y capacidad productiva y tecnológica, la asociatividad empresarial, y el acceso a fuentes de financiamiento y a mercados.  
253. Los incentivos a la inversión privada se introducen principalmente mediante exenciones tributarias de diversa índole
;  deducciones del impuesto sobre la renta en relación a inversiones en activos fijos productivos (Ley N° 863 de 2003);  y el estímulo al acceso al crédito
 a través del fomento del microcrédito, más líneas de redescuento, ampliación de las garantías del Fondo Nacional de Garantías (FNG) y uso de la fiducia mercantil para realizar inversiones.
  En 2004, el costo fiscal de las exenciones del impuesto sobre la renta a empresas para apoyar su actividad o el desarrollo de nuevos sectores fue de alrededor de 1.447 millones de dólares EE.UU.
 
254. Se utilizan recursos públicos para mejorar la productividad de las empresas en la cofinanciación de programas de creación de empresas, innovación y tecnología, asistencia técnica y fomento de exportaciones.  Se apoya así el Sistema Nacional de Innovación y otras iniciativas que benefician a las empresas a través de centros de desarrollo productivo y educación.  Las micro, pequeñas y medianas empresas que requieran asistencia para la reconversión pueden acceder a beneficios que se obtienen a través de Colciencias, el Servicio Nacional de Aprendizaje (Sena), el MCIT (Fondo Colombiano de Modernización Tecnológico de Mipymes – Fomipyme), programas de promoción a las exportaciones;  y el Programa Nacional de Productividad y Competitividad (PNPC).
  Los principales fondos utilizados entre 2002-03 fueron:  Fomipyme, Col$35.000 millones (alrededor de 13 millones de dólares EE.UU.);  PNPC, Col$1.061 millones (394.000 de dólares EE.UU.);  Colciencias, Col$209.246 millones (77,7 millones de dólares EE.UU.)  y Sena Col$75.500 millones (28 millones de dólares EE.UU.).  El Fondo de cofinanciación Fomipyme funciona como una cuenta adscrita al MCIT con una asignación anual de Col$20.000 millones (alrededor de 8,6 millones de dólares EE.UU.).  Existen también programas de desarrollo empresarial para apoyar la asociatividad empresarial entre las cadenas productivas. 
255. En el proyecto de Reforma Tributaria presentado en 2006 al Congreso, se incluyen propuestas de modificaciones a los incentivos fiscales de desarrollo empresarial. 
b) Programas de crédito

256. Los recursos públicos de crédito que se ponen a disposición de los empresarios se canalizan a través de líneas de redescuentos a los intermediarios financieros.  Los programas de crédito oficial durante el período bajo examen fueron afectados por la crisis financiera de 1998 que llevó al Gobierno a adoptar medidas de apoyo a entidades financieras y deudores.  Dicho apoyo fue canalizado por el Fondo de Garantías de Instituciones Financieras (FOGAFIN), que asumió el control de las entidades financieras del sector público y privadas (véase IV 7) ii)).  El costo de dicha operación en porcentaje del PIB de 2004 se calcula en 2,6 por ciento.

257. Bancóldex ofrece cupos especiales de crédito a las micro, pequeñas y medianas empresas (véase v) supra).  Existe un cupo especial de crédito con cobertura nacional para las Pymes que desarrollan proyectos encaminados a mejorar sus niveles de productividad y competitividad.  Los créditos varían según el tamaño de la empresa y el uso del capital y están destinados a financiar, entre otros, inversiones en capital fijo o proyectos para la obtención de tecnología o la creación de infraestructura.    

258. En las operaciones de Bancoldex, los créditos en pesos están sujetos a intereses equivalentes al tipo medio de 90 días de los depósitos a término fijo (DTF) más otros márgenes.  La tasa de referencia del mercado se toma como el promedio (semanal) de 90 días de los certificados de depósito a término.
  El tipo LIBOR, con la adición de cierto margen, se aplica a los créditos en dólares EE.UU.
  El plazo de reembolso para los créditos puede ser de hasta 10 años, incluidos hasta 3 años de período de gracia a capital para operaciones en moneda local y hasta 1 año de período de gracia para operaciones en dólares EE.UU.  Para los intermediarios financieros (bancos de primer piso), en abril de 2006 las tasas para empresas dedicas a mercados externo o nacional variaban entre DTF más dos puntos porcentuales y DTF más 2,30 puntos porcentuales dependiendo del tipo de programa y empresa.

259. Los principales programas de crédito para la financiación empresarial a cargo de Bancoldex desembolsaron alrededor de 1.600 millones de dólares EE.UU. en 2002-03 y 1.900 millones de dólares EE.UU. en 2004-05.
  En 2004-05, Bancoldex y Finagro desembolsaron 3.300 millones de dólares EE.UU. 
260. Otros programas del sector público de apoyo al crédito se realizan a través del Fondo Nacional de Garantías
 (FNG) y del Fondo Agropecuario de Garantías (FAG).  Dichas garantías son para agentes con proyectos financiables que no cuentan con un respaldo adecuado.  El FNG ofrece el apoyo por avales donde las garantías son fianzas que respaldan en forma subsidiada una operación hasta un porcentaje de saldo del capital e intereses corrientes durante toda la vigencia del crédito, o hasta un porcentaje del valor presente neto del contrato de leasing.
  En 2005, las garantías del FNG ascendieron a 1.000 millones de dólares EE.UU., de éstas el 95 por ciento correspondieron a garantías empresariales; las garantías del FAG ascendieron a 360 millones de dólares EE.UU.  Los dos tipos de garantías cubrieron un total de 313.659 beneficiarios. 
261. Para acceder a la garantía del FNG, se debe acudir a un intermediario financiero ante el cual se solicite el crédito.  A través de esta línea se garantizan operaciones de crédito y leasing cuyo destino sea financiar capital de trabajo, inversión fija, capitalización empresarial, investigación, desarrollo tecnológico o creación de empresas.  Las solicitudes deben proceder de empresas no calificadas de riesgo "D" o "E" y del sector no agropecuario primario.

262. El Instituto de Fomento Industrial (IFI) financiaba una gran gama de proyectos industriales pero a partir de septiembre de 2003 ha estado en proceso de liquidación.  En este proceso se efectuó una cesión de activos y patrimonio a Bancoldex.

263. Como se nota en el capítulo IV 2), el Gobierno mantiene programas de apoyo al crédito rural, a través de líneas especiales de crédito del Fondo para el Financiamiento del Sector Agropecuario – FINAGRO.
 
264. El documento de política del Consejo Nacional de Política Económica y Social Conpes N° 3280 ha señalado que la gran variedad de programas de apoyo al desarrollo empresarial ha introducido una falta de unidad en los criterios de aplicación, asignación y evaluación de instrumentos lo cual puede llevar a incoherencias y duplicaciones y disminuir su impacto.

c) Medidas en materia de inversiones relacionadas con el comercio y otras medidas

265. Colombia notificó
 a la OMC como medida en materia de inversiones relacionadas con el comercio (MIC) la política de absorción de la producción agropecuaria definida en la Ley N° 101 (artículo 3) de 1993 y el Decreto N° 1279 (artículo 4(ñ)) de 1994.  El Decreto N° 2439 de 1994 estableció controles a la importación de los productos sujetos a la política de absorción.  En noviembre de 1999, Colombia solicitó
 al Consejo del Comercio de Mercancías de la OMC la extensión del período de transición para la aplicación de la política de absorción y obtuvo una prórroga inicial hasta el 31 de diciembre de 2001, y posteriormente solicitó y obtuvo una prórroga adicional hasta el 31 de diciembre de 2003.
  Colombia notificó
 que el Decreto N° 1473 de 2004 derogó el Decreto N° 2439 de 1994 que establecía los vistos buenos para la importación de productos sujetos a la política de absorción.  

266. Con la eliminación de los controles sobre las importaciones de los productos que estaban sujetos a la política de absorción de la producción doméstica se ha eliminado el mecanismo especifico que implementaba dicha política.  

267. Actualmente, el mecanismo de administración de contingentes arancelarios, por medio de subastas públicas permite importar, a la tasa arancelaria dentro de la cuota, a aquellos importadores que ofrezcan adquirir el mayor volumen de producción nacional para un contingente de importación dado (ver capítulo IV 2)).

268. Colombia y otros miembros de la Comunidad Andina mantuvieron entre 1993 y 1999 un Convenio de Complementación en el Sector Automotor que exigía a empresas ensambladoras la incorporación de un mínimo de material originario.  Colombia notificó
 a la OMC en 1995 dicho Convenio como una MIC.  En septiembre de 1999 se reemplazó dicho acuerdo con otro en vigor desde enero de 2000 que no establece requisitos de contenido subregional.

269. Colombia notificó
 que las disposiciones relativas a las MIC se publican en el Diario Oficial.
 

d) Ayuda para investigación, desarrollo y mejora de la competitividad

270. Los gastos en investigación y desarrollo representaron el 0,38 por ciento del PIB en 2003, el 0,53 por ciento en el 2004, el 0,53 por ciento en 2005 y la meta para el 2006 es del 0,6 por ciento.
  Colciencias coordina el Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología (Ley N° 29 de 1990), el cual apoya el desarrollo de la ciencia y la tecnología en los sectores primario, industrial, de servicios y otros.  Entre los principales servicios ofrecidos por Colciencias están la formulación y concertación de política en materia de ciencia y tecnología, el financiamiento de proyectos de investigación, innovación y desarrollo tecnológico y el apoyo financiero para la creación y consolidación de centros de desarrollo tecnológico.
271. El Artículo 12 de la Ley N° 633 de 2000 introdujo deducciones tributarias, otorgadas al invertir en proyectos de desarrollo científico y tecnológico, con lo que se puede deducir de la renta el 125 por ciento del valor invertido en el período gravable en que se realizó la inversión.  Cuando la inversión se realiza en proyectos de formación profesional desarrollados por instituciones de educación superior, la deducción no puede exceder el 20 por ciento de la renta líquida determinada antes de restar el valor de la inversión.

272. Otros incentivos incluyen la exención del IVA a proyectos de desarrollo científico y tecnológico.
  El artículo 18(8) de la Ley N° 788 de 2002 exonera del impuesto sobre la renta, los ingresos generados por nuevos productos medicinales y software elaborados en Colombia y amparados con nuevas patentes, cuando tengan un alto contenido de investigación científica y tecnológica nacional, certificado por Colciencias.

e) Otros esquemas de apoyo

273. La Ley N° 209 de 1995 creó el Fondo de Ahorro y Estabilización Petrolera (FAEP), administrado por el Banco de la República, para financiar proyectos de desarrollo regional.  Otros incentivos de desarrollo regional se encuentran dispersos en numerosos instrumentos e incentivos, que incluyen iniciativas para zonas fronterizas, zonas francas y zonas económicas especiales.  

274. El precio de la gasolina tanto para consumidores finales como para productores está regulado a un nivel por debajo del mercado mundial (véase IV 4)).  Las autoridades indicaron que a mediados de 2006 se estaba implementando un programa para llegar a establecer la paridad entre los precios internos y los precios en el mercado mundial.

vi) Contratación pública

275. Colombia no es miembro, pero mantiene estatus de observador, en el Acuerdo Plurilateral sobre Contratación Pública de la OMC.  Colombia ofrece trato nacional en contratación pública a México y a Venezuela en el marco del Acuerdo G-3.  Bajo la normativa de compras públicas de la Comunidad Andina, Colombia garantiza trato nacional a empresas de otros miembros de la Comunidad en la contratación de servicios pero no de bienes.  Se otorga también trato nacional a los bienes y servicios originarios de países que otorguen un tratamiento similar a las ofertas de bienes y servicios colombianos.

276. Las principales normas sobre contratación pública son la Ley N° 80 de 1993 (Ley General de Contratación Pública), la Directiva Presidencial N° 12 de 2002, el Decreto N° 2170 de 2002, la Ley N° 527 de 1999 y el Decreto N° 855 de 1994.  Colombia mantiene un portal único de contratación publica.
  A principios de 2006 el marco legal de compras públicas se encontraba bajo revisión (Proyecto de Ley N° 20 de 2005) con la finalidad de hacer más eficiente la contratación pública.  Las autoridades indicaron que un proceso típico de contratación demora en promedio cuatro meses.  Según las autoridades, con la reforma esos tiempos deberán reducirse sensiblemente. 
277. Según cálculos de las autoridades
, el valor de los contratos públicos en el 2004 (incluyendo entidades centralizadas y descentralizadas) alcanzó entre Col$20,4 billones y Col$34,3 billones (aproximadamente entre 7.900 y 13.000 millones de dólares EE.UU.), de los cuales el 75,1 por ciento fue gestionado por entidades del nivel nacional y el 24,9 por ciento por entidades del nivel territorial. 

278. La Ley N° 816 de 2003 da apoyo a la industria nacional al otorgar entre el 10 y 20 por ciento del puntaje a ofertas de bienes o servicios colombianos y entre el 5 y 15 por ciento para bienes o servicios extranjeros.  De dicha forma, dependiendo de la evaluación, se trata de favorecer a los bienes y servicios colombianos.  Si una vez efectuada la calificación la oferta de un proponente extranjero se encuentra en igualdad de condiciones con la de un proponente nacional, se adjudica al nacional.

279. Existen las modalidades de licitación pública y la contratación directa.  La licitación pública es la regla general a ser aplicada, la contratación directa es una excepción que se hace en situaciones especiales que hacen inviable el proceso licitatorio.

280. Existen igualmente leyes especiales que rigen las compras públicas en casos tales como contratos de exploración y explotación de recursos naturales; servicios públicos;  empresas sociales del Estado;  servicios personales de comunicación, telefonía móvil, telefonía de larga distancia y televisión;  servicios postales;  radiodifusión;  Banco de la República;  y la Comisión Nacional de Televisión. 

281. Las medidas que existen para asegurar la transparencia son a través de la publicación de invitaciones a contratar, difusión de pliegos y documentos contractuales, la publicidad de resultados de adjudicaciones y la publicidad de normas y reglamentos sobre contratación.  Las entidades estatales deben informar sobre sus licitaciones, en los primeros cinco días de cada mes, a la Cámara de Comercio de su jurisdicción.  Dentro de los 10 y 20 días calendario previos a la apertura de la licitación se deben publicar un máximo de tres avisos en periódicos de amplia circulación y en medios de comunicación con intervalos entre dos y cinco días.  La información se publica igualmente en la página Internet de la entidad contratante y en el Portal Único de Contratación.  

282. Los contratistas que pretenden celebrar contratos de suministro, obra pública y consultoría  deben inscribirse en el Registro Único de Proponentes (RUP) el cual es manejado por las Cámaras de Comercio.  Las personas naturales y jurídicas extranjeras sin domicilio o sucursal en Colombia deben contar con un apoderado domiciliado en Colombia que cuente con facultades para presentar la propuesta, celebrar el contrato y hacer representación judicial y extrajudicial.  De igual manera se deben presentar pruebas que acrediten su existencia y representación legal, así como el documento que acredite su inscripción en un registro similar en el país donde tienen su domicilio principal.  En su defecto, deben presentar la certificación de inscripción en el RUP.

283. Sobre la gestión contractual pública se ejercen tres tipos de controles:  disciplinario (ejercido por la Procuraduría General de la Nación), fiscal (ejercido por la Contraloría General de la República) y penal (ejercido por la Fiscalía General de la Nación).  

284. Las decisiones de la Administración pueden ser objeto de revisión mediante los recursos de reposición o apelación.  Si se trata de actos relacionados con la fase precontractual se puede demandar el acto de adjudicación y los actos separables del proceso, y si se trata de actos relacionados con la ejecución del contrato se debe utilizar la acción de controversias contractuales.  De igual manera se pueden utilizar mecanismos de solución directa del conflicto tales como la conciliación y el peritaje técnico especializado, con los cuales se pueden ordenar medidas cautelares y juzgar el litigio de acuerdo con el Código de Procedimiento Civil y el Código de Comercio y las contempladas en la Decisión N° 486 de la CAN.
vii) Derechos de propiedad intelectual

285. El Acuerdo de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio (ADPIC) fue incorporado a la legislación con la ratificación del Acuerdo de Marrakech por la Ley N° 170 de 1994.  Como país en desarrollo Colombia tuvo hasta el 1° de enero de 2000 para implementar el Acuerdo sobre ADPIC.  

286. El cuadro AIII.3 presenta las normas Colombianas que abarcan temas del ADPIC.  Colombia notificó a la OMC sus instrumentos legales relevantes
 y el Acuerdo de Cartagena de la Comunidad Andina.
  El Consejo del ADPIC examinó la legislación Colombiana en junio de 2001.  Colombia recibió y contestó a preguntas formuladas por cinco delegaciones
;  las preguntas se referían en particular al tema de la observancia. 

287. El marco legal Colombiano para la protección de la propiedad intelectual está dado por el Acuerdo de Cartagena de la Comunidad Andina y por la legislación nacional.  La legislación andina trata los temas de propiedad industrial, derechos de autor y derechos conexos, acceso a recursos genéticos, propiedad industrial y protección de variedades vegetales.  El régimen común andino de propiedad industrial de 2000 fue introducido con la Decisión N° 486, la cual adecua el régimen común andino al Acuerdo ADPIC.  

288. En el marco del ADPIC, Colombia, junto con otros miembros de la OMC, presentó comunicaciones
 en temas relativos a la relación entre el ADPIC, el Convenio sobre la Diversidad Biológica y la protección de los conocimientos tradicionales;  recurso biológico y los conocimientos tradicionales utilizados en invenciones.  

289. Colombia notificó a la OMC tres órganos gubernamentales como puntos de contacto:  la Dirección Nacional de Derecho de Autor (DNDA) para los temas de derecho de autor;  la Superintendencia de Industria y Comercio (SIC) para temas de propiedad industrial;  y el Instituto Colombiano Agropecuario (ICA) para temas de variedades vegetales.
  

290. La DNDA, adscrita al Ministerio del Interior y de Justicia, formula y ejecuta políticas de derecho de autor y conexos y vigila las sociedades de gestión colectiva de derechos reconocidos.  La DNDA administra el Registro Nacional de Derecho de Autor para obras literarias y artísticas.
  La SIC administra el Sistema Nacional de Propiedad Industrial y concede derechos sobre nuevas creaciones y sobre símbolos comerciales utilizados para distinguir productos y servicios.
  La SIC cubre también los aspectos de protección de indicaciones geográficas, en tanto las indicaciones geográficas se traten como denominaciones de origen, bajo la protección de propiedad industrial.
  El ICA aplica el régimen de protección a las variedades vegetales, otorga el certificado de obtentor y lleva el Registro Nacional de Variedades Vegetales Protegidas.

291. Colombia es miembro de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (1980) y es signatario de diversos tratados (cuadro III.15).

Cuadro III.15

Participación en los tratados de protección de la propiedad intelectual, marzo 2006

	Convenio/Acuerdo
	Fecha de adhesión

	Convenio de París para la Protección de la Propiedad Industrial (1883)
	3 de septiembre de 1996 (Colombia es parte del Acta de Estocolmo)

	Convenio de Berna para la Protección de las Obras Literarias y Artísticas (1886)
	7 de marzo de 1998 (Colombia es parte del Acta de París)

	Convenio Internacional para la Protección de Nuevas Variedades de Plantas (1961)
	13 de septiembre de 1996

	Tratado de Cooperación en Materia de Patentes (1970)
	28 de febrero de 2001

	Convenio de Roma sobre la Protección de los Artistas Intérpretes o Ejecutantes, los Productores de Fonogramas y los Organismos de Radiodifusión
	17 de septiembre de 1976

	Convenio de Ginebra para la Protección de los Productores de Fonogramas contra la Reproducción no Autorizada de sus Fonogramas
	16 de mayo de 1994

	Tratado de la OMPI sobre Derecho de Autor
	6 de marzo de 2002

	Tratado de la OMPI sobre Interpretación o Ejecución y Fonogramas
	20 de mayo de 2002


Fuente:
Secretaría de la OMC, en base a información de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual.  Información 
en línea.  Consultado en:  http://www.wipo.int/treaties/en/ShowResults.jsp?search_what=C&country_id=39C.
292. Todas las solicitudes referentes a propiedad industrial deben ser presentadas ante la SIC.  La obtención de una patente toma en promedio cuatro años.  Cuando las autoridades exigen la presentación de datos de pruebas no divulgados para aprobar la comercialización de algún medicamento, estos datos están temporalmente protegidos y no pueden ser utilizados en otra solicitud de comercialización.  La legislación Colombiana en la materia está dada por el Decreto N° 2085 de 2002.  A partir de septiembre de 2004, Colombia protege los datos de prueba por cinco años contados a partir de la aprobación de la comercialización en Colombia.  La Decisión N° 632 de 2006 de la Comisión de la Comunidad Andina
 hizo una aclaración al párrafo 2 del artículo 266 de la Decisión N° 486 para definir que un país miembro mantiene el derecho de establecer plazos durante los cuales no autorizará a un tercero, sin el consentimiento de la persona que presentó previamente los datos de prueba, para que comercialice un producto con base en tales datos.  

293. La Decisión N° 486 establece que vencido el plazo de tres años de la concesión de la patente o de cuatro años a partir de su solicitud, el que resulte mayor, se puede otorgar una licencia obligatoria principalmente para la producción industrial del producto objeto de la patente sólo si ésta no se hubiere explotado en forma suficiente para satisfacer la demanda del mercado o si la explotación de la invención hubiera estado suspendida por más de un año, y siempre y cuando quien la solicite hubiere intentado previamente obtener una licencia contractual del titular de la patente.  Para la tecnología de semiconductores, la licencia obligatoria sólo se autoriza para un uso público no comercial o para remediar o rectificar una práctica declarada contraria a la libre competencia.
294. Se permite otorgar una licencia obligatoria por razones de interés público, de emergencia o de seguridad nacional;  y por dependencia de patentes, en cualquier momento si ésta es solicitada por el titular de una patente cuya explotación requiera necesariamente el empleo de otra, siempre y cuando dicho titular no haya podido obtener una licencia contractual en condiciones comerciales razonables.  De oficio o a petición de la parte, existe también la posibilidad de otorgar licencias obligatorias cuando se presenten prácticas que afecten la libre competencia en particular cuando constituyan un abuso de la posición dominante.  Las licencias obligatorias están sujetas a una remuneración adecuada y deben usarse para abastecer principalmente el mercado interno.  
295. La Decisión N° 486 permite las importaciones paralelas de productos protegidos por patentes, esquemas de trazado, marcas y diseños industriales provenientes de cualquier país.  

b) Observancia

296. Colombia presentó información sobre la observancia en sus respuestas a la lista de preguntas formuladas en el marco del ADPIC.
  

297. Las acciones que se pueden presentar en materia de propiedad industrial se pueden clasificar en dos áreas:  (i) acciones administrativas en el ámbito interno de la SIC que se relacionan a oposiciones de terceros, medidas en frontera, así como a la cancelación del registro por no uso, por vulgarización o por notoriedad;  y (ii) acciones judiciales que pueden estar relacionadas con acciones civiles, contencioso administrativas, acciones por competencia desleal y acciones penales.

298. Durante el período bajo examen se modificaron leyes
 del Código Penal estableciendo nuevas conductas constitutivas de delitos y aumentando las penas por violación de derechos de propiedad intelectual que incluyen prisión y multas de conformidad con la conducta delictiva cometida.  A través de la Ley N° 1032 de 22 de junio de 2006, se incrementan las penas descritas en los artículos 271 y 272 del Código Penal, estableciendo una pena mínima de cuatro años y una máxima de ocho, y multas entre los 20 y los 1.000 salarios mínimos mensuales vigentes.  Asimismo, fue incluido el fonograma como objeto pasivo de la conducta.

299. También se modificó el Código de Comercio con la obligatoriedad que las empresas informen el estado de cumplimento de las normas de propiedad intelectual en informes anuales.
  La Fiscalía General creó en 1999 la Unidad Nacional de Fiscalías Especializada en el Conocimiento de Delitos contra Propiedad Intelectual y las Telecomunicaciones.
  También en 1999, fue firmado el Convenio Antipiratería entre los sectores público y privado como campaña de sensibilización de derecho de autor y combate de la piratería.
  

300. El denunciante que inicia una acción por infracción de los derechos de propiedad industrial puede solicitar a la autoridad competente que ordene medidas cautelares inmediatas, como el retiro de los circuitos comerciales y la suspensión de la importación o exportación de productos y el cierre del establecimiento denunciado.
  La Decisión Andina N° 486 establece que el titular de una patente, modelo de utilidad, diseño industrial, marca, lema o nombre comercial, puede iniciar una acción de indemnización por daños y prejuicios, sin necesidad de solicitar las medidas cautelares.  De igual forma establece que el titular de una patente tiene el derecho a ejercer acción judicial por daños y prejuicios causados por el uso no autorizado de su patente.  Existen multas por elusión o alteración de los mecanismos de protección de los derechos de autor, incluyendo para quien fabrique o venda dispositivos que permitan descifrar una señal de satélite.  

301. La autoridad competente en procesos administrativos es la SIC.  En el caso que un denunciante decida iniciar un proceso legal, los jueces civiles de circuitos especializados son las autoridades competentes, quienes poseen autoridad de ordenar medidas cautelares y juzgar el litigio de acuerdo con el Código de Procedimiento Civil y el Código Comercial y la Decisión N° 486 de la CAN.  La Fiscalía General instruye los procesos y el denunciado es procesado ante los jueces competentes, quienes toman las medidas adecuadas para salvaguardar el derecho.

� Véase http://www.dian.gov.co/.


� Véase http://www.vuce.gov.co/.


� El límite es de 5.000 dólares EE.UU. en Arauca, Leticia, Yopal, Puerto Carreño, Inírida y Puerto Asís.


� Circular Externa N° 126 de 1998 de INCOMEX (registros y licencias de importación);  � HYPERLINK "http://www.mincomercio.gov.co/VBeContent/Documentos/Normatividad/decretos/decreto_268_1999.pdf" �Decreto N° 2680 de 1999� (uso obligatorio de registro de importación);  Resolución N° 4240 de 2000 (estatuto aduanero);  � HYPERLINK "http://www.mincomercio.gov.co/VBeContent/Documentos/Normatividad/Circulares/circularexterna_036A_2000.pdf" �Circular Externa N° 036-A de 2000� de INCOMEX (productos sin registro de importación).  Consultado en:  http://www.mincomercio.gov.co/VBeContent/Documentos/Normatividad/Circulares/circularexterna.


� Dirección Nacional de Aduanas (2006), página 2. 


� Según información de las autoridades, el número y valor de aprehensiones por contrabando pasó de 14.376 (Col$137,4 millones) en 2003 a 18.995 (Col$241,2 millones) en 2005. 


� Documento de la OMC G/VAL/N/1/COL/1, de 23 de enero de 2001.


� Documento de la OMC G/VAL/N/2/COL/1, de 24 de enero de 2001


� Documento de la OMC G/VAL/N/4/COL/2, de 27 de abril de 2001.


� Carne, ciertos productos lácteos, otros trigo, grasas y aceites, jugo de naranja, torta de soja.


� Carne porcina, carne aves, frijoles, leche en polvo, queso, trigo duro, cebada, maíz, arroz, sorgo, harina trigo, aceites, azúcar.  Documento de la OMC G/VAL/N/4/COL/1, de 12 de julio de 2000.


� Documento de la OMC G/VAL/N/4/COL/4, de 21 de mayo de 2003.


� Resoluciones N° 05796 y N° 12465 de 2005.


� Los bienes consignados a un Usuario Aduanero Permanente o a un Usuario Altamente Exportador, no estaban sujetos a este requisito.  


� DIAN, consultado en:  http://www.dian.gov.co/.


� Corea del Sur, Corea del Norte, China, Filipinas, Hong Kong, India, Indonesia, Malasia, Pakistán, Panamá, Singapur, Tailandia, el Taipei Chino y Viet Nam.


� Provenientes de cualquier país pero diferentes de Corea del Sur, Corea del Norte, China, Filipinas, Hong Kong, India, Indonesia, Malasia, Pakistán, Panamá, Singapur, Tailandia, el Taipei Chino y Viet Nam.  


� Documentos de la OMC G/VAL/W/154, de 18 de abril de 2006, G/C/W/548, de 2 de mayo de 2006, y G/C/W/554, de 12 de mayo de 2006.


� Documentos de la OMC G/RO/N/1/Add.1, de 22 de junio de 1995;  G/RO/N/12, de 1° de octubre de 1996.


� Véase http://www.comunidadandina.org/origen.htm.


� La Decisión N° 417 establece los criterios y procedimientos.


� Título XXIII, Administración y Evaluación. 


� Se contabiliza cada norma definida en términos de la clasificación NALADISA 96 que puede incluir una o más referencias para productos a niveles de 2 y hasta 8 dígitos.  Ver:  http://www.mincomercio.gov.co/ VBeContent/NewsDetail.asp?ID=3899&IDCompany=5.


� Véase http://www.comunidadandina.org/prensa/notas/np1-2-06.htm.


� Documento de la OMC G/AG/N/COL/35, de 9 de junio de 2006.


� Véase http://www.comunidadandina.org/prensa/notas/np10-1-06.htm.


� Tasa especial como contraprestación por el costo de los servicios aduaneros prestados por la DIAN equivalente al 1,2 por ciento del valor f.o.b. de los bienes objeto de importación.


� Sentencias C 992, � HYPERLINK "http://www.notinet.ath.cx/serverfiles/load_file_cor.php?norma_no=24968&count_word=0" �C 1.254�, � HYPERLINK "http://www.notinet.ath.cx/serverfiles/load_file_cor.php?norma_no=13632&count_word=0" �C 1.069 de 2001.�  El artículo 56 de la Ley N° 633 se mantuvo en vigor desde la publicación de la Ley N° 633 el 29 de diciembre de 2000 hasta el 19 de septiembre de 2001.  La Sentencia 992 de 19 de septiembre de 2001 estudió la constitucionalidad de la Ley N° 633 de 2000, y declaró, entre otros, inexequible el artículo 56.  Las demás sentencias que se citan corresponden a demandas específicas sobre el artículo 56, en las cuales se remite a lo resuelto por la Corte Constitucional en la Sentencia C-992 de 2001.


� Véase http://www.secretariasenado.gov.co/leyes/ET.HTM.


� El impuesto sobre las ventas, comúnmente denominado IVA, es un gravamen que recae sobre el consumo de bienes y servicios en las diferentes etapas de producción, importación y distribución.  Los hechos generadores del impuesto, salvo las exenciones, son la venta de bienes corporales muebles, la prestación de servicios en el territorio nacional, la importación de bienes corporales muebles y la circulación, venta u operación de juegos de azar (véase http://www.dian.gov.co/dian/15servicios.nsf/319e10bdd13e144b05256 ee8006ecf8d/bee2d8dc596de5200525713400781e47?OpenDocument).


� Véase http://www.businesscol.com/empresarial/tributarios/tributarios.htm#reg%20ib.


� Consultado en: http://www.secretariasenado.gov.co/leyes/ET.HTM.


� Oficio 070637 de 15 de octubre de 2004 de la DIAN y el artículo 39 de la Ley N° 788 de 2002.


� Atún;  miel;  semen bovino;  hortalizas/bulbos;  frutas;  café en grano sin tostar;  maíz;  arroz;  semillas de siembra (cebada, avena, sorgo, soya, nuez, algodón);  caña de azúcar;  cacao crudo;  pan;  agua envasada;  sal;   azufre natural;  energía eléctrica;  material radiactivo de uso médico;  vitaminas;  antibióticos; sangre;  medicamentos;  abonos;  plaguicidas e insecticidas;  caucho natural;  neumáticos para tractores;  preservativos;  madera en bruto;  árboles de vivero;  papel prensa;  diarios/publicaciones periódicas;  pita;  tejidos de fibras vegetales;  empaques de yute, cáñamo y fique;  hojas cortantes para máquinas;  motores;  maquinaria agrícola;  máquinas para limpieza;  sillas de ruedas;  armas de guerra;  lápices;  petróleo para refinación.


� Un contrato legal de compra hecho por un abogado en Colombia y que un extranjero lo utilizará en otro país.


� Minería, hidrocarburos, química pesada, siderurgia, metalurgia extractiva, generación y transmisión de energía eléctrica y obtención, purificación y conducción de óxido de hidrógeno.


� No aplica a empresas consideradas en el Decreto N° 1264 de importaciones bajo el Convenio de Cooperación Aduanera Colombia-Perú, ni a importaciones bajo el Art. 428.(b), (d) del Estatuto Tributario.


� Véase http://www.secretariasenado.gov.co/leyes/ET.HTM#496.


� La referencia a la definición de los usuarios altamente exportadores se encuentra en el literal b) del artículo 36 del Decreto N° 2685 de 1999, a saber:  "b) Que el valor exportado, directamente o a través de una sociedad de comercialización internacional, represente por lo menos el treinta por ciento (30 por ciento) del valor de sus ventas totales en el mismo período".


� Véase http://www.businesscol.com/empresarial/tributarios/tributarios.htm#reg%20ib.


� Estatuto Tributario;  � HYPERLINK "http://www.dian.gov.co/dian/13Normatividad.nsf/1cffb08b38cf8c9f05256f88006639f0/cc71377b0df3ede405256f15006d61f0?OpenDocument" ��Ley N° 223 de 1995�, Capítulos VII a XI;  � HYPERLINK "http://www.dian.gov.co/dian/13Normatividad.nsf/1cffb08b38cf8c9f05256f88006639f0/23cd59fb7a1a656305256edd006c9709?OpenDocument" ��Ley N° 788 de 2002.�


� Para licores, vinos, aperitivos y similares, se grava sobre los grados alcoholimétricos del producto.


� Artículos 189, 205 y 210 de la Ley N° 223 de 1995;  Estatuto Tributario, artículo 475;  Ley N° 863 de 2003, artículo 60.


� Están exentos de este tipo de impuesto global los combustibles utilizados en actividades de pesca y/o cabotaje en las costas colombianas y en las actividades desarrolladas por la Armada Colombiana.  Adicionalmente, se exceptúan las gasolinas del tipo 100/300 utilizadas en aeronaves;  aceites utilizados para la generación eléctrica en zonas no interconectadas y el turbocombustible de aviación y las mezclas del tipo IFO utilizadas para el funcionamiento de grandes naves marítimas.


� Documento de la OMC G/LIC/N/1/COL/1/Add.1, de 14 de febrero de 2001. 


� Documentos de la OMC G/LIC/N/3/COL/1/Add.1, de 13 de febrero de 1997, G/LIC/N/3/COL/1/Add.2, de 13 de febrero de 2001, G/LIC/N/3/COL/2, de 3 de agosto de 2004, y G/LIC/N/3/COL/3, de 20 de octubre de 2005.


� A manera de ejemplo, se puede notar que dichos productos se encuentran en los siguientes capítulos de SA:  02 y 16 (trozos y despojos de aves);  28 (ácido clorhídrico, clorato de potasio);  29 (cloroformo, metanol);  30 (plasma humano);  31 (nitrato de amonio);  36 (pólvoras, detonadores eléctricos);  38 (disolventes o diluyentes orgánicos compuestos);  39 (demás nitratos de celulosa);  40 (llantas neumáticas recauchutadas);  63 (trapos, cordeles, cuerdas);  87 (tanques y demás vehículos automóviles blindados de combate);  88 (aparatos y dispositivos de lanzamiento de aeronaves);  93 (piezas de artillería).


� Véase:  http://www.mincomercio.gov.co/VBeContent/documentos/normatividad/decretos/decreto_ ley_444_1967.pdf.


� Esta medida entró en vigor a partir del 1º de julio de 2006.


� Los artículos 2 y 3 del Decreto N° 2680 de 1999 definen por visto bueno los trámites previos y permisos de importación requeridos sobre los productos sometidos a los diferentes registros;  normas técnicas;  permisos fitosanitarios o zoosanitarios;  licencia o registro de venta;  certificados;  restricciones de salvaguardias;  controles;  política de absorción.  


� El Decreto N° 152 de 1998 establece los procedimientos para la adopción de medidas de salvaguardia general, salvaguardia de transición para productos comprendidos en el Acuerdo sobre los Textiles y el Vestido y salvaguardia especial para productos agropecuarios. 


� Véase http://www.mincomercio.gov.co/VBeContent/NewsDetail.asp?ID=2551&IDCompany=10.


� Documentos de la OMC G/SCM/N/ 30, de 2 de julio de 1997;  G/SCM/N/40, de 1° de julio de 1998;  G/SCM/N/47, de 1° de agosto de 1999;  G/SCM/N/62, de 28 de junio de 2000;  G/SCM/N/81, de 3 de enero de 2002;  G/SCM/N/98, de 10 de junio de 2003;  G/SCM/N/106, de 5 de enero de 2004;  G/SCM/N/113, de 30 de junio de 2004, y G/SCM/N/130/Add.1/Rev.1, de 24 de abril de 2006.


� Documento de la OMC G/ADP/N/1/COL/1, de 3 de abril de 1995.


� Documentos de la OMC G/ADP/W/164-G/SCM/W/171, de 24 de noviembre de 1995, G/ADP/W/200-G/SCM/W/207, de 28 de noviembre de 1995, G/ADP/W/224-G/SCM/W/234, de 1° de diciembre de 1995, y G/ADP/W/228-G/SCM/W/238, de 1° de diciembre de 1995.


� Véase http://www.comunidadandina.org/canprocedimientosinternet/procedimientos.aspx.


� El Decreto N° 1.407 de 28 de julio de 1999, introdujo en forma temporal del 28 de julio de 1999 al 31 de diciembre de 2000, un procedimiento diferente para aplicar una medida de salvaguardia con dos años de aplicación máxima y en base sólo a derechos arancelarios.


� Subpartidas 61.07.11, 61.07.12, 61.07.19, 61.08.21, 61.08.22, 61.08.29, 62.12.10 y 62.12.30, investigación abierta por la Resolución N° 662 (29 de noviembre de 2005).


� Véase http://www.comunidadandina.org/canprocedimientosinternet/procedimientos.aspx.


� Documento de la OMC G/SG/N/1/COL/2, de 25 de mayo de 1998.


� Documentos de la OMC G/SG/Q1/COL/1, de 19 de noviembre de 1998, y G/SG/Q2/COL/1, de 18 de noviembre de 1999.


� Documento de la OMC G/SG/Q1/COL/2, de 26 de marzo de 1999.


� Documentos de la OMC G/AG/N/COL/27, de 4 de mayo de 2005, G/AG/N/COL/25, de 28 de mayo de 2001, G/AG/N/COL/22, de 21 de agosto de 2000, G/AG/N/COL/17, de 30 de abril de 1999, G/AG/N/COL/9, de 7 de julio de 1998 y G/AG/N/COL/5, de 30 de junio de 1997.


� Lista LXXVI - Colombia, Parte I - Arancel de la Nación Más Favorecida, Sección I - Productos agropecuarios, Sección I - A Aranceles.


� El examen por el OST de esta medida de salvaguardia figura en el documento de la OMC G/TMB/R/51, de 11 de febrero de 1999.


� Documento de la OMC G/TMB/N/344, de 28 de junio de 1999.


� Resoluciones N° 005 y N° 007 de 1998 del Consejo Superior de Comercio Exterior.  Documento de la OMC G/TMB/N/338, de 7 de octubre de 1998.


� Documento de la OMC G/TMB/N/266, de 22 de julio de 1997.


� Documentos de la OMC G/TMB/N/483, de 6 de agosto de 2004, G/TMB/N/366/Rev.1, de 31 de enero de 2001, y G/TMB/N/366, de 8 de enero de 2001.


� Los principales antecedentes legales están dados por el Decreto N° 2269 (Sistema Nacional de Normalización, Certificación y Metrología);  Decreto N° 1112 (Sistema Nacional de Información sobre Medidas de Normalización y Procedimientos de Evaluación de la Conformidad;  armonización de la expedición de RT).


� Resolución N° 25391, de 5 de agosto de 2002, Superintendecia de Industria y Comercio.


� Decreto N° 2269 de 1993. 


� El artículo 2 del Decreto N° 2269 de 1993 definía la NTCOO como una Norma Técnica Colombiana, o parte de ella, cuya aplicación era declarada obligatoria por un organismo nacional competente.  El Reglamento Técnico se define como un Reglamento de carácter obligatorio, expedido por la autoridad competente, con fundamento en la ley, que suministra requisitos técnicos, bien sea directamente o mediante referencia o incorporación del contenido de una norma nacional, regional o internacional, una especificación técnica o un código de buen procedimiento.


� Documentos de la OMC G/TBT/N/COL/24, de 13 de marzo de 2003, G/TBT/N/COL/12, de 19 de diciembre de 2001, G/TBT/N/COL/9, de 11 de octubre de 2001, G/TBT/N/COL/8, de 6 de julio de 2001, G/TBT/N/COL/7, de 18 de julio de 2001, G/TBT/N/COL/6, de 28 de junio de 2001, G/TBT/N/COL/5, de 11 de junio de 2001, y G/TBT/N/COL/3, de 26 de abril de 2001.


� Resolución N° 8728 de 2001.


� Documento de la OMC G/TBT/W/239, de 24 de junio de 2004.


� Documento de la OMC G/TBT/2/Add.18/Rev.1, de 5 de julio de 2005.


� Documento de la OMC G/TBT/CS/2/Rev.10, de 4 de marzo de 2004.


� Decreto N° 1600 de 1994. El IDEAM tiene competencia para acreditar laboratorios ambientales que pertenezcan al Sistema de Información Ambiental. 


� Decretos N° 677 de 1995 y N° 1545 de 1998.  El INVIMA acredita entidades públicas dentro del Régimen de Registros y Licencias, control de calidad y vigilancia sanitaria de medicamentos, preparaciones farmacéuticas a base de recursos naturales, productos de aseo, higiene y limpieza y otros productos de uso doméstico.


� Documento de la OMC G/TBT/N/COL/31/Add.4, de 22 de febrero de 2006.


� Ver caso presentado ante la SIC:  Concepto 04028422, Trámite 113, de 14 de mayo de 2004, http://www.sic.gov.co/Conceptos/Conceptos/2004/Mayo/04028422.php.


� Documento de la OMC G/TBT/18, de 17 de febrero de 2006;  y las notificaciones presentadas entre enero y junio de 2006.


� Documento de la OMC G/TBT/18, de 17 de febrero de 2006.


� Documento de la OMC G/TBT/18, de 17 de febrero de 2006. 


� Véase http://www.mincomercio.gov.co/VBeContent/NewsDetail.asp?ID=4010&IDCompany=15.


� Documento de la OMC G/TBT/W/239, de 24 de junio de 2004.


� Influenza aviar, fiebre aftosa, brucelosis, tuberculosis bovina, rabia de origen silvestre, encefalitis equinas, New Castle, salmonelosis, anemia infecciosa equina, peste porcina clásica y Encefalopatía Espongiforme Bovina (EEB).  La lista de disposiciones relevantes se encuentra en:  http://www.ica.gov.co/.


� Resoluciones N° 01079 de 2004 (ICA) y N° 0245 de 2003 (Ministerio de Agricultura).


� Se define por productos agropecuarios "ecológico", "biológico" y/o "orgánico", los productos alimenticios agropecuarios primarios y procesados que han sido certificados por una entidad acreditada por el Sistema Nacional de Normalización, Certificación y Metrología u homologada a nivel nacional.


� Resolución N° 843 de 2004.


� Decisión N° 436 y de la Resolución N° 630 de la Secretaría General de la CAN.


� Documento de la OMC G/SPS/GEN/611, de 12 de diciembre de 2005.


� Documentos de la OMC G/SPS/GEN/204/Rev.5, de 25 de febrero de 2005, y G/SPS/R/31, de 23 de diciembre de 2003.


� Documentos de la OMC G/SPS/GEN/204/Rev.5, 25 de febrero de 2005, G/SPS/R/38, de 27 febrero de 2006, G/SPS/R/37/Rev.11, de 18 agosto de 2005, y G/SPS/R/26, de 27 de mayo de 2002.


� Documento de la OMC G/SPS/GEN/295/Add.10, de 1° de marzo de 2002.


� Véase http://www.comunidadandina.org/sanidad.htm.


� La Resolución DIAN N° 8.346 de 2004 prescribe el formulario de inscripción.


� Decreto N° 2685 �de 1999, Capítulo I.


� Capítulo VI, Artículo 19, Ley N° 788 de 2002.


� Decreto N° 2553 de 1999.


� Las autoridades notaron que esta medida es consistente con lo dispuesto en la Resolución N° 420 de la Organización Internacional del Café, de la cual Colombia es miembro exportador.


� Capítulo VI, Artículo 63, Ley N° 788 de 2002


� Documento de la OMC G/SCM/74/COL, de 15 de enero de 2002.


� Documento de la OMC WT/MIN(01)/17, de 20 de noviembre de 2001.


� Documentos de la OMC G/SCM/93, de 17 de diciembre de 2002;  G/SCM/94, de 17 de diciembre de 2002;  G/SCM/94/Add.1, de 8 de diciembre de 2003;  G/SCM/93/Add.1, de 9 de diciembre de 2003.


� Véase http://www.dian.gov.co/DIAN/13Normatividad.nsf/0/5847c41a7e7c5c3905256ef500752cf8? OpenDocument.


� Los usuarios operadores de las zonas francas incluyen tres tipos de usuarios:  industrial de bienes, industrial de servicios, y comercial.


� Véase http://www.mincomercio.gov.co/VbeContent/NewsDetail.asp?ID=686&IDCompany=1.


� Decreto N° 2131 de 1991, Decreto N° 1177 de 1996 (Zona Franca Transitoria), Decretos N° 2233 de 1996, y N° 727 de 1997, Decreto N° 2685 de 1999 (Estatuto Aduanero), y el Decreto N° 918 de 2001.


� Algunas de las otras disposiciones relevantes de las zonas francas están contenidas, entre otros, en el artículo 7 de la Ley N° 48 de 1983 (Ley Marco), Ley N° 109 de 1985, Decreto N° 1471 de 1986, artículo 6 de la Ley N°  de 1991, Decreto N° 2233 de 1996, Resolución Incomex N° 273 de 1997 (Plan Vallejo - zonas francas), Decreto N° 727 de 1997 (modifica el Decreto N° 2233 de 1996, CERT), y el Decreto N° 918 de 2001.


� En 2003 la composición de las empresas en las zonas francas era:  89 industriales de bienes, 31 industrial de servicios, 82 industrial bienes/servicios, 235 comerciales.  Informe al Congreso 2004, Sector Comercio, Industria y Turismo, MCIT.


� Documento de la OMC G/SCM/N/114/COL, de 1° de julio de 2004.


� Decreto N° 624 de 1989.


� Las disposiciones originales del Plan Vallejo de modalidades de importación-exportación están dadas en el Decreto N° 444 de 1967.


� Ministerio de Comercio, Industria y Turismo (2004), página 119. 


� Modificado por el Decreto N° 1740 de 1994 y sus modificaciones y el Decreto N° 093 de 2003.


� Ministerio de Comercio, Industria y Turismo (2004), página 116.


� Documento de la OMC G/SCM/N/48/COL - G/SCM/N/60/COL - G/SCM/N/71/COL, de 7 enero de 2002.  


� Artículo 16 de la Ley N° 677 de 2001.


� Respetando los compromisos que se asuman en el marco del Acuerdo de Cartagena, en especial los orientados a dar aplicación a la Política Agropecuaria Común Andina (PACA).


� Véase http://www.secretariasenado.gov.co/leyes/L0677001.HTM.


� Artículo 2 de la Ley N° 48 de 1983, Decreto N° 1403 de 1996, Resolución Mincomercio N° 1092 de 1997, Decretos N° 1989 de 2002 y N° 2990 de 2005.


� El CERT puede ser negociado y/o utilizado para el pago del impuesto sobre la renta y complementarios;  gravámenes arancelarios; impuesto a las ventas; otros impuestos, tasas y contribuciones aceptadas por las entidades que las perciban.  (véase http://www.mincomercio.gov.co/VBeContent/NewsDetail. asp?ID=421&IDCompany=7).


� La cuantía del reembolso se calculaba como porcentaje del valor f.o.b. (Decreto N° 2394 de 1997).


� Documentos de la OMC G/SCM/N/3/COL - L/7611/Add.11, de 3 de agosto de 1995, y G/SCM/N/48/COL - G/SCM/N/60/COL - G/SCM/N/71/COL, de 7 de enero de 2002.


� Información suministrada por el Gobierno en la notificación a la OMC G/SCM/N/48/COL - G/SCM/N/60/COL - G/SCM/N/71/COL, de 7 de enero de 2002.


� Consejo Nacional de Política Económica y Social (2002), página 3.


� Los ALTEX son personas jurídicas reconocidas e inscritas ante la DIAN, previo cumplimiento de las condiciones y requisitos establecidos.  Los ALTEX fueron introducidos en la legislación aduanera con el objeto de incentivar a empresas altamente exportadoras a través de la facilitación de operaciones de comercio exterior.


� Documentos de la OMC G/SCM/N/3/COL/Suppl.2 - G/SCM/N/16/COL/Suppl.1 - G/SCM/N/25/COL/Suppl.1, de 25 de julio de 1997;  G/SCM/N/48/COL - G/SCM/N/60/COL - G/SCM/N/71/COL, de 7 de enero de 2002.


� Resoluciones Proexport N° 003 y N° 004 de 1993, Circular Externa Proexport N° 002 de 1993, y Circular Proexport P-TRN N° 9075 de 1994.


� Véase http://www.proexport.gov.co/vbecontent/library/documents/DocNewsNo406DocumentNo 960.XLS.


� Las autoridades notaron que el fin de la vigencia del MCT fue notificada a los exportadores con una circular de agosto de 2002 y con una nota en el portal de Proexport.


� Las mayores exportaciones se realizaron a Australia; el mecanismo se aplicó a Turquía por suspensión de la ruta directa y se incrementaron exportaciones a países de Centroamérica sin servicio directo.


� En el año calendario 2002, el valor del mecanismo fue de 703.345,8 dólares EE.UU. dado que el plazo para presentar las cuentas de cobro por parte de los exportadores era de 90 días calendario desde la fecha de embarque, entre enero y marzo de 2003, se pagó un valor por MCT de 105.955,4 dólares EE.UU. sobre exportaciones realizadas en 2002.


� Véase http://www.proexport.gov.co/vbecontent/library/documents/DocNewsNo406DocumentNo 960.XLS.


� Las entidades que ejercen un control y vigilancia sobre Bancoldex incluyen al Banco de la República, la Contaduría General, la Contraloría General, la DIAN, la Superintendencia Financiera y la Superintendencia de Sociedades.


� La asignación de recursos de maquinaria y equipo para programas destinados a la gran empresa �se complementó en 2003 con Col$50.000 millones.  Ministerio de Comercio, Industria y Turismo (2004), página 141.


� Banco Mundial y Corporación Financiera Internacional (2005).


� Banco Mundial y Corporación Financiera Internacional (2005). 


� Decreto-Ley N° 410 de 1971.


� Artículos 374 y 434 del Código de Comercio.


� Artículo 354 del Código de Comercio.


� Artículo 31 y 34 del Código de Comercio.


� Artículo 27 del Código de Comercio.


� Numeral 2.2.2.2., Título VIII, Circular Única de la Superintendencia de Industria y Comercio.


� Decreto N° 624 de 1989.  Véase también Coinvertir (2006).


� UNCTAD (2006).


� Decreto N° 210 de 2003.


� Artículo 2 del Decreto N° 2153 de 1992.


� Ley N° 142 de 1994, Ley N° 182 de 1995 y Decreto N° 663 de 1993.


� OCDE y BID (2004b).  


� Artículo 333 de la Constitución Política de la República de Colombia de 1991.


� Artículo 1 del Decreto N° 1302 de 1964.


� Artículo 49 del Decreto N° 2153 de1992.


� Título VII, capítulo segundo, Circular Única de la Superintendencia de Industria y Comercio.


� Título VII, capítulo segundo, Circular Única de la Superintendencia de Industria y Comercio.


� Artículo 52 del Decreto N° 2153 de 1992.  Sobre la discrecionalidad de la que goza el Superintendente de Industria y Comercio para terminar una investigación, véase Archila Peñalosa (2000) y Miranda Londoño (2004).


� Artículo 4 del Decreto N° 2153 de 1992.


� Artículo 7 de la Decisión N° 608.


� García Gallardo y Domínguez Pérez (2005).


� Artículo 34 de la Decisión N° 608.


� Artículo 60 de la Ley N° 81 de 1988.


� Artículos 12 y 17 del Decreto N° 2876 de 1984.


� Documento de la OMC G/STR/N/1/COL, de 12 de enero de 1996.


� Documentos de la OMC G/STR/Q1/COL/4, de 24 de julio de 1997, G/STR/Q1/COL/3, de 7 de febrero de 1997, G/STR/Q1/COL/2, de 25 de septiembre de 1996, y G/STR/Q1/COL/1, de 5 de julio de 1996.


� Documento de la OMC G/STR/Q1/COL/4, de 24 de julio de 1997.


� Documentos de la OMC G/STR/N/7/COL/Rev.1, - G/STR/N/8/COL/Rev.1, - G/STR/N/9/COL, de 4 de agosto de 2004.


� El artículo 336 de la Constitución Política, el artículo 61 de la Ley N°14 de 1983 y el Decreto N° 1222 de 1986, establecen que los departamentos cuentan con autonomía para la administración del monopolio de los licores.


� No incluye empresas en liquidación, ni capitalización por privados.


� El sector solidario se define como los trabajadores activos y pensionados de una empresa, los ex trabajadores que no hayan sido desvinculados con justa causa, las asociaciones de empleados o ex empleados de la empresa, los sindicatos de trabajadores, federaciones y confederaciones de sindicatos de trabajadores, los fondos de empleados, los fondos mutuos de inversión, los fondos de cesantías y pensiones, las cajas de compensación y las entidades cooperativas definidas por la legislación cooperativa.


� Betania, Chivor, Tasajero, Cartagena, Epsa, Emgesa, Codensa, Electrocosta y Electrocaribe, Isa (capitalización), EBSA, Enertolima.


� TERUEL, OCENSA, PROMIGAS, Gas Natural.


� Banco de Colombia, Corpavi, Banco Popular.


� Exenciones del impuesto sobre la renta y concesiones arancelarias sobre maquinaria industrial no producida en Colombia, entre otras.


� Reforma financiera, Ley N° 795 de 2003.


� Consejo Nacional de Política Económica y Social (2004).


� Datos de la DIAN (convertidos a la tasa de cambio promedio de 2004) citados en:  Consejo Nacional de Política Económica y Social (2004), página 7.


� Consejo Nacional de Política Económica y Social (2004), página 7 .


� Fondo de Garantías de Instituciones Financieras (2005).


� A principios de julio de 2006 la tasa efectiva se encontraba en el 6,18 por ciento.


� En la primera semana de Julio de 2006 dicha tasa se encontraba aproximadamente en el 5,6 por ciento.


� Las otras tasas y programas pueden ser consultadas en:  http://www.bancoldex.com/pdf/tasas.


� Calculados con tasas de cambio promedio para 2002 y 2003 en base a información del Consejo Nacional de Política Económica y Social (2004), página 12.


� Véase http://www.fng.gov.co/fng.nsf.


� Consejo Nacional de Política Económica y Social (2004) página 13.


� Véase http://www.fng.gov.co/fng.nsf.


� Véase http://www.fogafin.gov.co/.


� Documento de la OMC G/TRIMS/N/1/COL/2, de 21 de septiembre de 1995.


� Documentos de la OMC G/C/W/169, de 1° de diciembre de 1999, G/C/W/169/Add.1, de 22 de diciembre de 1999, y G/C/W/285/Rev.1, de 31 de julio de 2001.


� Documento de la OMC G/L/498, de 9 de noviembre de 2001.


� Documento de la OMC G/TRIMS/N/1/COL/3, de 10 de junio de 2004.


� Documento de la OMC G/TRIMS/N/1/COL/1, de 11 de abril de 1995.


� Documento de la OMC G/TRIMS/N/2/Rev.14, de 22 de septiembre de 2005.


� Véase � HYPERLINK http://www.minjusticia.gov.co ��www.minjusticia.gov.co� y � HYPERLINK http://www.banrep.gov.co ��www.banrep.gov.co�.


� Conciencias, http://zulia.colciencias.gov.co/portalcol/index.jsp.


� Véase http://zulia.colciencias.gov.co/portalcol/downloads/archivosContenido/56.pdf.


� Organización Interamericana de Instituciones de Compras Gubernamentales (http://www.contratos. gov.co/portal/page?_pageid=35,1128,35_3117&_dad=portal&_schema=PORTA).


� Estimaciones del Proyecto de Contratación Pública BIRF-DNP, basadas en información suministrada por la Imprenta Nacional - Diario Único de Contratación, Contraloría General de la República - Rendición de la Cuenta Anual, Sistema de Información Financiera SIIF - Nación, Veeduría Distrital - Rendición de la Cuenta Anual e información suministrada por las entidades territoriales.


� Véase http://www.transparencia.gov.co/guias/contratacion.asp#2.


� Documentos de la OMC IP/N/1/COL/1, de 14 de agosto de 2000, IP/N/1/COL/C/1, de 19 de julio de 2000, IP/N/1/COL/C/2, de 16 de agosto de 2000, IP/N/1/COL/C/3, de 19 de julio de 2000, IP/N/1/COL/C/4, de 19 julio de 2000, IP/N/1/COL/I/1, de 18 de julio de 2000, IP/N/1/COL/I/2, de 19 de julio de 2000, IP/N/1/COL/I/3, de 30 de octubre de 2000, IP/N/1/COL/P/1, de 19 de julio de 2000, IP/N/1/COL/P/2, de 17 de julio de 2000, IP/N/1/COL/P/3, de 19 de julio de 2000, y IP/N/1/COL/P/4, de 19 de julio de 2000.


� Documento de la OMC IP/N/4/COL/1, de 19 de agosto de 1997.


� Las preguntas formuladas por el Canadá, la Unión Europea, Japón, Suiza y los EE.UU., así como las respuestas de Colombia están contenidas en el documento de la OMC IP/Q/COL/1 - IP/Q2/COL/1 - IP/Q3/COL/1 - IP/Q4/COL/1, de 27 de junio de 2001.


� Documentos de la OMC IP/C/W/459, de 18 de noviembre de 2005, IP/C/W/442, de 18 de marzo de 2005, IP/C/W/429/Rev.1/Add.2, de 20 de enero de 2005, y IP/C/W/165, de 3 de noviembre de 1999.


� Documento de la OMC IP/N/3/Rev.9, de 8 de noviembre de 2005.


� Decreto N° 2041 de 29 de agosto de 1991;  información en línea, consultado en:  http://www.derautor.gov.co.


� Consultado en:  http://www.sic.gov.co.


� Las indicaciones geográficas se dividen en denominaciones de origen e indicaciones de procedencia, sobre éstas últimas no existen acciones por infracción.


� Decreto N° 533 de 8 de marzo de 1994.


� Adoptada el 6 de abril de 2006 (http://www.comunidadandina.org/normativa/dec/D632.htm;  http://www.comunidadandina.org/prensa/notas/np6-4-06.htm).


� Documentos de la OMC IP/N/6/COL/1, de 29 de septiembre de 2000, y IP/N/6/COL/1/Add.1, de 24 de noviembre de 2000.


� Ley N° 599 de 24 de julio de 2000 y modificaciones introducidas por la Ley N° 890 de 2004 y por la Ley N° 803 de 2003.


� Ley N° 603 de 27 de julio de 2000.


� Resolución N° 888 de 31 de mayo de 1999.


� Información en línea:  http://www.convenioantipirateria.org.co.


� Título XV, Capítulo 1 de la Decisión Andina N° 486 de 2000.





